




[bookmark: _GoBack]
image4.emf
NOTIFICACION  AUTO ADMITE DEMANDA 2017-615.msg


NOTIFICACION AUTO ADMITE DEMANDA 2017-615.msg
NOTIFICACION AUTO ADMITE DEMANDA 2017-615

		From

		Juzgado 22 Administrativo - Medellin

		To

		dvillegas@procuraduria.gov.co; judiciales@casur.gov.co

		Recipients

		dvillegas@procuraduria.gov.co; judiciales@casur.gov.co



REFERENCIA :



 



RADICADO:



05001 33 33 022 2017 00615 00



ACCIÓN:



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO- LABORAL



DEMANDANTE: 



MAURICIO ROJAS MARIN



DEMANDADO: 



CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL- CASUR



ASUNTO:



Admite demanda



 



 



 



Según los dispuesto en el artículo 199 de CPACA modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, me permito notificarle el auto admisorio de la demanda de la referencia, por lo cual le adjunto copia de aquel en medio magnético. 



 



 



ORNELLA ROCIO ALEAN JIMENEZ



Secretaria



 



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba NO SERÁ LEÍDO y automáticamente se eliminará de nuestros servidores



 





2017-615 AUTO.pdf















DEMANDA ACCION NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DERECHO.pdf




Raúl Guillermo Tamayo Zapata 



                                                                                                         Abogado 



 
Edificio Fabricato 
Calle 51 Nro. 49-11, Oficina 503 - 504 
Tel. 511 9161  -  Celular 314 800 3409 
E-mail: raulgtamayoabogado@gmail.com 
Medellín – Colombia  
 



1 



Señor   



JUEZ ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN    



E. S. D. 



 



 



Referencia:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



                  (Art. 138, Ley 1437 de 2011)  



 



 



 



 



RAÚL GUILLERMO TAMAYO ZAPATA, mayor de edad, con domicilio laboral y 



profesional en la ciudad de Medellín, Abogado en ejercicio, identificado con 



la cédula de ciudadanía Nro. 98.592.146 y portador de la Tarjeta Profesional 



Nro. 201085 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 



Apoderado Judicial del señor MAURICIO ROJAS MARÍN, mayor de edad, con 



domicilio en Medellín,  identificado con la cedula de ciudadanía Nro. 



15.437.792; en atención al poder adjunto y debidamente otorgado y por el 



cual solicito se me reconozca personería para actuar conforme a lo 



consagrado en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011; comedidamente 



manifiesto a Ustedes que promuevo DEMANDA o ACCIÓN DE NULIDAD Y 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 



DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, entidad con domicilio principal en 



la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de Medellín, Representada 



Legalmente por el señor General JORGE HERNANDO NIETO ROJAS, Director 



General de la Policía Nacional, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación, y en contra igualmente de LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 



POLICÍA NACIONAL – CASUR, entidad pública que dispone de Personería 



Jurídica, de conformidad con los Decretos 2343 de 1971 y 823 de 1995, con 



domicilio principal en la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de 



Medellín, Representada Legalmente por el señor Brigadier General (RA) JORGE 



ALIRIO BARÓN LEGUIZAMÓN, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación, en un todo de acuerdo con lo previsto en la Ley 1437 de 2011 



(Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), 



en los siguientes términos: 



 



 



 



DESIGNACION DE LAS PARTES Y  



SUS REPRESENTANTES 



 



Comparecen como partes en este proceso: 



 



 El señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas Marín, mayor de edad, 



con domicilio en Medellín,  identificado con la cedula de ciudadanía 



Nro. 15.437.792, obrando en nombre propio, en calidad de 



demandante, quien comparece por conducto del Suscrito Apoderado. 



 



 La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, entidad 



con domicilio principal en la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad 



de Medellín, Representada Legalmente por el señor General JORGE 



HERNANDO NIETO ROJAS, Director General de la Policía Nacional, o por 



quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente 



demanda.  
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 La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, entidad 



pública que dispone de Personería Jurídica, de conformidad con los 



Decretos 2343 de 1971 y 823 de 1995, con domicilio principal en la 



ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de Medellín, Representada 



Legalmente por el señor Brigadier General (RA) JORGE ALIRIO BARÓN 



LEGUIZAMÓN, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación 



 



 El Agente Del Ministerio Publico, a quien por reparto le corresponda, es 



parte en el proceso e interviene en éste en defensa del orden jurídico, 



del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales. 



 



 La Agencia Nacional De Defensa Jurídica Del Estado, a quien por 



reparto le corresponda, interviene en éste en defensa del interés del 



patrimonio público. 



 



 



 



PETICIÓN DE DECLARACIONES  



Y CONDENAS 



 



Con fundamento en los hechos que más adelante narrare, solicito realizar las 



siguientes:  



 



PRIMERA: Declárese que son NULOS los Actos Administrativos conformado por: 



 



a. OFICIO NRO. S – 2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, SIN FECHA, 



expedido por la Jefatura Grupo Información y Consulta – Secretaria 



General de la Policía Nacional. 



 



b. OFICIO NRO. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, DEL 01 DE 



AGOSTO DE 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal 



Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



c. OFICIO NRO. S – 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, DEL 04 DE 



AGOSTO DE 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal 



Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



d. OFICIO S/N DEL 04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-



201721940 – CASUR ID: 269800, expedido por la Dirección General de La 



Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR.  



 



Mediante los tres primeros (a, b y c) Actos Administrativos, se niega por parte 



de la Policía Nacional, la realización de la adicción, corrección y/o 



actualización a la Hoja de Servicios Nro. 15437792, correspondiente a mi 



Poderdante, el señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas Marín, en lo que 



tiene que ver con su estado civil; mediante el cuarto (d) Acto Administrativo, 



se le niega a mi Poderdante por parte de La Caja De Sueldos De Retiro De La 



Policía Nacional – CASUR, la Reliquidación a su Asignación Mensual de Retiro 



en donde se tenga en cuenta el subsidio familiar en un porcentaje del 39%, y 



no de un 9% tal como actualmente está incluido y liquidado; es decir, que se 



incluya el 30% a que tiene derecho por la compañera permanente y quien 



además es hoy en día su actual cónyuge y madre de su hijo.  
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SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración y a título de 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se declare que La Nación – Ministerio De 



Defensa Nacional – Policía Nacional, está obligada a realizar adicción, 



corrección y/o actualización a la Hoja de Servicios Nro. 15437792, 



correspondiente a mi Poderdante, el señor Sargento Segundo (RA) Mauricio 



Rojas Marín, en lo que tiene que ver con su estado civil, es decir, que figure en 



UNIÓN LIBRE con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada 



con la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139, tal como así lo ha certificado la 



misma Policía Nacional, es decir, la demandada.   



 



 



TERCERA: Que como consecuencia de la anterior declaración y a título de 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se declare que La Caja De Sueldos De Retiro 



De La Policía Nacional – CASUR, está obligada a realizar la Reliquidación a la 



Asignación Mensual de Retiro del señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas 



Marín, en donde se tenga en cuenta el subsidio familiar en un porcentaje del 



39%, y no de un 9% tal como actualmente está incluido y liquidado; es decir, 



que se incluya el 30% a que tiene derecho por la compañera permanente y 



quien además es hoy en día su actual cónyuge y madre de su hijo; igualmente 



a que se pague dicho valor en forma retroactiva desde el momento en que se 



generó el derecho.  



 



 



CUARTA: Que La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al 



igual que La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, darán 



cumplimiento a la sentencia que ponga fin a la presente demanda dentro del 



término legalmente conferido, tal como lo prevé el artículo 192 de la Ley 1437 



de 2011.  



  



 



QUINTA: A la respectiva liquidación se aplicaran los ajustes al valor 



(indexación) de que trata el artículo 187 de La Ley 1437 de 2011, desde que se 



originó el derecho hasta la fecha de ejecutoria de la respectiva sentencia.  



  



 



SEXTA: Si no se efectúa el pago en forma oportuna, la entidad liquidara los 



intereses comerciales y moratorios hasta que dé cabal cumplimiento a la 



sentencia que le puso fin al proceso, conforme lo prevé los artículos 192 y 195 



de la Ley 1437 de 2011.  



  



 



SEPTIMO: En caso de oposición, que se condene en costas a las demandadas.  



 



 



 



HECHOS U OMISIONES EN QUE SE  



FUNDAMENTA LA ACCIÓN  



  
PRIMERO: Mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, para el mes de enero 



del año de 2010, siendo miembro en servicio activo de la Policía Nacional y 



ostentando el grado de Intendente, mediante Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-



2010, informo a la Policía Nacional sobre la legalización de la unión marital de 



hecho y conformación de la sociedad patrimonial entre compañeros 
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permanentes, con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada 



con la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139; unión que se declaró mediante 



conciliación celebrada en el Centro de Conciliación de la Policía 



Metropolitana del Valle de Aburra, tal como se acredito en su momento con el 



Acta de Conciliación Nro. 03116 del 04-01-2010. 
 



Prueba: Este hecho se acredita con el Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-2010; 



Formato Visita Domiciliaria – Dirección de Bienestar Social del 03-01-2010; Acta 



de Recepción Declaración con Fines Extraprocesales Nro. 7058 del 29-09-2009 



de la Notaria Tercera del Circulo Notarial de Medellín; Acta de Conciliación 



Nro. 03136 del 04-01-2010, celebrada ante el Centro de Conciliación de la 



Policía Metropolitana del Valle de Aburra.  



 



 



SEGUNDO: En el Extracto de la Hoja de Vida del señor Mauricio Rojas Marín, en 



la sección Estado Civil figura Unión Libre y en la sección de FAMILIARES, se 



describe a la señora LUZ CATHERINE CASTAÑEDA VALENCIA, como 



COMPAÑERA; de la misma forma, a la señora Luz Catherine se le expidió por 



parte de la Policía Nacional el respectivo carné número 388909146 que la 



acreditaba como beneficiaria en calidad de Compañera. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia del Extracto Hoja de Vida del 03-



02-2012, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín; fotocopia del carné 



número 388909146 que acredita como beneficiaria de la Policía Nacional a la 



señora Luz Catherine Castañeda Valencia en calidad de compañera 



permanente.  



 



 



TERCERO: Contrario a lo narrado en los numerales anteriores, en el Formato de 



la Hoja de Servicio Nro. 15437792 expedida el 07 de enero de 2011, 



correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín, en la sección que contiene la 



información de ESTADO CIVIL, figura Soltero (a), encontrándose totalmente 



desactualizada la información en tal sentido. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia de la Hoja de Servicio Nro. 



15437792 del 07-01-2011, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín.  



 



 



CUARTO: Mediante Resolución Nro. 04590 del 09 de diciembre de 2011 



emanada de la Dirección General de la Policía Nacional y cuando ostentaba 



el grado de Intendente y acreditaba un tiempo de servicio a favor de la 



Institución Policial de más de 15 años, fue retirado mi Poderdante del servicio 



activo de la Institución Policial por la pérdida de fuerza ejecutoria de la 



Resolución Nro. 01977 del 08 de junio de 2011; resolución que fue debidamente 



notificada el día 26 de diciembre de 2011.  



 
Prueba: Este hecho se acredita con la Resolución Nro. 04590 del 09 de 



diciembre de 2011 emanada de la Dirección General de la Policía Nacional. 



 



 



QUINTO: La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, en 



cumplimiento a Sentencia  proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo Oral 



del Circuito Judicial de Medellín dentro del medio de control de Acción de 



Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicado Nro. 05001-33-33-004-2013-



00519-00 y la cual fue debidamente confirmada en su integridad por el Tribunal 
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Administrativo de Antioquia, expidió la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, mediante la cual reconoció a mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas 



Marín la Asignación Mensual de Retiro a partir del 26 de marzo de 2012, en el 



grado de Sargento Segundo (RA), en cuantía equivalente al 62% del sueldo 



básico y las siguientes partidas legalmente computables así: Prima de 



Antigüedad 18%; Prima de Actividad 49.5%, Subsidio Familiar 9%, y la 



respectiva doceava de prima de navidad, conforme a los postulados del 



Decreto 1212 de 1990. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, expedida por La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – 



CASUR. 



 



 



SEXTO: Como puede observarse en la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al 



momento de liquidar la Asignación Mensual de Retiro a favor de mi 



Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, se fundamentó en la Hoja de 



Servicio Nro. 15437792 del 07 de enero de 2011 expedida por la Policía 



Nacional, la cual y como lo he venido sosteniendo, se encuentra 



desactualizada con respecto a la información de la compañera permanente y 



quien hoy en día es su cónyuge, la señora Luz Catherine Castañeda Valencia 



con quien además ha procreado un hijo de nombre Isaac Rojas Castañeda, 



nacido el día 03 de noviembre de 2015; unión y vinculo marital que hoy en día 



se conserva y sigue vigente. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia de la Hoja de Servicio Nro. 



15437792 del 07-01-2011, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín; copia 



de la Liquidación que dio cumplimiento a la Sentencia proferida por el 



Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Medellín; fotocopia del Folio del 



Libro Registro Civil de Matrimonio Indicativo Serial Nro. 6013080; fotocopia del 



Folio del Libro Registro Civil de Nacimiento Indicativo Serial Nro. 55532019; 



fotocopia Acta de Recepción de Declaración Extraproceso Nro. 5.274 del 24-



06-2017, de la Notaria Dieciocho de Medellín. 



 



 



SÉPTIMO: Mediante derecho de petición radicado ante la Policía Nacional a 



inicios del mes de julio de 2017, mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín y 



por intermedio del suscrito Apoderado Judicial, solicito se realizara la 



correspondiente adicción, corrección y/o actualización a que hubiere lugar 



en su Hoja de Servicio Nro. 15437792, en el sentido de cambiar  dentro de la 



sección I. DATOS DEL RETIRADO – ESTADO CIVIL, la información allí contenida 



de Soltero (a), por la de UNIÓN LIBRE, agregando además, el nombre de su 



entonces compañera permanente y actual cónyuge, la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, dentro de la sección III. COMPOSICIÓN FAMILIAR, de su 



correspondiente Hoja de Servicio Nro. 15437792. 
    
Prueba: Este hecho se acredita con Copia del referido Derecho de Petición.  



 



 



OCTAVO: Mediante el Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S – 



2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, SIN FECHA, expedido por la Jefatura 



Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía Nacional, se 



me informa lo siguiente: “Por lo anterior, en lo concerniente a los numerales 



segundo y tercero de las pretensiones, me permito informarle que no es viable 
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por el momento atender su requerimiento en el sentido de la elaboración 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales, teniendo en cuenta 



que el Área de Archivo General de la Policía Nacional, elabora modificaciones 



a las hojas de servicio del personal retirado de la Institución, siempre y cuando 



exista un Acto Administrativo u orden debidamente soportada en la Ley, 



emitidas por la autoridad, Jefatura o unidad competente que así lo 



determine”. (Cursiva y subrayado propio). 
 



Prueba: Este hecho se acredita con el Acto Administrativo contenido en el 



Oficio Nro. S – 2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, sin fecha, expedido por la 



Jefatura Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía 



Nacional.  



 



  



NOVENO: Posteriormente y mediante el Acto Administrativo contenido en el 



OFICIO NRO. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional, en respuesta complementaria al 



derecho de petición, se me informa: “Verificado el sistema de Información 



para la Administración del Talento Humano (SIATH), se constató que dentro de 



la composición familiar de su prohijado, figura la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, identificada con cedula de ciudadanía No. 29.786.139, 



como compañera permanente. 



 



Por otra parte, respecto a la adición del porcentaje de subsidio familiar 



como partida computable en la asignación de retiro de su poderdante, me 



permito…. (…)…. 



 



Como se puede observar, para el personal del Nivel Ejecutivo de la 



Policía Nacional, el subsidio familiar no se encuentra establecido como base 



de liquidación salarial ni prestacional para la asignación de retiro y pensión de 



sobreviviente. 



 



Por lo anterior, le informo que la Policía Nacional, no está facultada 



para realizar reconocimientos salariales y/o prestacionales, que no estén 



contemplados en las disposiciones legales que rigen la materia, como lo cita el 



artículo 35 de los decretos anuales de sueldo expedidos por el Gobierno 



Nacional y que a la letra dice: 



 



…(…)… 



 



Por lo expuesto, jurídicamente no es viable acceder de manera 



favorable a las pretensiones contenidas en su petición.” (Negrilla, cursiva y 



subrayado propio). 



 
Prueba: Este hecho se acredita con el Acto Administrativo contenido en el 



Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional.  
 



 



DECIMO: En atención a la respuesta anterior y entendiendo que la peticionada 



había dado un enfoque diferente al objeto de la petición, radique una 



Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – 
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GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido por la Jefatura Área 



Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía 



Nacional, mediante el cual les indicaba que lo que se peticionaba era la 



adicción, corrección y/o actualización de la Hoja de Servicios Nro. 15437792, 



en lo que tiene que ver con los datos de estado civil y de la composición 



familiar de mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín. 
 



Prueba: Este hecho se acredita con copia del referido escrito Solicitud de 



Reconsideración frente al Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 



1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de 



Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



 



UNDÉCIMO: En respuesta a la Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. 



S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, la 



Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la 



Policía Nacional, expidió el Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S 



– 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, mediante 



el cual se me informa: “En atención a la petición del asunto, dirigida al señor 



Jefe Área de Nomina de Personal Activo, allegada a esta dependencia el 16-
08-2017, por medio del cual en calidad de apoderado del señor Intendente ® 



MAURICIO ROJAS MARÍN, identificado con la cedula de ciudadanía No. 



15.437.792, solicita se reconsidere la respuesta emitida mediante el 



comunicado oficial No. S-2017-028994-DITAH, del 01-08-2017, por cuanto no se 



estaba solicitando el reconocimiento del subsidio familiar, lo que se solicito fue 
“cambiar dentro de la sección I. DATOS DEL RETIRADO – ESTADO CIVIL, la 



condición de soltero a UNIÓN LIBRE, donde además figure el nombre de la 



compañera permanente señora LUZ CATHERINE CASTAÑEDA VALENCIA”, al 



respecto me permito indicarle lo siguiente: 



 



Verificado el sistema de Información para la Administración del Talento 
Humano (SIATH), se constató que su poderdante figura con estado civil  UNIÓN 



LIBRE y dentro de la composición familiar aparece la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, identificada con cedula de ciudadanía No. 29.786.139, 



como la compañera permanente. 



 



Por lo cual mediante comunicado oficial No. S-2017-035458 del 04-AGO-



2017, se dio trámite de su petición a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 



Nacional, por ser la competente, de conformidad con lo establecido en el 



artículo 1° de la ley 1775 de 2015 del 30 de junio de 2015, “Por medio de la cual 



se regula el derecho Fundamental de petición y se sustituye un título del 



Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, 



por ser de su competencia”. (Negrilla, cursiva y subrayado propio).  
 



Prueba: Este hecho se acredita con copia del Acto Administrativo contenido en 



el Oficio Nro. S – 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



Es de precisar que este Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S – 



2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, fue recibido 



en la Oficina del suscrito Apoderado el día 27-09-2017.  
 



 



DÉCIMO SEGUNDO: Mediante Derecho de Petición radicado el día 26-09-2017 
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y dirigido ante La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, se 



solicitó la Reliquidación de la Asignación Mensual de Retiro de mi Poderdante, 



el señor Sargento Segundo ® Mauricio Rojas Marín, en el sentido de tener en 



cuenta el porcentaje del 39% correspondiente a la partida computable del 



subsidio familiar, y no del 9%  tal como así se hizo; toda vez que está 



acreditado la composición familiar del señor Rojas Marín para la fecha en que 



se produjo el retiro de la Policía Nacional, composición familiar que se trata de 



unión libre con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada con 



la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139, quien hoy en día es su cónyuge y 



con quien además ha procreado un hijo. 



  
Prueba: Este hecho se acredita con copia del referido Derecho de Petición – 



Solicitud Reliquidación Asignación Mensual de Retiro. 



 



 



DÉCIMO TERCERO: Mediante Acto Administrativo contenido en el OFICIO S/N 



DEL 04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De 



La Policía Nacional – CASUR, se niega la reliquidación solicitada, bajo el 



siguiente argumento: “En atención al asunto…(…)… 



 



En concordancia con el Articulo…(…)… 



 



 De igual manera revisada la documentación aportada, se evidencia 



que la Policía Nacional, mediante oficio No. S-2017-032676/ARGEN-GRICO-1.10 



sin fecha, manifiesta que “(…) no es viable por el momento atender su 



requerimiento en el sentido de la elaboración adición o modificación de la 



hoja de servicios policiales, teniendo en cuenta que el Área de Archivo 



General de la Policía Nacional, elabora modificaciones a las hojas de servicio 



del personal retirado de la Institución, siempre y cuando exista un Acto 



Administrativo u orden debidamente soportada en la Ley, emitidas por la 



autoridad, Jefatura o unidad competente”. 



 



 Por lo anterior, hasta tanto la mentada Institución no remita el Acto 



Administrativo, la Caja de Sueldos de Retiro se verá imposibilitada para 



efectuar cualquier tipo de acción tendiente al reajuste de la prestación que 



actualmente devenga su representado”. 



 



Es de precisar que este Acto Administrativo contenido en el OFICIO S/N DEL 



04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, fue recibido en la Oficina del suscrito 



Apoderado el día 10-10-2017.  



 
Prueba: Este hecho se acredita con copia del Acto Administrativo contenido en 



el Oficio S/N del 04-10-2017, Radicado Nro. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De 



La Policía Nacional – CASUR. 



 



 
 



DISPOSICIONES QUEBRANTADAS Y  



CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
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La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que La 



Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR,  con la expedición 



del acto administrativo acusado, ha quebrantado las siguientes normas: 



 



 



Constitución Política Nacional 



 



Los artículos 2, 5, 13, 47, 48 y 53, toda vez que con la conducta administrativa 



de La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que 



La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, se ha incumplido 



el deber social de protección laboral de mi Poderdante, al no realizar la 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene que 



ver con su composición familiar, al igual que al no  realizar el reconocimiento y 



pago del subsidio familiar en un 39% tal como tiene derecho, respectivamente; 



por lo que este desconocimiento en no reconocer esta prestación, quebranta 



en un todo y por todo los fines esenciales del Estado en su efectividad, la 



garantía de los derechos y deberes consagrados en la ley de leyes y 



compromete la responsabilidad de las autoridades ante la Constitución y la ley 



por omisión en el ejercicio de sus atribuciones; en consecuencia las anteriores 



disposiciones supralegales fueron violadas por cuanto se desconocieron las 



obligaciones en ellas consagradas como derecho fundamental, máxime 



cuando se trata de resolver la adición o modificación de la hoja de servicios 



policiales en lo que tiene que ver con su composición familiar, al igual que el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un porcentaje del 39% a favor 



del hoy ex miembro de la Policía Nacional, Sargento Segundo (RA) Mauricio 



Rojas Marín.  



 



 Artículo 2°, en cuanto refiere a garantizar la efectividad de los principios, 



derechos y deberes consagrados en la misma Constitución. 



 



 Artículo 5°, porque a mi Poderdante se le está dando un trato 



discriminatorio por parte de La Nación – Ministerio De Defensa Nacional 



– Policía Nacional, al igual que por parte de La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al negarle el derecho de realizar 



la adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que 



tiene que ver con su composición familiar, al igual que al no  realizar el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un 39%, 



respectivamente, tal como así tiene derecho.  



 



 Artículo 13, en cuanto señala la igualdad ante la ley, en donde todas las 



personas recibirán el mismo trato ante las autoridades y gozaran de los 



mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna 



discriminación.  



 



 Artículo 47, sobre la protección que debe ofrecer el Estado a personas 



en debilidad tanto física como síquica, en donde asistiéndole el 



derecho a que se le realice la adición o modificación de la hoja de 



servicios policiales en lo que tiene que ver con su composición familiar, 



al igual que a  realizar el reconocimiento y pago del subsidio familiar en 



un 39%, respectivamente, tal como así tiene derecho, por haber 



laborado por más de quince (15) años al servicio de la Policía Nacional, 



a quien además se le reconoció asignación mensual de retiro por parte 



de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, en el 



grado de Sargento Segundo. 
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 Artículo 48, pues la Seguridad Social ha de entenderse acorde con las 



normas legales preestablecidas para tal efecto. 



 



 Artículo 53 de nuestra Constitución Política Nacional, porque no se están 



teniendo en cuenta principios mínimos fundamentales como es la 



igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima 



vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; 



irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 



laborales; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 



aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 



garantía a la seguridad social; debiéndose aplicar en todo caso el 



principio de favorabilidad en materia pensional.  



 



 



Decreto 1212 de 1990 



 



 Artículo 82. A mi Mandante, La Nación – Ministerio De Defensa Nacional 



– Policía Nacional, al igual que La Caja De Sueldos De Retiro De La 



Policía Nacional – CASUR, al negarle la realización de la adición o 



modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene que ver 



con su composición familiar, al igual que a  realizar el reconocimiento y 



pago del subsidio familiar en un 39%, respectivamente, tal como así 



tiene derecho, le está vulnerando sus derechos legales, establecidos en 



el Decreto 1212 de 1990, más precisamente en su artículo 82, el cual 



establece los requisitos para obtener el derecho al subsidio familiar por 
cónyuge y/o compañera permanente a cargo.  “ARTÍCULO 82. SUBSIDIO 



FAMILIAR. A partir de la vigencia del presente Decreto los Oficiales y 



Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho 



al pago de un subsidio familiar que se liquidará mensualmente sobre el 



sueldo básico, así: a. Casados el treinta por ciento (30%), más los 



porcentajes a que se tenga derecho conforme al literal c. de este 



artículo”. 



 



 Artículo 140. Igualmente a mi Mandante, La Nación – Ministerio De 



Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al negarle la realización de la 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene 



que ver con su composición familiar, al igual que a  realizar el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un 39%, 



respectivamente, tal como así tiene derecho, le está vulnerando sus 



derechos legales, establecidos en el Decreto 1212 de 1990, más 



precisamente en su artículo 140, el cual establece las partidas 



computables para la base de liquidación del personal de Oficiales y 
Suboficiales que sea retirado del servicio activo, así:  “ARTÍCULO140. 



BASE DE LIQUIDACIÓN. A partir de la vigencia del presente Decreto, al 



personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que sea 



retirado del servicio activo se le liquidará las prestaciones sociales 



unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas, así: 1. Sueldo básico. 



2. Prima de actividad en los porcentajes previstos en este Estatuto. 3. 



Prima de antigüedad. 4. Prima de Oficial Diplomado en Academia 



Superior de Policía, en las condiciones indicadas en este Estatuto.  5. 



Duodécima (1/12) parte de la prima de navidad.  6. Prima de vuelo en 



las condiciones establecidas en este Decreto.  7. Gastos de 



representación para Oficiales Generales.  8. Subsidio familiar.  En el caso 











Raúl Guillermo Tamayo Zapata 



                                                                                                         Abogado 



 
Edificio Fabricato 
Calle 51 Nro. 49-11, Oficina 503 - 504 
Tel. 511 9161  -  Celular 314 800 3409 
E-mail: raulgtamayoabogado@gmail.com 
Medellín – Colombia  
 



11 



de las asignaciones de retiro y pensiones, se liquidará conforme a lo 



dispuesto en el artículo 82 de este Estatuto, sin que el total por este 



concepto sobrepase el cuarenta y siete por ciento (47%) del respectivo 



sueldo básico.  9. La bonificación de los Agentes del Cuerpo Especial, 



cuando sean ascendidos al grado de Cabo Segundo y hayan servido 



por lo menos treinta (30) años como Agentes, sin contar los tiempos 



dobles”. 



 



 



 



AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  



(REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD) 



 



El día 20 de noviembre de la presente anualidad (2017), se llevó a cabo 



audiencia de conciliación ante la Procuraduría 111 Judicial I Para Asuntos 



Administrativos, Radicación Nro. 95370 del 28 de septiembre de 2017, pero no 



hubo acuerdo conciliatorio alguno, toda vez que la entidad demandada no 



tuvo ánimo conciliatorio, para lo cual se aporta la respectiva constancia de 



trámite conciliatorio extrajudicial administrativo, declarándose la misma fallida.  



 



 



 



RAZONES Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE SOPORTAN   



EL PRESENTE MEDIO DE CONTROL  



 



Es de entender entonces su Señoría, que el artículo 82 del Decreto 1212 de 



1990, “Por el cual se reforma el estatuto del personal y suboficiales de la Policía 



Nacional“, es muy claro en señalar que miembros de la Policía Nacional tienen 



derecho al pago del subsidio familiar en un porcentaje del 30%, tal como se 



indica en el literal a; igualmente el artículo 140 del Decreto 1212 de 1990, en el 



numeral 8, hace referencia a que el subsidio familiar se liquidara conforme a lo 



dispuesto por el artículo 82 del Estatuto en mención, en el evento de las 



asignaciones de retiro y pensiones; tal es el caso de mi Poderdante que 



actualmente alberga  Asignación Mensual de Retiro por parte de la La Caja 



De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, la misma que fue 



liquidada en el grado de Sargento Segundo (RA) y bajo los postulados del 



Decreto 1212 de 1990; de igual forma, está más que demostrado y acreditado 



que para la fecha en que fue retirado del servicio activo de la Policía Nacional 



mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, su estado civil era unión libre con 



la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada con la cedula de 



ciudadanía Nro. 29.786.139, situación está que fue acreditada y aceptada por 



la Policía Nacional; aclarando además, que la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia  hoy en día es la esposa del señor Mauricio Rojas Marín y 



con quien ha procreado un hijo. 



 



Aunado a lo anterior, hay que destacar la mala fe con la cual ha obrado la 



Policía Nacional, pues pese a que tenía desactualizada la Hoja de Servicios 



Nro. 15437792 correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín en lo que 



corresponde a su estado civil, siendo su deber el tener actualizada la 



información del personal que integra la Institución Policial, se ha negado sin 



justificación alguna a realizar la correspondiente actualización, corrección y/o 
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adicción a que hubiere lugar en la correspondiente Hoja de Servicios Nro. 



15437792 y facilitar así el que La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR proceda a realizar la correspondiente reliquidación a que 



hubiere lugar con respecto al porcentaje del subsidio familiar tal como se ha 



venido solicitando.   



 



 



 



PETICIÓN DE PRUEBAS 



 



Con todo respeto señor Juez, solicito tener como pruebas en su valor legal, las 



siguientes, 



 



DOCUMENTALES: 



 



1. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, sin fecha, expedido por la Jefatura 



Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía 



Nacional.  



 



2. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido 



por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento 



Humano de la Policía Nacional.  



 



3. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, expedido 



por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento 



Humano de la Policía Nacional. 



 



4. Copia del Acto Administrativo contenido en el Oficio S/N del 04-10-2017, 



Radicado Nro. E-00003-201721940 – CASUR ID: 269800, expedido por la 



Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR. 



 



5. Fotocopia del Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-2010. 



 



6. Fotocopia del Formato Visita Domiciliaria – Dirección de Bienestar Social 



del 03-01-2010, (02 fls). 



 



7. Fotocopia Acta de Recepción Declaración con Fines Extraprocesales 



Nro. 7058 del 29-09-2009 de la Notaria Tercera del Circulo Notarial de 



Medellín. 



 



8. Fotocopia del Acta de Conciliación Nro. 03136 del 04-01-2010, 



celebrada ante el Centro de Conciliación de la Policía Metropolitana 



Valle de Aburra, (03 fls).  



 



9. Fotocopia del Extracto Hoja de Vida del 03-02-2012, correspondiente al 



señor Mauricio Rojas Marín, (04 fls).  



 



10. Fotocopia del carné número 388909146 que acredita como beneficiaria 



de la Policía Nacional a la señora Luz Catherine Castañeda Valencia en 
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calidad de compañera permanente.  



 



11. Fotocopia de la Hoja de Servicios Nro. 15437792 del 07-01-2011, con 



Adición Por Reconocimiento Otro Tiempo Laborado, elaborada el 11 de 



enero de 2012. 



 



12. Fotocopia de la Resolución Nro. 04590 del 09 de diciembre de 2011 



emanada de la Dirección General de la Policía Nacional. 



 



13. Fotocopia de la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 2017, expedida 



por La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, (02 



fls). 



 



14. Fotocopia de la Liquidación que dio cumplimiento a la Sentencia 



proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Medellín, 



(06 fls). 



 



15. Fotocopia del Folio del Libro Registro Civil de Matrimonio Indicativo Serial 



Nro. 6013080, correspondiente a Mauricio Rojas Marín y Luz Catherine 



Castañeda Valencia. 



 



16. Fotocopia del Folio del Libro Registro Civil de Nacimiento Indicativo 



Serial Nro. 55532019, correspondiente a Isaac Rojas Castañeda. 



 



17. Fotocopia Acta de Recepción de Declaración Extraproceso Nro. 5.274 



del 24-06-2017, de la Notaria Dieciocho de Medellín. 



  



18. Fotocopia del Derecho de Petición dirigido a la Policía Nacional, (03 fls).  



 



19. Fotocopia del escrito Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. S 



– 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, 



expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección 



de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



20. Fotocopia del Derecho de Petición – Solicitud Reliquidación Asignación 



Mensual de Retiro, dirigido a La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR, (03 fls). 



 



21. Original de la Constancia de Conciliación Extrajudicial de fecha 20-11-



2017, expedida por la Procuraduría 111 Judicial I Para Asuntos 



Administrativos. 



 



 



ANEXOS 



 



1. Me remito al acápite de pruebas.  



 



2. Poder a mi favor debidamente conferido para actuar, (03 fls). 



 



3. Copia de la demanda con sus respectivos anexos para los traslados 



ordenados por ley, en este caso tres (03) traslados. 



 



4. Medio magnético CD con la demanda en formato PDF.  
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ESTIMACIÓN RAZONADA  



DE LA CUANTÍA 



 



Para efectos de lo dispuesto en el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011,  



procedo de la siguiente manera: 



 



Ha de liquidarse el pago del porcentaje del treinta por ciento (30%) 



correspondiente al subsidio familiar por la compañera permanente, desde la 



fecha de causación del Derecho, es decir, desde el 26-03-2012, fecha desde 



la cual La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR le 



reconoció la Asignación Mensual de Retiro al señor Sargento Segundo (RA() 



Mauricio Rojas Marín, con base en el último salario devengado por el señor 



Sargento Segundo (RA() Mauricio Rojas Marín, suma que debe ser 



debidamente nivelada, actualizada e indexada de acuerdo a la ley; teniendo 



en cuenta que el policial retirado devengaba al momento de su retiro ocurrido 



el día 26 de diciembre de 2011, como salario la suma de dos millones 



cuatrocientos veintidós mil doscientos noventa y tres pesos con quince 



centavos m/l ($ 2.422.293.15), tal como se prueba con el respectivo Formato 



Hoja de Servicios Nro. 15437792 del 07 de enero de 2011, salario que debe ser 



actualizado e indexado al sueldo devengado por un Sargento Segundo de la 



Policía Nacional en la actualidad. 



 



Por tratarse de una prestación periódica como lo es el treinta por ciento (30%) 



correspondiente a la partida computable del subsidio familiar, ha de aplicarse 



el cálculo cuando se trate de prestaciones periódicas, bajo los siguientes 



parámetros: a). Fecha en la cual se concretó el derecho a la asignación; b). 



Ultimo salario devengado; c). Fecha de presentación de la demanda; d). 



Tiempo transcurrido entre el momento en que se adquirió el derecho a la 



Asignación Mensual de Retiro y la presentación de la demanda, el cual no 



puede ser superior a tres (3) años, y teniendo en cuenta la siguiente formula: 



 



 



Mesadas Causadas = DÍAS ADEUDADOS X (30%) DEL SALARIO DEVENGADO 



       30 



 



M.C =  1080 X 726.687.94 =  $ 26.160.765.84  



                        30 



 



Las sumas que se reconozcan a favor del demandante serán ajustadas en los 



términos del artículo 187 de la Ley 1437 de 2011, dando aplicación a la 



siguiente formula: 



 



R = R.H    INDICE FINAL 



                INDICE INICIAL 



 



En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico 



(R.H), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de 



subsidio familiar en equivalencia al treinta por ciento (30%) hasta la fecha de 



ejecutoria de la sentencia que determine el pago de la prestación solicitada, 



por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor 



certificado por el Dane, vigente en la fecha de ejecutoria de la providencia, 



por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas; 



teniendo en cuenta los aumentos o reajustes producidos o decretados 



durante dicho periodo, y al ser claro que por tratase de pagos de tracto 
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sucesivo, la formula se aplicaría separadamente por cada suma 



correspondiente al treinta por ciento (30%) del subsidio familiar que dejo de 



devengar desde el periodo comprendido desde el  26-03-2012 y hasta la 



fecha, significando lo anterior que el pago de tal emolumento se haría durante 



el periodo antes indicado, máxime que aún no ha operado el fenómeno de la 



prescripción, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento 



de causación de cada uno de ellas. 



 



Igualmente han de liquidarse los intereses según lo establecido en los artículos 



192 y 195 de la Ley 1437 de 2011, donde las sumas liquidas reconocidas 



devengaran intereses moratorios y comerciales, por lo que a cada mesada de 



alta reconocida se le aplicara la tasa de interés comercial determinada por la 



Superintendencia Financiera.   



 



En consecuencia, la estimación razonada de la cuantía incluyendo el 



retroactivo al treinta por ciento (30%) del subsidio familiar adeudado 



debidamente actualizado, nivelado e indexado al momento de presentación 



de la demanda y en aras de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 



157 de la Ley 1437 de 2011; la cuantía asciende a la suma de VEINTISÉIS 



MILLONES CIENTO SESENTA MIL SETECIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS CON 



OCHENTA Y CUATRO CENTAVOS  M/L  ($ 26.160.765.84). 



 



 



 



COMPETENCIA  



 



Es competente su Despacho para conocer de esta demanda en primera 



instancia, por la naturaleza de la acción; por el domicilio del demandante que 



es la ciudad de Medellín; por el lugar donde se prestaron los servicios que fue 



el Departamento de Antioquia – Policía Metropolitana del Valle de Aburra; 



porque la cuantía no excede de (50) salarios mínimos legales mensuales 



vigentes – SMLMV y teniendo en cuenta además que la entidad demandada 



tiene sede en esta ciudad a través del Comando  de la Policía Metropolitana  



del Valle de Aburra, y por intermedio de la Oficina de Atención al Usuario de 



La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, 



respectivamente, ubicada en las instalaciones de la Estación de Policía La 



Candelaria, según lo establecen los artículos 155 y 156 de la Ley 1437 de 2011.  



 



 



 



 



FUNDAMENTOS DE DERECHO 



  



Además de las disposiciones citadas, invoco las siguientes: artículos  138; 148; 



155, numeral 2; 156, numeral 3; 157; 159; 160; 161, numeral 2, párrafo segundo; 



162; 164, numeral 2, literal d y 166 de la Ley 1437 de 2011 y demás normas 



concordantes que el Honorable Magistrado estime pertinente aplicar.   



 



 



 



NOTIFICACIONES 



 



 La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, se le 



puede notificar en la Carrera 59 Nro. 26 - 21 CAN de la ciudad de 
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Bogotá, o por intermedio del Comando de la Policía Metropolitana del 



Valle de Aburra.  



E-mail: meval.notificacion@policia.gov.co 



 



 La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, se le 



puede notificar en la Carrera 7 Nro. 12 B – 58, Conmutador 286-0911 de 



la ciudad de Bogotá; o por intermedio de la Oficina de Atención de 



Usuarios de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – 



CASUR, la cual se encuentra ubicada en las Instalaciones de la  Estación 



de Policía La Candelaria, más exactamente en la Calle 48 Nro. 55 – 50 



de Medellín.  



 



 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en la ciudad de 



Bogotá. 



 



 Agente del Ministerio Publico, en la ciudad de Medellín. 



 



 Demandante, en la Calle 51 Nro. 49 – 11, Oficina  503 – 504, Edificio 



Fabricato – Zona Centro de la ciudad de Medellín, teléfono 511-9161. 



E-mail: maroma385@hotmail.com  



 



 Al Suscrito Apoderado, en la Secretaria del Tribunal o en mi Oficina 



ubicada en la Calle 51 Nro. 49 – 11, Oficina  503 – 504, Edificio Fabricato 



– Zona Centro de la ciudad de Medellín, teléfono 511-9161, celular 314-



800-3409. 



  E-mail: raulgtamayoabogado@gmail.com 



 



Autorizo para que por intermedio de mi correo electrónico se realicen las 



correspondientes notificaciones que se permite para ello. 



 



 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



RAÚL GUILLERMO TAMAYO ZAPATA  



C.C. Nro. 98.592.146  



T. P. Nro. 201085 del C. S. de la Judicatura 
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Señor   



JUEZ ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN    



E. S. D. 



 



 



Referencia:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



                  (Art. 138, Ley 1437 de 2011)  



 



 



 



 



RAÚL GUILLERMO TAMAYO ZAPATA, mayor de edad, con domicilio laboral y 



profesional en la ciudad de Medellín, Abogado en ejercicio, identificado con 



la cédula de ciudadanía Nro. 98.592.146 y portador de la Tarjeta Profesional 



Nro. 201085 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 



Apoderado Judicial del señor MAURICIO ROJAS MARÍN, mayor de edad, con 



domicilio en Medellín,  identificado con la cedula de ciudadanía Nro. 



15.437.792; en atención al poder adjunto y debidamente otorgado y por el 



cual solicito se me reconozca personería para actuar conforme a lo 



consagrado en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011; comedidamente 



manifiesto a Ustedes que promuevo DEMANDA o ACCIÓN DE NULIDAD Y 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 



DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, entidad con domicilio principal en 



la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de Medellín, Representada 



Legalmente por el señor General JORGE HERNANDO NIETO ROJAS, Director 



General de la Policía Nacional, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación, y en contra igualmente de LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 



POLICÍA NACIONAL – CASUR, entidad pública que dispone de Personería 



Jurídica, de conformidad con los Decretos 2343 de 1971 y 823 de 1995, con 



domicilio principal en la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de 



Medellín, Representada Legalmente por el señor Brigadier General (RA) JORGE 



ALIRIO BARÓN LEGUIZAMÓN, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación, en un todo de acuerdo con lo previsto en la Ley 1437 de 2011 



(Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), 



en los siguientes términos: 



 



 



 



DESIGNACION DE LAS PARTES Y  



SUS REPRESENTANTES 



 



Comparecen como partes en este proceso: 



 



 El señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas Marín, mayor de edad, 



con domicilio en Medellín,  identificado con la cedula de ciudadanía 



Nro. 15.437.792, obrando en nombre propio, en calidad de 



demandante, quien comparece por conducto del Suscrito Apoderado. 



 



 La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, entidad 



con domicilio principal en la ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad 



de Medellín, Representada Legalmente por el señor General JORGE 



HERNANDO NIETO ROJAS, Director General de la Policía Nacional, o por 



quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente 



demanda.  
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 La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, entidad 



pública que dispone de Personería Jurídica, de conformidad con los 



Decretos 2343 de 1971 y 823 de 1995, con domicilio principal en la 



ciudad de Bogotá y con sede en la ciudad de Medellín, Representada 



Legalmente por el señor Brigadier General (RA) JORGE ALIRIO BARÓN 



LEGUIZAMÓN, o por quien haga sus veces al momento de la 



notificación 



 



 El Agente Del Ministerio Publico, a quien por reparto le corresponda, es 



parte en el proceso e interviene en éste en defensa del orden jurídico, 



del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales. 



 



 La Agencia Nacional De Defensa Jurídica Del Estado, a quien por 



reparto le corresponda, interviene en éste en defensa del interés del 



patrimonio público. 



 



 



 



PETICIÓN DE DECLARACIONES  



Y CONDENAS 



 



Con fundamento en los hechos que más adelante narrare, solicito realizar las 



siguientes:  



 



PRIMERA: Declárese que son NULOS los Actos Administrativos conformado por: 



 



a. OFICIO NRO. S – 2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, SIN FECHA, 



expedido por la Jefatura Grupo Información y Consulta – Secretaria 



General de la Policía Nacional. 



 



b. OFICIO NRO. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, DEL 01 DE 



AGOSTO DE 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal 



Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



c. OFICIO NRO. S – 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, DEL 04 DE 



AGOSTO DE 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal 



Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



d. OFICIO S/N DEL 04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-



201721940 – CASUR ID: 269800, expedido por la Dirección General de La 



Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR.  



 



Mediante los tres primeros (a, b y c) Actos Administrativos, se niega por parte 



de la Policía Nacional, la realización de la adicción, corrección y/o 



actualización a la Hoja de Servicios Nro. 15437792, correspondiente a mi 



Poderdante, el señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas Marín, en lo que 



tiene que ver con su estado civil; mediante el cuarto (d) Acto Administrativo, 



se le niega a mi Poderdante por parte de La Caja De Sueldos De Retiro De La 



Policía Nacional – CASUR, la Reliquidación a su Asignación Mensual de Retiro 



en donde se tenga en cuenta el subsidio familiar en un porcentaje del 39%, y 



no de un 9% tal como actualmente está incluido y liquidado; es decir, que se 



incluya el 30% a que tiene derecho por la compañera permanente y quien 



además es hoy en día su actual cónyuge y madre de su hijo.  
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SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración y a título de 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se declare que La Nación – Ministerio De 



Defensa Nacional – Policía Nacional, está obligada a realizar adicción, 



corrección y/o actualización a la Hoja de Servicios Nro. 15437792, 



correspondiente a mi Poderdante, el señor Sargento Segundo (RA) Mauricio 



Rojas Marín, en lo que tiene que ver con su estado civil, es decir, que figure en 



UNIÓN LIBRE con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada 



con la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139, tal como así lo ha certificado la 



misma Policía Nacional, es decir, la demandada.   



 



 



TERCERA: Que como consecuencia de la anterior declaración y a título de 



RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se declare que La Caja De Sueldos De Retiro 



De La Policía Nacional – CASUR, está obligada a realizar la Reliquidación a la 



Asignación Mensual de Retiro del señor Sargento Segundo (RA) Mauricio Rojas 



Marín, en donde se tenga en cuenta el subsidio familiar en un porcentaje del 



39%, y no de un 9% tal como actualmente está incluido y liquidado; es decir, 



que se incluya el 30% a que tiene derecho por la compañera permanente y 



quien además es hoy en día su actual cónyuge y madre de su hijo; igualmente 



a que se pague dicho valor en forma retroactiva desde el momento en que se 



generó el derecho.  



 



 



CUARTA: Que La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al 



igual que La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, darán 



cumplimiento a la sentencia que ponga fin a la presente demanda dentro del 



término legalmente conferido, tal como lo prevé el artículo 192 de la Ley 1437 



de 2011.  



  



 



QUINTA: A la respectiva liquidación se aplicaran los ajustes al valor 



(indexación) de que trata el artículo 187 de La Ley 1437 de 2011, desde que se 



originó el derecho hasta la fecha de ejecutoria de la respectiva sentencia.  



  



 



SEXTA: Si no se efectúa el pago en forma oportuna, la entidad liquidara los 



intereses comerciales y moratorios hasta que dé cabal cumplimiento a la 



sentencia que le puso fin al proceso, conforme lo prevé los artículos 192 y 195 



de la Ley 1437 de 2011.  



  



 



SEPTIMO: En caso de oposición, que se condene en costas a las demandadas.  



 



 



 



HECHOS U OMISIONES EN QUE SE  



FUNDAMENTA LA ACCIÓN  



  
PRIMERO: Mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, para el mes de enero 



del año de 2010, siendo miembro en servicio activo de la Policía Nacional y 



ostentando el grado de Intendente, mediante Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-



2010, informo a la Policía Nacional sobre la legalización de la unión marital de 



hecho y conformación de la sociedad patrimonial entre compañeros 
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permanentes, con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada 



con la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139; unión que se declaró mediante 



conciliación celebrada en el Centro de Conciliación de la Policía 



Metropolitana del Valle de Aburra, tal como se acredito en su momento con el 



Acta de Conciliación Nro. 03116 del 04-01-2010. 
 



Prueba: Este hecho se acredita con el Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-2010; 



Formato Visita Domiciliaria – Dirección de Bienestar Social del 03-01-2010; Acta 



de Recepción Declaración con Fines Extraprocesales Nro. 7058 del 29-09-2009 



de la Notaria Tercera del Circulo Notarial de Medellín; Acta de Conciliación 



Nro. 03136 del 04-01-2010, celebrada ante el Centro de Conciliación de la 



Policía Metropolitana del Valle de Aburra.  



 



 



SEGUNDO: En el Extracto de la Hoja de Vida del señor Mauricio Rojas Marín, en 



la sección Estado Civil figura Unión Libre y en la sección de FAMILIARES, se 



describe a la señora LUZ CATHERINE CASTAÑEDA VALENCIA, como 



COMPAÑERA; de la misma forma, a la señora Luz Catherine se le expidió por 



parte de la Policía Nacional el respectivo carné número 388909146 que la 



acreditaba como beneficiaria en calidad de Compañera. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia del Extracto Hoja de Vida del 03-



02-2012, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín; fotocopia del carné 



número 388909146 que acredita como beneficiaria de la Policía Nacional a la 



señora Luz Catherine Castañeda Valencia en calidad de compañera 



permanente.  



 



 



TERCERO: Contrario a lo narrado en los numerales anteriores, en el Formato de 



la Hoja de Servicio Nro. 15437792 expedida el 07 de enero de 2011, 



correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín, en la sección que contiene la 



información de ESTADO CIVIL, figura Soltero (a), encontrándose totalmente 



desactualizada la información en tal sentido. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia de la Hoja de Servicio Nro. 



15437792 del 07-01-2011, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín.  



 



 



CUARTO: Mediante Resolución Nro. 04590 del 09 de diciembre de 2011 



emanada de la Dirección General de la Policía Nacional y cuando ostentaba 



el grado de Intendente y acreditaba un tiempo de servicio a favor de la 



Institución Policial de más de 15 años, fue retirado mi Poderdante del servicio 



activo de la Institución Policial por la pérdida de fuerza ejecutoria de la 



Resolución Nro. 01977 del 08 de junio de 2011; resolución que fue debidamente 



notificada el día 26 de diciembre de 2011.  



 
Prueba: Este hecho se acredita con la Resolución Nro. 04590 del 09 de 



diciembre de 2011 emanada de la Dirección General de la Policía Nacional. 



 



 



QUINTO: La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, en 



cumplimiento a Sentencia  proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo Oral 



del Circuito Judicial de Medellín dentro del medio de control de Acción de 



Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicado Nro. 05001-33-33-004-2013-



00519-00 y la cual fue debidamente confirmada en su integridad por el Tribunal 
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Administrativo de Antioquia, expidió la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, mediante la cual reconoció a mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas 



Marín la Asignación Mensual de Retiro a partir del 26 de marzo de 2012, en el 



grado de Sargento Segundo (RA), en cuantía equivalente al 62% del sueldo 



básico y las siguientes partidas legalmente computables así: Prima de 



Antigüedad 18%; Prima de Actividad 49.5%, Subsidio Familiar 9%, y la 



respectiva doceava de prima de navidad, conforme a los postulados del 



Decreto 1212 de 1990. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, expedida por La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – 



CASUR. 



 



 



SEXTO: Como puede observarse en la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 



2017, La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al 



momento de liquidar la Asignación Mensual de Retiro a favor de mi 



Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, se fundamentó en la Hoja de 



Servicio Nro. 15437792 del 07 de enero de 2011 expedida por la Policía 



Nacional, la cual y como lo he venido sosteniendo, se encuentra 



desactualizada con respecto a la información de la compañera permanente y 



quien hoy en día es su cónyuge, la señora Luz Catherine Castañeda Valencia 



con quien además ha procreado un hijo de nombre Isaac Rojas Castañeda, 



nacido el día 03 de noviembre de 2015; unión y vinculo marital que hoy en día 



se conserva y sigue vigente. 



 
Prueba: Este hecho se acredita con fotocopia de la Hoja de Servicio Nro. 



15437792 del 07-01-2011, correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín; copia 



de la Liquidación que dio cumplimiento a la Sentencia proferida por el 



Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Medellín; fotocopia del Folio del 



Libro Registro Civil de Matrimonio Indicativo Serial Nro. 6013080; fotocopia del 



Folio del Libro Registro Civil de Nacimiento Indicativo Serial Nro. 55532019; 



fotocopia Acta de Recepción de Declaración Extraproceso Nro. 5.274 del 24-



06-2017, de la Notaria Dieciocho de Medellín. 



 



 



SÉPTIMO: Mediante derecho de petición radicado ante la Policía Nacional a 



inicios del mes de julio de 2017, mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín y 



por intermedio del suscrito Apoderado Judicial, solicito se realizara la 



correspondiente adicción, corrección y/o actualización a que hubiere lugar 



en su Hoja de Servicio Nro. 15437792, en el sentido de cambiar  dentro de la 



sección I. DATOS DEL RETIRADO – ESTADO CIVIL, la información allí contenida 



de Soltero (a), por la de UNIÓN LIBRE, agregando además, el nombre de su 



entonces compañera permanente y actual cónyuge, la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, dentro de la sección III. COMPOSICIÓN FAMILIAR, de su 



correspondiente Hoja de Servicio Nro. 15437792. 
    
Prueba: Este hecho se acredita con Copia del referido Derecho de Petición.  



 



 



OCTAVO: Mediante el Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S – 



2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, SIN FECHA, expedido por la Jefatura 



Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía Nacional, se 



me informa lo siguiente: “Por lo anterior, en lo concerniente a los numerales 



segundo y tercero de las pretensiones, me permito informarle que no es viable 
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por el momento atender su requerimiento en el sentido de la elaboración 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales, teniendo en cuenta 



que el Área de Archivo General de la Policía Nacional, elabora modificaciones 



a las hojas de servicio del personal retirado de la Institución, siempre y cuando 



exista un Acto Administrativo u orden debidamente soportada en la Ley, 



emitidas por la autoridad, Jefatura o unidad competente que así lo 



determine”. (Cursiva y subrayado propio). 
 



Prueba: Este hecho se acredita con el Acto Administrativo contenido en el 



Oficio Nro. S – 2017 – 032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, sin fecha, expedido por la 



Jefatura Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía 



Nacional.  



 



  



NOVENO: Posteriormente y mediante el Acto Administrativo contenido en el 



OFICIO NRO. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional, en respuesta complementaria al 



derecho de petición, se me informa: “Verificado el sistema de Información 



para la Administración del Talento Humano (SIATH), se constató que dentro de 



la composición familiar de su prohijado, figura la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, identificada con cedula de ciudadanía No. 29.786.139, 



como compañera permanente. 



 



Por otra parte, respecto a la adición del porcentaje de subsidio familiar 



como partida computable en la asignación de retiro de su poderdante, me 



permito…. (…)…. 



 



Como se puede observar, para el personal del Nivel Ejecutivo de la 



Policía Nacional, el subsidio familiar no se encuentra establecido como base 



de liquidación salarial ni prestacional para la asignación de retiro y pensión de 



sobreviviente. 



 



Por lo anterior, le informo que la Policía Nacional, no está facultada 



para realizar reconocimientos salariales y/o prestacionales, que no estén 



contemplados en las disposiciones legales que rigen la materia, como lo cita el 



artículo 35 de los decretos anuales de sueldo expedidos por el Gobierno 



Nacional y que a la letra dice: 



 



…(…)… 



 



Por lo expuesto, jurídicamente no es viable acceder de manera 



favorable a las pretensiones contenidas en su petición.” (Negrilla, cursiva y 



subrayado propio). 



 
Prueba: Este hecho se acredita con el Acto Administrativo contenido en el 



Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional.  
 



 



DECIMO: En atención a la respuesta anterior y entendiendo que la peticionada 



había dado un enfoque diferente al objeto de la petición, radique una 



Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – 
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GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido por la Jefatura Área 



Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía 



Nacional, mediante el cual les indicaba que lo que se peticionaba era la 



adicción, corrección y/o actualización de la Hoja de Servicios Nro. 15437792, 



en lo que tiene que ver con los datos de estado civil y de la composición 



familiar de mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín. 
 



Prueba: Este hecho se acredita con copia del referido escrito Solicitud de 



Reconsideración frente al Oficio Nro. S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 



1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de 



Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



 



UNDÉCIMO: En respuesta a la Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. 



S – 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, la 



Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento Humano de la 



Policía Nacional, expidió el Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S 



– 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, mediante 



el cual se me informa: “En atención a la petición del asunto, dirigida al señor 



Jefe Área de Nomina de Personal Activo, allegada a esta dependencia el 16-
08-2017, por medio del cual en calidad de apoderado del señor Intendente ® 



MAURICIO ROJAS MARÍN, identificado con la cedula de ciudadanía No. 



15.437.792, solicita se reconsidere la respuesta emitida mediante el 



comunicado oficial No. S-2017-028994-DITAH, del 01-08-2017, por cuanto no se 



estaba solicitando el reconocimiento del subsidio familiar, lo que se solicito fue 
“cambiar dentro de la sección I. DATOS DEL RETIRADO – ESTADO CIVIL, la 



condición de soltero a UNIÓN LIBRE, donde además figure el nombre de la 



compañera permanente señora LUZ CATHERINE CASTAÑEDA VALENCIA”, al 



respecto me permito indicarle lo siguiente: 



 



Verificado el sistema de Información para la Administración del Talento 
Humano (SIATH), se constató que su poderdante figura con estado civil  UNIÓN 



LIBRE y dentro de la composición familiar aparece la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia, identificada con cedula de ciudadanía No. 29.786.139, 



como la compañera permanente. 



 



Por lo cual mediante comunicado oficial No. S-2017-035458 del 04-AGO-



2017, se dio trámite de su petición a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 



Nacional, por ser la competente, de conformidad con lo establecido en el 



artículo 1° de la ley 1775 de 2015 del 30 de junio de 2015, “Por medio de la cual 



se regula el derecho Fundamental de petición y se sustituye un título del 



Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, 



por ser de su competencia”. (Negrilla, cursiva y subrayado propio).  
 



Prueba: Este hecho se acredita con copia del Acto Administrativo contenido en 



el Oficio Nro. S – 2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 



2017, expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de 



Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



Es de precisar que este Acto Administrativo contenido en el OFICIO NRO. S – 



2017 – 035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, fue recibido 



en la Oficina del suscrito Apoderado el día 27-09-2017.  
 



 



DÉCIMO SEGUNDO: Mediante Derecho de Petición radicado el día 26-09-2017 
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y dirigido ante La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, se 



solicitó la Reliquidación de la Asignación Mensual de Retiro de mi Poderdante, 



el señor Sargento Segundo ® Mauricio Rojas Marín, en el sentido de tener en 



cuenta el porcentaje del 39% correspondiente a la partida computable del 



subsidio familiar, y no del 9%  tal como así se hizo; toda vez que está 



acreditado la composición familiar del señor Rojas Marín para la fecha en que 



se produjo el retiro de la Policía Nacional, composición familiar que se trata de 



unión libre con la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada con 



la cedula de ciudadanía Nro. 29.786.139, quien hoy en día es su cónyuge y 



con quien además ha procreado un hijo. 



  
Prueba: Este hecho se acredita con copia del referido Derecho de Petición – 



Solicitud Reliquidación Asignación Mensual de Retiro. 



 



 



DÉCIMO TERCERO: Mediante Acto Administrativo contenido en el OFICIO S/N 



DEL 04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De 



La Policía Nacional – CASUR, se niega la reliquidación solicitada, bajo el 



siguiente argumento: “En atención al asunto…(…)… 



 



En concordancia con el Articulo…(…)… 



 



 De igual manera revisada la documentación aportada, se evidencia 



que la Policía Nacional, mediante oficio No. S-2017-032676/ARGEN-GRICO-1.10 



sin fecha, manifiesta que “(…) no es viable por el momento atender su 



requerimiento en el sentido de la elaboración adición o modificación de la 



hoja de servicios policiales, teniendo en cuenta que el Área de Archivo 



General de la Policía Nacional, elabora modificaciones a las hojas de servicio 



del personal retirado de la Institución, siempre y cuando exista un Acto 



Administrativo u orden debidamente soportada en la Ley, emitidas por la 



autoridad, Jefatura o unidad competente”. 



 



 Por lo anterior, hasta tanto la mentada Institución no remita el Acto 



Administrativo, la Caja de Sueldos de Retiro se verá imposibilitada para 



efectuar cualquier tipo de acción tendiente al reajuste de la prestación que 



actualmente devenga su representado”. 



 



Es de precisar que este Acto Administrativo contenido en el OFICIO S/N DEL 



04 DE OCTUBRE DE 2017, RADICADO NRO. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, fue recibido en la Oficina del suscrito 



Apoderado el día 10-10-2017.  



 
Prueba: Este hecho se acredita con copia del Acto Administrativo contenido en 



el Oficio S/N del 04-10-2017, Radicado Nro. E-00003-201721940 – CASUR ID: 



269800, expedido por la Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De 



La Policía Nacional – CASUR. 



 



 
 



DISPOSICIONES QUEBRANTADAS Y  



CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
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La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que La 



Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR,  con la expedición 



del acto administrativo acusado, ha quebrantado las siguientes normas: 



 



 



Constitución Política Nacional 



 



Los artículos 2, 5, 13, 47, 48 y 53, toda vez que con la conducta administrativa 



de La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que 



La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, se ha incumplido 



el deber social de protección laboral de mi Poderdante, al no realizar la 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene que 



ver con su composición familiar, al igual que al no  realizar el reconocimiento y 



pago del subsidio familiar en un 39% tal como tiene derecho, respectivamente; 



por lo que este desconocimiento en no reconocer esta prestación, quebranta 



en un todo y por todo los fines esenciales del Estado en su efectividad, la 



garantía de los derechos y deberes consagrados en la ley de leyes y 



compromete la responsabilidad de las autoridades ante la Constitución y la ley 



por omisión en el ejercicio de sus atribuciones; en consecuencia las anteriores 



disposiciones supralegales fueron violadas por cuanto se desconocieron las 



obligaciones en ellas consagradas como derecho fundamental, máxime 



cuando se trata de resolver la adición o modificación de la hoja de servicios 



policiales en lo que tiene que ver con su composición familiar, al igual que el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un porcentaje del 39% a favor 



del hoy ex miembro de la Policía Nacional, Sargento Segundo (RA) Mauricio 



Rojas Marín.  



 



 Artículo 2°, en cuanto refiere a garantizar la efectividad de los principios, 



derechos y deberes consagrados en la misma Constitución. 



 



 Artículo 5°, porque a mi Poderdante se le está dando un trato 



discriminatorio por parte de La Nación – Ministerio De Defensa Nacional 



– Policía Nacional, al igual que por parte de La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al negarle el derecho de realizar 



la adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que 



tiene que ver con su composición familiar, al igual que al no  realizar el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un 39%, 



respectivamente, tal como así tiene derecho.  



 



 Artículo 13, en cuanto señala la igualdad ante la ley, en donde todas las 



personas recibirán el mismo trato ante las autoridades y gozaran de los 



mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna 



discriminación.  



 



 Artículo 47, sobre la protección que debe ofrecer el Estado a personas 



en debilidad tanto física como síquica, en donde asistiéndole el 



derecho a que se le realice la adición o modificación de la hoja de 



servicios policiales en lo que tiene que ver con su composición familiar, 



al igual que a  realizar el reconocimiento y pago del subsidio familiar en 



un 39%, respectivamente, tal como así tiene derecho, por haber 



laborado por más de quince (15) años al servicio de la Policía Nacional, 



a quien además se le reconoció asignación mensual de retiro por parte 



de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, en el 



grado de Sargento Segundo. 
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 Artículo 48, pues la Seguridad Social ha de entenderse acorde con las 



normas legales preestablecidas para tal efecto. 



 



 Artículo 53 de nuestra Constitución Política Nacional, porque no se están 



teniendo en cuenta principios mínimos fundamentales como es la 



igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima 



vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; 



irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 



laborales; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 



aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 



garantía a la seguridad social; debiéndose aplicar en todo caso el 



principio de favorabilidad en materia pensional.  



 



 



Decreto 1212 de 1990 



 



 Artículo 82. A mi Mandante, La Nación – Ministerio De Defensa Nacional 



– Policía Nacional, al igual que La Caja De Sueldos De Retiro De La 



Policía Nacional – CASUR, al negarle la realización de la adición o 



modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene que ver 



con su composición familiar, al igual que a  realizar el reconocimiento y 



pago del subsidio familiar en un 39%, respectivamente, tal como así 



tiene derecho, le está vulnerando sus derechos legales, establecidos en 



el Decreto 1212 de 1990, más precisamente en su artículo 82, el cual 



establece los requisitos para obtener el derecho al subsidio familiar por 
cónyuge y/o compañera permanente a cargo.  “ARTÍCULO 82. SUBSIDIO 



FAMILIAR. A partir de la vigencia del presente Decreto los Oficiales y 



Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho 



al pago de un subsidio familiar que se liquidará mensualmente sobre el 



sueldo básico, así: a. Casados el treinta por ciento (30%), más los 



porcentajes a que se tenga derecho conforme al literal c. de este 



artículo”. 



 



 Artículo 140. Igualmente a mi Mandante, La Nación – Ministerio De 



Defensa Nacional – Policía Nacional, al igual que La Caja De Sueldos De 



Retiro De La Policía Nacional – CASUR, al negarle la realización de la 



adición o modificación de la hoja de servicios policiales en lo que tiene 



que ver con su composición familiar, al igual que a  realizar el 



reconocimiento y pago del subsidio familiar en un 39%, 



respectivamente, tal como así tiene derecho, le está vulnerando sus 



derechos legales, establecidos en el Decreto 1212 de 1990, más 



precisamente en su artículo 140, el cual establece las partidas 



computables para la base de liquidación del personal de Oficiales y 
Suboficiales que sea retirado del servicio activo, así:  “ARTÍCULO140. 



BASE DE LIQUIDACIÓN. A partir de la vigencia del presente Decreto, al 



personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que sea 



retirado del servicio activo se le liquidará las prestaciones sociales 



unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas, así: 1. Sueldo básico. 



2. Prima de actividad en los porcentajes previstos en este Estatuto. 3. 



Prima de antigüedad. 4. Prima de Oficial Diplomado en Academia 



Superior de Policía, en las condiciones indicadas en este Estatuto.  5. 



Duodécima (1/12) parte de la prima de navidad.  6. Prima de vuelo en 



las condiciones establecidas en este Decreto.  7. Gastos de 



representación para Oficiales Generales.  8. Subsidio familiar.  En el caso 











Raúl Guillermo Tamayo Zapata 



                                                                                                         Abogado 



 
Edificio Fabricato 
Calle 51 Nro. 49-11, Oficina 503 - 504 
Tel. 511 9161  -  Celular 314 800 3409 
E-mail: raulgtamayoabogado@gmail.com 
Medellín – Colombia  
 



11 



de las asignaciones de retiro y pensiones, se liquidará conforme a lo 



dispuesto en el artículo 82 de este Estatuto, sin que el total por este 



concepto sobrepase el cuarenta y siete por ciento (47%) del respectivo 



sueldo básico.  9. La bonificación de los Agentes del Cuerpo Especial, 



cuando sean ascendidos al grado de Cabo Segundo y hayan servido 



por lo menos treinta (30) años como Agentes, sin contar los tiempos 



dobles”. 



 



 



 



AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  



(REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD) 



 



El día 20 de noviembre de la presente anualidad (2017), se llevó a cabo 



audiencia de conciliación ante la Procuraduría 111 Judicial I Para Asuntos 



Administrativos, Radicación Nro. 95370 del 28 de septiembre de 2017, pero no 



hubo acuerdo conciliatorio alguno, toda vez que la entidad demandada no 



tuvo ánimo conciliatorio, para lo cual se aporta la respectiva constancia de 



trámite conciliatorio extrajudicial administrativo, declarándose la misma fallida.  



 



 



 



RAZONES Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE SOPORTAN   



EL PRESENTE MEDIO DE CONTROL  



 



Es de entender entonces su Señoría, que el artículo 82 del Decreto 1212 de 



1990, “Por el cual se reforma el estatuto del personal y suboficiales de la Policía 



Nacional“, es muy claro en señalar que miembros de la Policía Nacional tienen 



derecho al pago del subsidio familiar en un porcentaje del 30%, tal como se 



indica en el literal a; igualmente el artículo 140 del Decreto 1212 de 1990, en el 



numeral 8, hace referencia a que el subsidio familiar se liquidara conforme a lo 



dispuesto por el artículo 82 del Estatuto en mención, en el evento de las 



asignaciones de retiro y pensiones; tal es el caso de mi Poderdante que 



actualmente alberga  Asignación Mensual de Retiro por parte de la La Caja 



De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, la misma que fue 



liquidada en el grado de Sargento Segundo (RA) y bajo los postulados del 



Decreto 1212 de 1990; de igual forma, está más que demostrado y acreditado 



que para la fecha en que fue retirado del servicio activo de la Policía Nacional 



mi Poderdante, el señor Mauricio Rojas Marín, su estado civil era unión libre con 



la señora Luz Catherine Castañeda Valencia, identificada con la cedula de 



ciudadanía Nro. 29.786.139, situación está que fue acreditada y aceptada por 



la Policía Nacional; aclarando además, que la señora Luz Catherine 



Castañeda Valencia  hoy en día es la esposa del señor Mauricio Rojas Marín y 



con quien ha procreado un hijo. 



 



Aunado a lo anterior, hay que destacar la mala fe con la cual ha obrado la 



Policía Nacional, pues pese a que tenía desactualizada la Hoja de Servicios 



Nro. 15437792 correspondiente al señor Mauricio Rojas Marín en lo que 



corresponde a su estado civil, siendo su deber el tener actualizada la 



información del personal que integra la Institución Policial, se ha negado sin 



justificación alguna a realizar la correspondiente actualización, corrección y/o 
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adicción a que hubiere lugar en la correspondiente Hoja de Servicios Nro. 



15437792 y facilitar así el que La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR proceda a realizar la correspondiente reliquidación a que 



hubiere lugar con respecto al porcentaje del subsidio familiar tal como se ha 



venido solicitando.   



 



 



 



PETICIÓN DE PRUEBAS 



 



Con todo respeto señor Juez, solicito tener como pruebas en su valor legal, las 



siguientes, 



 



DOCUMENTALES: 



 



1. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



032676 / ARGEN – GRICO – 1.10, sin fecha, expedido por la Jefatura 



Grupo Información y Consulta – Secretaria General de la Policía 



Nacional.  



 



2. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, expedido 



por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento 



Humano de la Policía Nacional.  



 



3. Original del Acto Administrativo contenido en el Oficio Nro. S – 2017 – 



035469 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 04 de agosto de 2017, expedido 



por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección de Talento 



Humano de la Policía Nacional. 



 



4. Copia del Acto Administrativo contenido en el Oficio S/N del 04-10-2017, 



Radicado Nro. E-00003-201721940 – CASUR ID: 269800, expedido por la 



Dirección General de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR. 



 



5. Fotocopia del Oficio S/N MD 29.65 del 03-01-2010. 



 



6. Fotocopia del Formato Visita Domiciliaria – Dirección de Bienestar Social 



del 03-01-2010, (02 fls). 



 



7. Fotocopia Acta de Recepción Declaración con Fines Extraprocesales 



Nro. 7058 del 29-09-2009 de la Notaria Tercera del Circulo Notarial de 



Medellín. 



 



8. Fotocopia del Acta de Conciliación Nro. 03136 del 04-01-2010, 



celebrada ante el Centro de Conciliación de la Policía Metropolitana 



Valle de Aburra, (03 fls).  



 



9. Fotocopia del Extracto Hoja de Vida del 03-02-2012, correspondiente al 



señor Mauricio Rojas Marín, (04 fls).  



 



10. Fotocopia del carné número 388909146 que acredita como beneficiaria 



de la Policía Nacional a la señora Luz Catherine Castañeda Valencia en 
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calidad de compañera permanente.  



 



11. Fotocopia de la Hoja de Servicios Nro. 15437792 del 07-01-2011, con 



Adición Por Reconocimiento Otro Tiempo Laborado, elaborada el 11 de 



enero de 2012. 



 



12. Fotocopia de la Resolución Nro. 04590 del 09 de diciembre de 2011 



emanada de la Dirección General de la Policía Nacional. 



 



13. Fotocopia de la Resolución Nro. 2609 del 11 de mayo de 2017, expedida 



por La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, (02 



fls). 



 



14. Fotocopia de la Liquidación que dio cumplimiento a la Sentencia 



proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Medellín, 



(06 fls). 



 



15. Fotocopia del Folio del Libro Registro Civil de Matrimonio Indicativo Serial 



Nro. 6013080, correspondiente a Mauricio Rojas Marín y Luz Catherine 



Castañeda Valencia. 



 



16. Fotocopia del Folio del Libro Registro Civil de Nacimiento Indicativo 



Serial Nro. 55532019, correspondiente a Isaac Rojas Castañeda. 



 



17. Fotocopia Acta de Recepción de Declaración Extraproceso Nro. 5.274 



del 24-06-2017, de la Notaria Dieciocho de Medellín. 



  



18. Fotocopia del Derecho de Petición dirigido a la Policía Nacional, (03 fls).  



 



19. Fotocopia del escrito Solicitud de Reconsideración frente al Oficio Nro. S 



– 2017 – 028994 / ANOPA – GRUNO – 1.10, del 01 de agosto de 2017, 



expedido por la Jefatura Área Nomina de Personal Activo – Dirección 



de Talento Humano de la Policía Nacional. 



 



20. Fotocopia del Derecho de Petición – Solicitud Reliquidación Asignación 



Mensual de Retiro, dirigido a La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía 



Nacional – CASUR, (03 fls). 



 



21. Original de la Constancia de Conciliación Extrajudicial de fecha 20-11-



2017, expedida por la Procuraduría 111 Judicial I Para Asuntos 



Administrativos. 



 



 



ANEXOS 



 



1. Me remito al acápite de pruebas.  



 



2. Poder a mi favor debidamente conferido para actuar, (03 fls). 



 



3. Copia de la demanda con sus respectivos anexos para los traslados 



ordenados por ley, en este caso tres (03) traslados. 



 



4. Medio magnético CD con la demanda en formato PDF.  
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ESTIMACIÓN RAZONADA  



DE LA CUANTÍA 



 



Para efectos de lo dispuesto en el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011,  



procedo de la siguiente manera: 



 



Ha de liquidarse el pago del porcentaje del treinta por ciento (30%) 



correspondiente al subsidio familiar por la compañera permanente, desde la 



fecha de causación del Derecho, es decir, desde el 26-03-2012, fecha desde 



la cual La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR le 



reconoció la Asignación Mensual de Retiro al señor Sargento Segundo (RA() 



Mauricio Rojas Marín, con base en el último salario devengado por el señor 



Sargento Segundo (RA() Mauricio Rojas Marín, suma que debe ser 



debidamente nivelada, actualizada e indexada de acuerdo a la ley; teniendo 



en cuenta que el policial retirado devengaba al momento de su retiro ocurrido 



el día 26 de diciembre de 2011, como salario la suma de dos millones 



cuatrocientos veintidós mil doscientos noventa y tres pesos con quince 



centavos m/l ($ 2.422.293.15), tal como se prueba con el respectivo Formato 



Hoja de Servicios Nro. 15437792 del 07 de enero de 2011, salario que debe ser 



actualizado e indexado al sueldo devengado por un Sargento Segundo de la 



Policía Nacional en la actualidad. 



 



Por tratarse de una prestación periódica como lo es el treinta por ciento (30%) 



correspondiente a la partida computable del subsidio familiar, ha de aplicarse 



el cálculo cuando se trate de prestaciones periódicas, bajo los siguientes 



parámetros: a). Fecha en la cual se concretó el derecho a la asignación; b). 



Ultimo salario devengado; c). Fecha de presentación de la demanda; d). 



Tiempo transcurrido entre el momento en que se adquirió el derecho a la 



Asignación Mensual de Retiro y la presentación de la demanda, el cual no 



puede ser superior a tres (3) años, y teniendo en cuenta la siguiente formula: 



 



 



Mesadas Causadas = DÍAS ADEUDADOS X (30%) DEL SALARIO DEVENGADO 



       30 



 



M.C =  1080 X 726.687.94 =  $ 26.160.765.84  



                        30 



 



Las sumas que se reconozcan a favor del demandante serán ajustadas en los 



términos del artículo 187 de la Ley 1437 de 2011, dando aplicación a la 



siguiente formula: 



 



R = R.H    INDICE FINAL 



                INDICE INICIAL 



 



En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico 



(R.H), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de 



subsidio familiar en equivalencia al treinta por ciento (30%) hasta la fecha de 



ejecutoria de la sentencia que determine el pago de la prestación solicitada, 



por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor 



certificado por el Dane, vigente en la fecha de ejecutoria de la providencia, 



por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas; 



teniendo en cuenta los aumentos o reajustes producidos o decretados 



durante dicho periodo, y al ser claro que por tratase de pagos de tracto 
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sucesivo, la formula se aplicaría separadamente por cada suma 



correspondiente al treinta por ciento (30%) del subsidio familiar que dejo de 



devengar desde el periodo comprendido desde el  26-03-2012 y hasta la 



fecha, significando lo anterior que el pago de tal emolumento se haría durante 



el periodo antes indicado, máxime que aún no ha operado el fenómeno de la 



prescripción, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento 



de causación de cada uno de ellas. 



 



Igualmente han de liquidarse los intereses según lo establecido en los artículos 



192 y 195 de la Ley 1437 de 2011, donde las sumas liquidas reconocidas 



devengaran intereses moratorios y comerciales, por lo que a cada mesada de 



alta reconocida se le aplicara la tasa de interés comercial determinada por la 



Superintendencia Financiera.   



 



En consecuencia, la estimación razonada de la cuantía incluyendo el 



retroactivo al treinta por ciento (30%) del subsidio familiar adeudado 



debidamente actualizado, nivelado e indexado al momento de presentación 



de la demanda y en aras de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 



157 de la Ley 1437 de 2011; la cuantía asciende a la suma de VEINTISÉIS 



MILLONES CIENTO SESENTA MIL SETECIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS CON 



OCHENTA Y CUATRO CENTAVOS  M/L  ($ 26.160.765.84). 



 



 



 



COMPETENCIA  



 



Es competente su Despacho para conocer de esta demanda en primera 



instancia, por la naturaleza de la acción; por el domicilio del demandante que 



es la ciudad de Medellín; por el lugar donde se prestaron los servicios que fue 



el Departamento de Antioquia – Policía Metropolitana del Valle de Aburra; 



porque la cuantía no excede de (50) salarios mínimos legales mensuales 



vigentes – SMLMV y teniendo en cuenta además que la entidad demandada 



tiene sede en esta ciudad a través del Comando  de la Policía Metropolitana  



del Valle de Aburra, y por intermedio de la Oficina de Atención al Usuario de 



La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, 



respectivamente, ubicada en las instalaciones de la Estación de Policía La 



Candelaria, según lo establecen los artículos 155 y 156 de la Ley 1437 de 2011.  



 



 



 



 



FUNDAMENTOS DE DERECHO 



  



Además de las disposiciones citadas, invoco las siguientes: artículos  138; 148; 



155, numeral 2; 156, numeral 3; 157; 159; 160; 161, numeral 2, párrafo segundo; 



162; 164, numeral 2, literal d y 166 de la Ley 1437 de 2011 y demás normas 



concordantes que el Honorable Magistrado estime pertinente aplicar.   



 



 



 



NOTIFICACIONES 



 



 La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Policía Nacional, se le 



puede notificar en la Carrera 59 Nro. 26 - 21 CAN de la ciudad de 
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Bogotá, o por intermedio del Comando de la Policía Metropolitana del 



Valle de Aburra.  



E-mail: meval.notificacion@policia.gov.co 



 



 La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – CASUR, se le 



puede notificar en la Carrera 7 Nro. 12 B – 58, Conmutador 286-0911 de 



la ciudad de Bogotá; o por intermedio de la Oficina de Atención de 



Usuarios de La Caja De Sueldos De Retiro De La Policía Nacional – 



CASUR, la cual se encuentra ubicada en las Instalaciones de la  Estación 



de Policía La Candelaria, más exactamente en la Calle 48 Nro. 55 – 50 



de Medellín.  



 



 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en la ciudad de 



Bogotá. 



 



 Agente del Ministerio Publico, en la ciudad de Medellín. 



 



 Demandante, en la Calle 51 Nro. 49 – 11, Oficina  503 – 504, Edificio 



Fabricato – Zona Centro de la ciudad de Medellín, teléfono 511-9161. 



E-mail: maroma385@hotmail.com  



 



 Al Suscrito Apoderado, en la Secretaria del Tribunal o en mi Oficina 



ubicada en la Calle 51 Nro. 49 – 11, Oficina  503 – 504, Edificio Fabricato 



– Zona Centro de la ciudad de Medellín, teléfono 511-9161, celular 314-



800-3409. 



  E-mail: raulgtamayoabogado@gmail.com 



 



Autorizo para que por intermedio de mi correo electrónico se realicen las 



correspondientes notificaciones que se permite para ello. 



 



 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



RAÚL GUILLERMO TAMAYO ZAPATA  



C.C. Nro. 98.592.146  



T. P. Nro. 201085 del C. S. de la Judicatura 





mailto:meval.notificacion@policia.gov.co


mailto:maroma385@hotmail.com
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DEMANDA  JUAN CARLOS.pdf




Señor,  
JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO (REPARTO). 
Medellín – Antioquia. 
E.            S.      D. 
 
 
WALTER ALONSO RIVERA PÉREZ, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de 
Medellín (Antioquia), abogado titulado e inscrito, identificado con la tarjeta 
profesional No. 198.837, obrando en ejercicio de los poderes especiales que 
acompaño, me permito formular ante ustedes esta Demanda: 
 



CAPITULO 1 – MEDIO DE CONTROL. 
 
 
El medio de control previsto para casos como este que nos ocupa, es el de 
REPARACION DIRECTA del daño antijurídico causado a los demandantes, con 
ocasión de la La muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en 
hechos ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede 
en la ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuidas a miembros pertenecientes Nación Colombiana (Ministerio de 
Justicia - Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC), como consecuencia 
directa de las acciones y omisiones atribuibles a miembros pertenecientes a la 
Institución demandada. (Artículos 90 de la Constitución Política de Colombia y 140 
del CPACA). 
 



CAPITULO 2 PARTES: 
 
 
1- DEMANDANTES (03 integrantes). 
 
 
1. 1. Paola Andrea Franco Mejía, (Compañera permanente de la víctima), mayor 



de edad, con domicilio en la ciudad de Medellín – Antioquia. 
 
1. 2. Sebastián Vergara Franco, (Hijo de la víctima), menor de edad, representado 



legalmente por su madre la señora Paola Andrea Franco Mejía, mayor de 
edad, con domicilio en la ciudad de Medellín – Antioquia. 



  
1. 3. Lauren Sofía Vergara Franco, (Hija de la víctima), menor de edad, 



representado legalmente por su madre la señora Paola Andrea Franco Mejía, 
mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Medellín – Antioquia. 



 
2 -  DEMANDADA. 
 



- LA NACION COLOMBIANA - Ministerio de Justicia – Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC, representada aquí en legal forma por 
el Señor Ministro de Justicia. 



CAPITULO 3 PRETENSIONES. 
 
1. 1. Declárese que La Nación Colombiana (Ministerio de Justicia - Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC), es responsable administrativamente 
por el daño antijurídico causado a los demandantes Paola Andrea Franco Mejía, 











 



Sebastián Vergara Franco y Lauren Sofía Vergara Franco, con ocasión de la muerte 
del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos ocurridos el día 10 de 
diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de Medellín - 
Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y omisiones atribuibles a 
miembros pertenecientes al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 
 
1. 2. Como consecuencia de la anterior declaración, Condénese La Nación 
Colombiana (Ministerio de Justicia - Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
INPEC), a pagar por el daño antijurídico causado a los demandantes Paola Andrea 
Franco Mejía, Sebastián Vergara Franco y Lauren Sofía Vergara Franco, con 
ocasión de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín, por concepto de perjuicios morales subjetivos, los salarios 
mínimos legales mensuales que a continuación se indican (por el valor en pesos a 
la fecha de ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso), junto con los 
intereses moratorios que se causen a partir de tal ejecutoria: 
 
Demandantes    Relación SMLM              Valor actual 
Paola Andrea Franco Mejía  Comp. Perm    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Sebastián Vergara Franco   Hijo    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Lauren Sofía Vergara Franco  Hija    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Totales:               300 SMLM  $ 221.315.100,oo 
 
 
1. 3. Como consecuencia de la anterior declaración, Condénese La Nación 
Colombiana (Ministerio de Justicia - Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
INPEC), a pagar por el daño antijurídico causado a los demandantes Paola Andrea 
Franco Mejía, Sebastián Vergara Franco y Lauren Sofía Vergara Franco, con 
ocasión de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín, por concepto de daños a un interés legítimo reconocido 
constitucionalmente, las siguientes cantidades expresadas en salarios mínimos 
legales mensuales, y que deberán ser canceladas por el valor vigente a la fecha de 
la ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso, así como a los intereses 
comerciales que se causen a partir de esa fecha.  
  
Demandantes    Relación SMLM              Valor actual 
Paola Andrea Franco Mejía  Comp. Perm    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Sebastián Vergara Franco   Hijo    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Lauren Sofía Vergara Franco  Hija    100SMLM  $ 73.771.700,oo 
Totales:               300 SMLM  $ 221.315.100,oo 
 
 
Como consecuencia de la anterior declaración, Condénese La Nación Colombiana 
(Ministerio de Justicia - Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC), a pagar 
por el daño antijurídico causado a los demandantes Paola Andrea Franco Mejía, 
Sebastián Vergara Franco y Lauren Sofía Vergara Franco, con ocasión de la muerte 
del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos ocurridos el día 10 de 
diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de Medellín - 
Antioquia, por concepto de perjuicios materiales de lucro cesante, las sumas de 
dinero que cubran la supresión de la ayuda económica que JUAN CARLOS 
VERGARA TRUJILLO, le habría de suministrar todavía por un periodo de 52.4, 11, 
y 22 años respectivamente (628.8, 132, y 264 meses respectivamente),  a razón de 
$ 737.717,oo, más la suma de $ 184.430,oo, por concepto de prestaciones sociales, 
para un total de $ 922.147,oo, suma de la cual cedía a su compañera permanente 











 



y a sus hijos (Rf) un 75%, o sea la suma de $ 691.610,oo, mensuales,  ajustadas 
con base en los índices de precios al consumidor (total nacional), que correspondan 
al mes de mayo de 2017, (IPC inicial), y al mes anterior a la ejecutoria de la 
providencia que ponga fin al proceso (IPC final), junto con los intereses moratorios 
que se causen a partir de tal ejecutoria, así. 
 
LUCRO CESANTE CONSOLIDADO. 
 
          n 
RA x (1 + i)  - 1. 
      i 
 
                                            4 
$ 691.610,oo    x (1 + 0,004867)        - 1. 
                             0,004867 
 
                                             4 
$ 691.610,oo    x (1 + 0,004867)        - 1. 
                             0,004867 
 
                                       4 
$ 691.610,oo    x  (1,004867)        - 1. 
                         0,004867 
 
                                        4 
$ 691.610,oo    x  (1,004867)        - 1. 
                         0,004867 
 
                  
$ 691.610,oo    x   1,019610   - 1. 
                         0,004867 
 
$ 691.610,oo    x    0,019610   
                         0,004867 
 
$ 691.610,oo    x   4.029176 
 
$ 2.786.619,oo= 
 
$ 2.786.619,oo / 3= $ 928.873,oo= 
 
 
LUCRO CESANTE FUTURO COMPAÑERA PARMANENTE. SEÑORA PAOLA 
ANDREA FRANCO MEJÍA. 
 
50% del salario= 691.610 /2= 345.805,oo. 
          n 
RA x (1 + i)        - 1. 
               n 
           i X (1 + i)  
 
 
                                            628.8 
$ 345.805,oo  x (1 + 0,004867)        - 1. 
                                                         628.8 











 



                                0,004867 X (1,004867)    
                                            



     628.8 
$ 345.805,oo  x (1,004867)        - 1. 
                                                         628.8 
                                0,004867 X (1,004867)  



     
 
$ 345.805,oo x 21.177647      - 1.                                                  
                                0,004867 X 21.177647  
 
$ 345.805,oo  x 20.177647                                                   
                                0.103071 
 
$ 345.805,oo  x 195.764540                                                   
 
$ 67.696.357,oo= 
 
 
LUCRO CESANTE FUTURO PARA EL HIJO SEBASTIÁN VERGARA FRANCO. 
 
25% del salario= 619.610,oo x 25%= $ 154.903,oo= 
 
          n 
RA x (1 + i)        - 1. 
               n 
           i X (1 + i)  
 
 
                                            132 
$ 154.903,oo  x (1 + 0,004867)        - 1. 
                                                         132 
                                0,004867 X (1,004867)    
                                            



     132 
$ 154.903,oo  x (1,004867)        - 1. 
                                                         132 
                                0,004867 X (1,004867)  



     
 
$ 154.903,oo x 1.898161      - 1.                                                  
                                0,004867 X 1.898161  
 
$ 154.903,oo  x 0.898161                                                   
                                9.238349 
 
$ 154.903,oo  x 0.097220                                                   
 
$ 15.059.670,oo= 
 
 
LUCRO CESANTE FUTURO PARA LA HIJA LAUREN SOFÍA VERGARA 
FRANCO. 
 
25% del salario= 619.610,oo x 25%= $ 154.903,oo= 











 



 
          n 
RA x (1 + i)        - 1. 
               n 
           i X (1 + i)  
 
 
                                            264 
$ 154.903,oo  x (1 + 0,004867)        - 1. 
                                                         264 
                                0,004867 X (1,004867)    
                                            



     264 
$ 154.903,oo  x (1,004867)        - 1. 
                                                         264 
                                0,004867 X (1,004867)  



     
 
$ 154.903,oo x 3.603016      - 1.                                                  
                                0,004867 X 3.603016  
 
$ 154.903,oo  x 2.603016                                                   
                                0.017535 
 
$ 154.903,oo  x 148.446877                                                   
 
$ 22.994.867,oo= 
 
 
Demandantes  L C Consol.      L C Futuro  Total 
Paola Andrea Franco M. $ 928.873,oo    $ 67.696.357,oo   $ 68.625.230,oo 
Sebastián Vergara Franco $ 928.873,oo    $ 15.059.670,oo   $ 15.988.543,oo 
Lauren Sofía Vergara F. $ 928.873,oo    $ 22.994.867,oo   $ 23.923.740,oo  
Total    $ 2.786.619,oo $ 105.750.894,oo $ 108.537.513,oo  
 
2. Condénese La Nación Colombiana (Ministerio de Justicia - Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC), a pagar a los demandantes las costas judiciales 
a que haya lugar. 
 
3. Condénese La Nación Colombiana (Ministerio de Justicia - Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC), cumplir la sentencia en la forma ordenada por 
los artículos 192 y siguientes, de la Ley 1437 de 2011. 
 
 
CAPITULO 4 - HECHOS. 
 
1. Constitutivos de las acciones y omisiones imputables a la 
Administración. 
 
 
1.1. El señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, se encontraba recluido en 



el Instituto Nacional y Carcelario PEDREGAL, con sede en la ciudad de 
Medellín – Antioquia - Antioquia, purgando una condena que le había sido 
impuesta.  
 











 



1.2. El 10 de diciembre de 2016, el señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO 
se encontraba realizando labores conocidas en la sección de PIGA, que son 
los internos que están descontando pena y que se dedican a realizar oficios 
varios en la cárcel y se le impartió la orden por parte del dragoniante 
encargado de realizar las labores del lavado de los tanques que se 
encuentran en zona boscosa cerca a los patios de la mujeres de la cárcel el 
Pedregal, de la ciudad de Medellín – Antioquia. 
 



1.3. Mientras el señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO se encontraba 
realizando la labor encomendada, esto es, el lavado de los tranques, fue 
picado por un animal que a la fecha no se ha podido establecer cual fue el 
tipo de animal, y de inmediato cayó al piso y solicito ayuda de sus 
compañeros para que lo trasladaran a la enfermería y le aplicaran o 
suministraran algún tipo de medicamento ya que el dolor era insoportable, y 
dicho traslado se prolongó por varios minutos, ya que el personal del INPEC 
que se encontraba en dicha cárcel argumentaba que el recluso no tenía nada, 
y que se incorporara a sus labores. 
 



1.4. Al estar en el área de enfermería al señor JUAN CARLOS VERGARA 
TRUJILLO no se le suministró ningún tipo de medicamento para alivianar su 
dolor, ya que dentro del penal no habían medicamentos requeridos por el 
interno, y además tardaron más de 2 horas en trasladarlo a un centro de 
salud, ya que no tuvieron en cuenta su grave estado de salud y no lo sacaron 
del penal hasta tanto no se le realizara la reseña. 
 



1.5. Cuando estaba siendo trasladado al centro de salud el señor JUAN CARLOS 
VERGARA TRUJILLO perdió la vida como consecuencia de la picadura del 
animal y por la no atención a tiempo y el traslado tardío al centro de salud.  
 



1.6. Es Estado, en consecuencia es responsable patrimonialmente por los 
perjuicios derivados de la citada muerte, y los demandantes no están 
legalmente obligados a soportar tales daños.  



   
 
2. Constitutivos del daño antijurídico causado a los demandantes. 
 
2.1. La muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuidas a miembros pertenecientes al Instituto Nacional Penitenciario 
– INPEC -, ha causado a los demandantes perjuicios morales subjetivos que, 
atendiendo la actual orientación jurisprudencial, se tasan globalmente en trescientos 
(300) salarios mínimos legales mensuales (por su valor en pesos a la fecha de 
ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso), cuyo monto asciende hoy a 
la suma de doscientos veintiún millones trescientos quince mil cien pesos M. L. ($ 
221.315.100,oo). 
 
2. 2. La muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuidas a miembros pertenecientes al Instituto Nacional Penitenciario 
– INPEC -, ha causado a los demandantes perjuicios por los daños a un interés 
legítimo reconocido constitucionalmente, que atendiendo la actual orientación 
jurisprudencial, se tasan globalmente en trescientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales (por su valor en pesos a la fecha de ejecutoria de la providencia que 











 



ponga fin al proceso), cuyo monto asciende hoy a la suma de doscientos veintiún 
millones trescientos quince mil cien pesos M. L. ($ 221.315.100,oo). 
 
2. 3. La muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuidas a miembros pertenecientes al Instituto Nacional Penitenciario 
– INPEC -, ha causado a los demandantes, perjuicios materiales de lucro 
cesante, los cuales se tasan hoy  en ciento ocho millones quinientos treinta y siete 
mil quinientos trece pesos M. L. ($ 108.537.513,oo), suma que cubre la supresión 
de la ayuda económica que aquel les suministraría por un periodo de 52.4, 11, y 22 
años respectivamente (628.8, 132, y 264 meses respectivamente),  a razón de $ 
691.610,oo, mensuales, lo que se dice con base en lo expresado en los literales 
siguientes: 
 
a) Nació el señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, el día 18 de febrero 
de 1979, y murió el 10 de diciembre de 2016, a la edad de 37 años, de donde se 
concluye que la vida probable de éste era de 43.7 años (524.4 meses), de acuerdo 
con las “Tablas de de supervivencia o Vida probable en Colombia. Resolución No. 
1555 de 2010, de superintendencia financiera.  
 
b) Convivía el señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO al momento de su 
muerte, bajo un mismo techo, con su compañera permanente y sus hijos, con 
quienes siempre tuvo una excelente comunicación, trato, solidaridad y ayuda. 
 
c. El señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, al momento de morir, se 
encontraba recluido en el Instituto Carcelario PEDREGAL, con sede en la ciudad de 
Medellín – Antioquia, y con anterioridad, se encontraba empleado en oficios varios, 
actividad en la cual obtenía una renta mensual (Rf) de $ 737.717,oo, más la suma 
de $ 184.430,oo, por concepto de prestaciones sociales, para un total de $ 
922.147,oo, suma de la cual cedía a su compañera permanente y a sus hijos (Rf) 
un 75%, o sea la suma de $ 691.610,oo, mensuales.    
 
3. Constitutivos de la relación de causalidad. 



 
3.1. La conducta imputable a la administración fue la causa determinante y única 
de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos ocurridos 
el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de 
Medellín - Antioquia. 
 
3.2. El daño antijurídico causado a los demandantes deviene la muerte del señor 
JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos ocurridos el día 10 de diciembre 
de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de Medellín - Antioquia y 
por ende, de la conducta de la Administración. 



CAPITULO 5 - DERECHO. 
 
Constitución Política 1.991: 
Arts.2,6,12,13,15,18,21,23,29,30,31,32,44,49,51,59,87,88,89,93,94,116,217 y 218. 
 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo;  
 
Artículos 140, 155, 168, 172, 173, 175, 179, 180, 181, 182, 183, 187, 188, 189 y 
192. 
 











 



Código General del proceso. 
 
Artículos 171 y 246.  
 
Leyes: 153 de 1.887 (Arts. 4 y 8), 23 de 1.991 (Arts. 59 a 65), 65 de 1.993, 446 de 
1.998, 599 de 2000 y 640 de 2001, 270 de 1996, 1285 de 2009,  1395 de 2010 y 
1437 de 2011. 



CAPITULO 6- PRUEBAS 



1. DOCUMENTOS APORTADOS. 
 
1.1. Copia auténtica del serial de nacimiento del menor Sebastián Vergara 



Franco. 
1.2. Copia auténtica del serial de nacimiento de la menor Lauren Sofía Vergara 



Franco. 
1.3. Copia auténtica del serial de defunción del señor Juan Carlos Vergara Trujillo. 
1.4. Copia auténtica de la historia clínica del señor Juan Carlos Vergara Trujillo, 



suscrita por metrosalud. 
1.5. Respuesta al derecho de petición, dada por Grupo Regional de Patología y 
antropología Forense, Regional Noroccidente, de la ciudad de Medellín, donde le 
manifiestan a la señora Paola Andrea Franco Mejía, donde le manifiestan que no le 
entregan la necropsia practicada al cadáver de quien en vida respondía al nombre 
de JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO,  y que se identificaba con la cédula de 
ciudadanía No. 98.666.976, y quien perdió la vida en hechos ocurridos el día 10 de 
diciembre de 2016, porque la misma tiene reserva. 
1.6. Copia del derecho de petición elevado a la a la Cárcel el Pedregal con sede 
en la ciudad de Medellín – Antioquia, donde se solicitó copia de las historias clínicas 
que reposan en esa Institución, suscritas con ocasión de la muerte del señor JUAN 
CARLOS VERGARA TRUJILLO, además Copia auténtica de las minutas de guardia 
con fecha de diciembre 10 de 2016, y a la fecha no se ha obtenido respuesta.  
 



 
2. DOCUMENTOS SOLICITADOS: 
 
2. 1. Ofíciese al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses – 
Regional Noroccidente, con sede en la ciudad de Medellín – Antioquia, para que se 
sirva remitir con destino a esta demanda, copia auténtica de la diligencia de 
NECROPSIA No. 2016010105001002224, practicada al cadáver de quien en vida 
respondía al nombre de JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO,  y que se 
identificaba con la cédula de ciudadanía No. 98.666.976, y quien perdió la vida en 
hechos ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede 
en la ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuibles a miembros pertenecientes la institución demandada. 
 



2.2. Ofíciese a la Fiscalía 129 Seccional Unidad de vida, con sede en la ciudad de 
Medellín – Antioquia, para que se sirva remitir, con destino a esta demanda, copia 
auténtica y completa de la investigación penal que se está adelantando con ocasión 
de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO,  y que se identificaba 
con la cédula de ciudadanía No. 98.666.976, y quien perdió la vida en hechos 
ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la 
ciudad de Medellín - Antioquia, como consecuencia directa de las acciones y 
omisiones atribuibles a miembros pertenecientes a la Institución demandada. 
 











 



2.3. Ofíciese a la Cárcel el Pedregal con sede en la ciudad de Medellín – Antioquia, 
para que se sirva remitir, con destino a esta demanda, los siguientes documentos, 
suscritos con ocasión de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO,  
y que se identificaba con la cédula de ciudadanía No. 98.666.976, y quien perdió la 
vida en hechos ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, los cuales relaciono a 
continuación: 
  



- Copia auténtica de las historias clínicas que reposan en esa Institución, 
suscritas con ocasión de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA 
TRUJILLO. 



- Copia auténtica de las minutas de guardia con fecha de diciembre 10 de 
2016. 



 
 3. PRUEBA PERICIAL. 



3. 1. Ofíciese a la Facultad de Medicina de la Universidad C. E. S., para que 
previo al estudio de las historias clínicas del señor JUAN CARLOS VERGARA 
TRUJILLO, quien perdió la vida en hechos ocurridos el día 10 de diciembre de 2016, 
en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de Medellín - Antioquia, designen 
al especialista idóneo, para que certifique lo siguiente: 
 



- Cuál es el origen de la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA 
TRUJILLO?. 



- Se evidencie el nexo entre la falta de medicamentos y la indebida atención 
con la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO?. 



- Si en la Cárcel pedregal, con sede en la ciudad de Medellín – Antioquia, le 
prestaron la atención requerida y a tiempo al señor JUAN CARLOS 
VERGARA TRUJILLO, o si por el contrario su muerte se produjo por la 
demora en la atención y por la falta de suministro de medicamentos?. 



  
3. DECLARACION DE TERCEROS. 
 
3. 1. Ordénese la citación de las siguientes personas, todas mayores de edad, 
quienes pueden ser citadas en los lugares que se indican al frente de cada nombre, 
pero que de todas maneras el suscrito apoderado de los demandantes las 
presentará ante el Despacho, para que declaren sobre las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos: 
  
a). Constitutivos de las acciones y omisiones imputables a la Administración, 
numerales 1 (1.1 y Ss.) del Capítulo 4 de esta demanda, es decir, sobre las 
omisiones en las que incurrió la entidad demandada, que tuvieron como desenlace 
la muerte del señor JUAN CARLOS VERGARA TRUJILLO, en hechos ocurridos el 
día 10 de diciembre de 2016, en la cárcel el Pedregal, con sede en la ciudad de 
Medellín - Antioquia, toda vez que las mismas se encontraban con la víctima el día 
de los hechos: 
 
ELLOS  SON: 
 
Nombre: Virgilio Antonio Santos Díaz, identificado con la cédula de ciudadanía 



No. 71.350.217.  
 
Nombre: Juan Guillermo Botero Palacio, identificado con la cédula de 



ciudadanía No. 98.586.718. 
 











 



Nombre:  Jaime Arturo Pertus, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
1.045.142.651. 



Dirección: Teléfono 312 281 22 48. 
 
Nombre: Faber Dulfai Giraldo Ferro, identificado con la cédula de ciudadanía 



No. 1.025.649.027. 
Dirección: Calle 56ª, No. 20ª – 45, barrio Caicedo, teléfono 227 17 73, de la 



ciudad de Medellín – Antioquia. 
 
Nombre: Juan Guillermo Díaz López, identificado con la cédula de ciudadanía 



No. 8.431.462. 
 
Nombre: Enri Antonio Duque Ramírez, identificado con la cédula de ciudadanía 



No. 15.337.039. 
Dirección: teléfono 209 09 86, 311 798 34 14, de la ciudad de Medellín – 



Antioquia. 
 
Nombre: Andrés Felipe Castrillón Pulido, identificado con la cédula de 



ciudadanía No. 1.025.649.027. 
Dirección: teléfono 337 49 20, de la ciudad de Medellín – Antioquia. 
 
b). Constitutivos del daño antijurídico causado a los demandantes y lo 
relacionado con la actividad laboral desplegada por el señor JUAN CARLOS 
VERGARA TRUJILLO, y lo referente a los aspectos de su convivencia bajo el mismo 
techo con su familia, el afecto, la solidaridad y cariño que siempre existieron entre 
la víctima y su familia; la  tristeza que sintieron con su muerte, y todo lo demás que 
sirva para  acreditar los supuestos fácticos de la demanda propuesta. 
 
ELLOS  SON: 
 
Nombre: Carolina Álvarez Cuartas, identificada con la cédula de ciudadanía 



No. 43.273.511. 
Dirección: Carrera 73, No. 30C – 22, barrio belén Rosales, teléfono 265 52 57, 



de la ciudad de Medellín – Antioquia. 
 
Nombre: Luis Eduardo Agudelo Rangel, identificado con la cédula de 



ciudadanía No. 71.386.858. 
Dirección: Carrera 84, No. 97 – 98, interior 120, teléfono 477 61 69, de la ciudad 



de Medellín – Antioquia. 
 
Nombre: Juan Carlos Otalvaro Holguín, identificado con la cédula de ciudadanía 



No. 71.991.352. 
Dirección: Carrera 57, No. 38 - 290, interior 1335, teléfono 488 47 47, de la ciudad 



de Medellín – Antioquia. 
 
Nombre: Alejandro Otalvaro Hoyos, identificado con la cédula de ciudadanía No. 



1.152.702.815. 
Dirección: Carrera 57, No. 38 - 290, interior 1335, teléfono 488 47 47, de la ciudad 



de Medellín – Antioquia. 
 
CAPITULO 7 - CUANTIA. 
 
La cuantía de acuerdo con el artículo 157 de la ley 1437 de 2011, corresponde 
compañera permanente de la víctima, la señora Paola Andrea Franco Mejía, por 











 



concepto de perjuicios materiales que asciende a $ 68.625.230,oo, suma que no 
supera los quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales. 
 



CAPITULO 8 - COMPETENCIA. 
 
La competencia para conocer de esta demanda la tiene el Juzgado Administrativo 
del Circuito de Medellín – Antioquia (1ª instancia) y el H. Tribunal Administrativo de 
Antioquia (2ª instancia), puesto que la cuantía es inferior al valor de 500 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes y los hechos ocurrieron en la ciudad de 
Medellín – Antioquia, (Art. 131, num. 10, del Código Contencioso Administrativo).  
 



CAPITULO 9 – TRAMITE. 
 
Corresponde a esta demanda el trámite del proceso ordinario regulado por los 
artículos 206 y Ss., del Código Contencioso Administrativo.  



CAPITULO 10 - NOTIFICACIONES. 
 
Las partes y sus apoderados recibirán notificaciones personales en los lugares que 
a continuación se indican: 
 
1. LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Justicia – Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC), representada aquí en legal forma por el Señor 
Ministro de Justicia, calle 26, número 27 – 48, teléfono 234 74 74, en la ciudad de 
Bogotá D. C. 
 
2. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica de Estado: calle 70, No. 4 – 60, barrio 
los Rosales, teléfono 255 89 55, correo electrónico 
conciliaextrajudicialefensajuridica.gov.co, de la ciudad de Bogotá D. C. 
 
3. LOS DEMANDANTES, calle 21B, número 61AA, 31, segundo piso, del municipio 
de Bello – Antioquia.   
 



5. LOS APODERADOS especiales de los demandantes, en la carrera 50, número 
48 – 53, oficina 702, pasaje Centro Comercial Cafetero, teléfono 231 83 21, correo 
electrónico abogados-asesores2016@outlook.com, de la ciudad de Medellín 
(Antioquia).  
 
 
CAPITULO 11 ANEXOS. 
 
Adjunto a la presente demanda los siguientes: 
 



1. Los documentos relacionados en el Capítulo de Pruebas (6). 
 



2. Copia de las constancias de no acuerdo en la Conciliación que se agotó 
previamente ante la Procuraduría 30 Judicial II para Asuntos Administrativos 
de Medellín – Antioquia, como requisito de procedibilidad establecido por las 
leyes 1285 de 2009 y 1395 de 2010. 



 
3. Los poderes para actuar presentados por sus signatarios personalmente ante 



los funcionarios idóneos para ello (Art. 142, código contencioso 
Administrativo). 











 



 
4. Copia de la demanda y de sus anexos para la notificación a la parte 



demandad, al Ministerio Público, a la agencia Nacional de defensa jurídica 
del Estado y para el archivo del Despacho. 



 
Atentamente, 
 
 
WALTER ALONSO RIVERA PÉREZ. 
T. P. No. 198.837 del C. S. de la J. 
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15986559 
Señores 
JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DEL CIRCUITO (REPARTO) 
E.S.D.  
 



Proceso:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 



Demandante:     Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 



Demandado: Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios  



Asunto:  Presentación de Demanda  



 



 



LEIDY ANGÉLICA YELA GARCÍA abogada en ejercicio, portadora de la T.P. 230.096 del 



Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de abogada de la Dirección Soporte Legal 



Procesos y Reclamaciones de las EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., en 



adelante EPM, actuando en ejercicio del poder especial que me fue conferido por 



CATALINA MARÍA DUQUE LÓPEZ, mayor de edad, abogada titulada, identificada con 



cédula de ciudadanía Nro. 43.722.560, obrando en su condición de Directora Soporte Legal 



Procesos y Reclamaciones de las EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., y 



actuando en ejercicio de la delegación conferida por el Gerente General para constituir 



mandatarios judiciales, según el Art. 4º del Decreto 2015-DECGGL-2065 del 24 de marzo 



de 2015; por medio de este escrito, presento demanda de Nulidad y Restablecimiento del 



Derecho consagrada en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 



Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011-, en contra del siguiente acto administrativo 



expedido por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS: 



 



• Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 



administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 



decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 



dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y de energía por 



parte de EPM.  



 



1. Designación de las partes y sus representantes. 



 



De conformidad con lo ordenado en el numeral 1º del artículo 162 del CPACA se indica al 



Despacho Administrativo que las partes en este proceso son las siguientes: 



 



1.1. DEMANDANTE. 



 



EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., quien ostentaba la calidad de 



establecimiento público del orden municipal, fue transformada en una Empresa Industrial y 



Comercial del orden municipal, con la denominación EMPRESAS PÚBLICAS DE 



MEDELLÍN E.S.P., con personería jurídica y patrimonio independiente, de conformidad con 



lo establecido en el Acuerdo N° 69 de 1997, expedido por el Concejo de Medellín, cuyo 



objeto es la prestación de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, 



energía y distribución de gas combustible. Podrá también prestar el servicio público 











domiciliario de aseo, así como las actividades complementarias propias de todos y cada 



uno de estos servicios públicos y el tratamiento y aprovechamiento de las basuras. Sus 



Estatutos están contenidos en el acuerdo N° 12 de 1998 del Concejo de Medellín. 



 



Para los efectos jurídicos, administrativos y de todo orden, el domicilio de EPM es el 



municipio de Medellín y su representante legal es el Gerente General, JORGE ALBERTO 



LONDOÑO DE LA CUESTA identificado con la cedula 70.564.579 expedida en Envigado 



y nombrado por el Alcalde del Municipio de Medellín mediante Decreto 001 de enero 1° de 



2016, tal como se establece en sus estatutos.  



 



1.2. DEMANDADA. 



 



SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, identificada con Nit 



800.250.984-6, creada en virtud de la vigencia de la Ley 142 de 1994 en cuyo artículo 76 



dispuso:  



“ARTÍCULO 76. CREACIÓN Y NATURALEZA. Créase la Superintendencia de Servicios 



Públicos Domiciliarios, como un organismo de carácter técnico, adscrito al Ministerio de 



Desarrollo Económico, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonial. 



El Superintendente obrará con plena autonomía de criterio al cumplir las funciones que 



se derivan de la Constitución y la ley”. 



Por su parte, el Decreto 990 de 2002 “Por el cual se modifica la estructura de la 



Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, dispone:  



ARTÍCULO 2o. NATURALEZA. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 



es una entidad descentralizada de carácter técnico, con personería jurídica, autonomía 



administrativa y patrimonial.  



El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios obrará con plena autonomía de 



criterio al cumplir las funciones que se derivan de la Constitución y la ley. 



ARTÍCULO 4o. DIRECCIÓN Y REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA 



SUPERINTENDENCIA. La dirección y representación legal de la Superintendencia de 



Servicios Públicos Domiciliarios corresponde al Superintendente de Servicios Públicos 



Domiciliarios, éste desempeñará sus funciones de control, inspección y vigilancia con 



independencia de las Comisiones de Regulación de los Servicios Públicos Domiciliarios y 



con la inmediata colaboración de los Superintendentes Delegados. El Superintendente será 



de libre nombramiento y remoción del Presidente de la República. El Superintendente de 



Servicios Públicos es la primera autoridad técnica y administrativa en el ramo del control, 



inspección y vigilancia de los servicios públicos domiciliarios, sus actividades 



complementarias e inherentes.  



Por su parte el Artículo 159 de la Ley 1437 de 2011dispone:  



“CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. La entidad, órgano u organismo estatal estará 



representada, para efectos judiciales, por el Ministro, Director de Departamento 



Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado civil, Procurador General 
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de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 



persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho”. 



El cargo de Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios lo ejerce el señor JOSÉ 
MIGUEL MENDOZA DAZA, o quien haga sus veces, con domicilio en Bogotá y como 
Director Territorial de Occidente el señor BERNARDO ARBOLEDA GARZÓN, o quien 
haga sus veces para el momento de notificación de la demanda. 
 
Es importante aclarar que, en este caso, por tratarse de una Superintendencia de 
creación Constitucional, no es necesario aportar el Certificado de Existencia y 
Representación de la misma. 
 



1.3. TERCERO VINCULADO: 
 
Solicito comedidamente se sirvan vincular a MAURICIO AGUDELO, identificado con cédula 
de ciudadanía No. 1.037.625.217, en calidad de TERCERO INTERESADO, para que ejerza 
su derecho de defensa, toda vez que cualquier decisión de fondo que se tome en este caso 
concreto, podría afectar de manera directa sus intereses.  
 
Lo anterior, debido a que fue el señor MAURICIO AGUDELO quien dio inició al trámite de 
agotamiento de la vía administrativa, que culminó con la expedición, por parte de la 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, de la resolución No. 
SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite administrativo No. 
2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa No. 
0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación por 
desviación significativa de Acueducto y de energía por parte de EPM. 
 
Se fundamenta esta integración de parte en el contenido de los artículos 171 numeral 3 y 
172 de la Ley 1437 de 20111 ; toda vez, que hizo parte del acto administrativo cuya 
declaratoria de nulidad se pretende, y puede tener un interés directo en el proceso, no 
obstante, las pretensiones no sean dirigidas directamente contra éste. 
 



2. Pretensiones. 
 



Solicito que, por vía del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, y 



previos los trámites del proceso estatuido en la Ley 1437 de 2011, “Por medio de la cual se 



expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, se 



realicen las siguientes declaraciones: 



 



                                                           
1 Ley 1437 de 2011.  “Artículo 171. (…) 3. Que se notifique personalmente a los sujetos que, según la 
demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso.  
Artículo 172.  De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio público y a los sujetos 
que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del 
proceso, por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo 
previsto en los artículos 199 y 200 de este Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, 
proponer excepciones, solicitar pruebas llamar en garantía y en su caso, presentar demanda de 
reconvención”.  
 











PRIMERO: Se declare la nulidad del acto administrativo contenido en la resolución proferida 



por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS que se 



relaciona a continuación:  



 



 Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 
administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 
decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 
dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y de energía por 
parte de EPM 



 



SEGUNDO: Como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto impugnado, y a título 



de restablecimiento del derecho, la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS reconozca y pague a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 



E.S.P. la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS 



SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00) correspondiente a los valores dejados de 



percibir por parte de EPM como consecuencia de las decisión emitida por la SSPD con la 



expedición de la resolución indicada en el hecho anterior. 



 



TERCERO: Se condene a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS, a indexar las sumas a cancelar desde el momento en que se resolvieron 



los recursos de apelación en sede administrativa hasta la fecha en que se haga efectivo el 



pago. 



 



CUARTO: Se dé cumplimiento a la sentencia dentro del término y los fines establecidos en 



los artículos 192 y 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 



Administrativo, Ley 1437 de 2011. 



 



QUINTO: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada; sumas éstas que 



deberán ser indexadas desde el momento en que se resolvió el correspondiente recurso de 



apelación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 de la ley 1437 de 2011 y 



demás normas concordantes. 



 



3. Fundamentos Fácticos. 



 



PRIMERO: el Señor MAURICIO AGUDELO, el 08 de julio de 2016 presentó reclamación 



ante EPM, radicada bajó el No. 201620126674, en la que solicita reliquidación de los 



servicios así: para el servicio de energía solicita la reliquidación desde el mes de febrero 



(2016) al mes de junio (2016), a razón de una lectura de 1235 Kwh; y, para el servicio de 



acueducto determina que desde el mes de febrero (2016) a junio (2016) a razón de la lectura 



de 83 M³; en tanto, según el usuario, existió desviación significativa sin haberse surtido el 



procedimiento administrativo de revisión previa.  



 



SEGUNDO: Mediante el oficio del 27 de julio de 2016 bajo el radicado No. 0156SH-



201630103082 EPM responde al usuario en los siguientes términos: 



 



 Frente al servicio de acueducto entre los meses de febrero y junio de 2016:  



 











“6.1. Se puede evidenciar que para los meses de febrero, abril, mayo y junio, el consumo no 



representó desviación significativa, ya que los consumos registrados para dichos meses no 



sobrepasaron el límite superior, según análisis de desviación significativa bajo el nuevo 



Contrato de Condiciones Uniformes (CCU) de la Empresa, y por lo que la Empresa, en virtud 



de la normatividad vigente, no estaba obligada a realizar la revisión previa, y procedió 



correctamente al facturar (Artículo 149 de la Ley 142). 



 



6.2. Al preparar la factura del mes de marzo, la Empresa detectó la existencia de desviación 



significativa, por lo que de conformidad con el artículo 149 de la Ley 142 de 1994 procedió 



a facturar de acuerdo con el promedio histórico 66 M³ dejando en investigación los restantes 



31 M³ hasta realizar la respectiva revisión previa.  



 



6.3. Consecuentemente con lo anterior, se generó la factura de dicho periodo con la 



observación clara de la existencia de un consumo en investigación. La revisión previa se 



realizó el 08 de abril, tal como se indicó en el oficio 0143-201630039957, en presencia del 



Señor Mauricio Agudelo, quien se identificó como administrador y aceptó la facturación del 



consumo en investigación, manifestando que la desviación significativa fue causada por un 



mayor uso del servicio a causa del aumento en la producción.  



 



6.4. Al respecto es importante aclarar que de conformidad con el literal a, de la cláusula 35 



del Contrato de Condiciones Uniformes: “cuando el usuario declare que durante el periodo 



en el cual se presentó la desviación significativa, la causa se debe a un aumento del 



consumo según el caso, esta declaración se tomará como causa imputable al usuario y por 



tanto en el siguiente periodo se facturará el consumo dejado en investigación” 



 



6.5. Por lo anterior, en el mes de abril, se procedió a facturar el consumo dejado en estudio 



en el mes de marzo. Es importante resaltar que la revisión previa fue efectuada el 8 de abril, 



es decir, con anterioridad a la expedición de la factura del mes de abril, que fue expedida el 



27 de abril.  



 



 Frente al servicio de energía facturado entre febrero y junio de 2016:  



 
“7.1. El consumo registrado en el mes de febrero, no representó desviación significativa, por 



lo tanto, ya que el consumo registrado para dicho mes no sobrepasó el límite superior, según 



análisis de desviación significativa bajo el nuevo Contrato de Condiciones Uniformes (CCU) 



de la Empresa, y por lo que la empresa, en virtud de la normatividad vigente, no estaba 



obligada a realizar la revisión previa, y procedió correctamente al facturar (artículo 149 de la 



Ley 142). 



 



7.2. El consumo registrado en el mes de marzo representó desviación significativa, por lo 



que la Empresa en virtud del artículo 149 de la Ley 142 de 1994, procedió a facturar el 



equivalente a 1019 Kwh dejando en estudio los restantes 847 Kwh, hasta realizar la 



respectiva revisión previa.  



 



  7.3. la revisión previa fue realizada el 12 de abril, en presencia del señor Carlos Sierra, 



quien manifestó que el aumento del consumo registrado obedeció a que desde dos meses 



atrás se está utilizando una prensadora, por lo que acepto la facturación del consumo dejado 



en estudio.  



 











7.4. Para el mes de abril se facturó el consumo dejado en estudio, teniendo en cuenta que 



la causa de la desviación significativa se identificó antes de la fecha de generación de la 



factura y considerando que el consumo de dicho periodo no representó desviación 



significativa. 



 



7.5. Para la facturación del mes de mayo, la instalación contaba con un medidor provisional 



que fue instalado el 3 de mayo, debido a que el medidor de la instalación fue llevado al 



laboratorio, ya que según prueba de funcionamiento de campo realizada en dicha fecha se 



encontró el medidor con un pCT (porcentaje de error) del 20.2%, el cual se encuentra por 



fuera del rango de la norma técnica +6 y -6, por tanto, el consumo se estableció con base al 



promedio histórico del inmueble, de hecho, para dicho mes el promedio era de 1.160 Kwh, 



es decir, el consumo facturado fue inferior al promedio.  



 



7.6. Para el mes de junio, el consumo facturado fue establecido de acuerdo con el promedio 



histórico, lo anterior, debido a que el 1 de junio fue cambiado el medidor del inmueble. Se 



debe considerar que entre el 1 de junio (fecha en la que se cambió el medidor) y el 7 de junio 



(fecha en la que se tomó lectura), el nuevo medidor del inmueble que fue instalado en una 



lectura de 2 Kwh ya registraba una lectura de 327 Kwh, es decir, en un período de 7 días se 



registró un consumo de 325 Kwh.  



Si proyectamos dicho consumo, podemos estimar que el consumo promedio del inmueble 



en un periodo de 30 días sería de 1393, lo cual es coherente con lo que se ha venido 



facturando en el inmueble:  



325 Kwh / 7 días = 46 Kwh / día 



46 Kwh x 30 días = 1393 Kwh 



8. Que, por lo anteriormente expuesto, la entidad considera conveniente realizar las 



siguientes precisiones:  



8.1. En cuanto a las visitas atendidas por parte de los señores MAURICIO AGUDELO y 



CARLOS SIERRA, se consideraron personas idóneas para atender a los Revisores de la 



entidad, lo cual se evidencia por la calidad de información suministrada, con pleno 



conocimiento de los argumentos suministrados sobre las gestiones internas realizadas que 



causaron la variación en el uso del servicio.  



8.2. Además de lo anterior, la información suministrada fue suficiente para identificar la causa 



del aumento sin requerir la realización de pruebas adicionales, máxime que la normatividad 



vigente no contempla la obligatoriedad de que en todo caso debe realizarse pruebas al 



medidor, pues la prueba testimonial aportada es válida en el contexto del código de 



procedimiento civil (art. 177) y los funcionarios que atendieron las visitas justificaron el 



aumento del consumo y autorizaron su facturación. “ 



                                                                                                                                                                                                                                                                       



En esta respuesta, se le indica al usuario, que ante la misma procede el recurso de 



reposición ante EPM y de apelación ante la Superintendencia de Servicios Públicos 



Domiciliarios. 



 



TERCERO: De acuerdo a lo anterior, EPM cumplió con su deber de investigar los consumos 



que se pudieron enmarcar, conforme al CCU, como desviaciones significativas; 



investigación que dio como resultado que: en cuanto a servicio de acueducto del mes de 



marzo el consumo varió por “un mayor uso del servicio a causa del aumento en la 



producción” del local comercial; y, en cuanto al servicio de energía del mes de marzo, en 



investigación, se determinó conforme a testimonio de CARLOS SIERRA, recibido en la 











visita de revisión previa, que “el aumento del consumo registrado obedeció a que desde 



dos meses atrás se está utilizando una prensadora por lo que aceptó la facturación del 



consumo dejado en estudio.  



 



CUARTO: Por medio de escrito bajo el radicado 201620150502 del 10 de agosto de 2016, 



el señor MAURICIO AGUDELO presentó recurso de reposición en subsidio de apelación 



contra la decisión que tomó EPM en sede administrativa.  



 



QUINTO: El 31 de agosto de 2016, mediante oficio 0156ER- 201630119370 se resuelve el 



recurso de reposición instaurado por el señor MAURICIO AGUDELO, haciendo un análisis 



de todo lo relacionado con el procedimiento de desviaciones significativas consagrado en 



los contratos de condiciones uniformes (CCU) y las demás estipulaciones normativas del 



caso, así como de las pruebas recaudadas dentro del trámite administrativo, razón 



suficiente para confirmar la decisión; se concede el recurso de apelación, y se da traslado 



a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. 



 



NOVENO: El recurso de apelación es resuelto por medio de la Resolución SSPD 



20178300008415 del 01 de marzo de 2017, trámite administrativo No. 



2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa No. 



0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación por 



desviación significativa de Acueducto y de energía por parte de EPM; en el sentido de 



establecer que para el mes de marzo en lo que se refiere al consumo de energía:  
 



“el prestador no demostró haber realizado la revisión previa de la facturación de que trata la 



citada norma (art. 149 Ley 142 de 1994) así:  



- Verificación de visita adecuada: en el presente caso se tiene que la empresa realizó visitas 



a folio 10 del expediente virtual, acta No. 17121795 del 12 de abril de 2016, a folio 12 la No. 



12838388 del 3 de mayo de 2016, en la que indica solicitud de retiro del medidor de energía 



y a folio 13 la orden No. 12336385 del 5 de mayo de 2016 en el que se retira medidor y es 



llevado para el correspondiente análisis, siendo estas posteriores al periodo de facturación 



de abril de 2016, fecha en la que se realizó el cobro del consumo en investigación del mes 



de marzo de 2016, esto así, se indican los periodos de facturación de marzo de 2016 (del 6 



de febrero al 7  de marzo de 2016); y de abril de 2016 (del 8 de marzo al 7 de abril de 2016) 



- Análisis del nexo entre la desviación significativa y la causal aducida por el prestador: en el 



caso bajo estudio, se tiene que la empresa no dio cabal cumplimiento al artículo 149 de 



la Ley 142 de 1994, así como la regulación en la materia; luego la empresa para este 



caso si estaría obligada a reajustar los consumos facturados respecto al servicio de 



energía. 



En lo que se refiere al consumo de acueducto del mes de marzo de 2016:  



 



“en este caso se tiene que el prestador no demostró haber realizado la revisión previa de 



facturación que trata la citada norma (art. 149 Ley 142 de 1994) así:  



- Verificación de visita adecuada: en el presente caso se tiene que la empresa realizó visitas 



a folio 11 del expediente virtual No. 95568884 del 8 de abril de 2016 indica que funciona 



planta de lavado de reciclaje y que hubo un aumento de producción, siendo estas posteriores 



al periodo de facturación de mayo de 2016, esto es de marzo de 2016 (del 6 de febrero al 7 



de marzo de 2016); y de abril de 2016 (del 8 de marzo al 7 de abril de 2016).  



 











- Análisis del nexo entre la desviación significativa y la causal aducida por el prestador: en el 
caso bajo estudio, se tiene que la empresa no dio cabal cumplimiento al artículo 149 de la 
Ley 142 de 1994, así como la regulación en la materia; luego la Empresa para este casi si 
estaría obligada a reajustar los consumos facturados respecto al servicio de acueducto.   



 
- Comunicación de la visita en acueducto, artículo 12 de la Resolución CRA 413 de 2006: con 



atención al artículo 12 de la resolución CRA 413 de 2006 , que manifiesta: “para hacer 



efectiva esta asesoría o participación, el prestador deberá dar aviso de la visita 



correspondiente a la revisión o retiro provisional, así como de cualquier visita de carácter 



técnico, con antelación mínima de tres (3) días hábiles, indicando la fecha y el momento del 



día, mañana o tarde, durante el cual se realizará la visita”.  



Esto así, no se corrobora el cumplimiento de la comunicación de la visita en acueducto en 



el acervo probatorio aportado en el expediente virtual teniendo en cuenta que la visita se 



realizó con posterioridad al periodo de facturación.  



(…) 



Por lo anterior, deberá tenerse como probado que en esta oportunidad la empresa 



INCUMPLIÓ lo citado en el artículo 149 de la Ley 142 de 1994, circunstancia que le genera 



la obligación de proceder con el respectivo reajuste con base en promedio histórico que 



registraba el usuario para el periodo de marzo de 2016 en los servicios de energía, 



acueducto y alcantarillado” 



 



Motivación que fundamenta la presente Acción de solicitud de declaratoria de Nulidad del 



acto administrativo contenido en la resolución de la SSPD y el consecuente reconocimiento 



del Derecho.  



 



DÉCIMO: De acuerdo con lo informado por la Unidad Soporte Clientes de EPM, el valor 



que se canceló en virtud de la decisión de la SSPD y que a título de restablecimiento que 



deberá reconocer y cancelar la SSPD cómo consecuencia de la declaratoria de nulidad 



frente a esta resolución es la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL 



TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00).  



  



4. Fundamentos de Derecho 



 



4.1 Normas Violadas 
 
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, al expedir el acto administrativo 



que se ataca, a través de este medio de control, transgredió las siguientes normas:  



 



 Constitución Política. 
 
Artículo 29. “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 
juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. 
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 











Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. 
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso” (Nft) 



 
Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial. 



 



 Ley 142 de 1994 



Artículo 149. “De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las empresas 
investigar las desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Mientras se 
establece la causa, la factura se hará con base en la de períodos anteriores o en la de 
suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar 
la causa de las desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se 
abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según sea el caso (…)”. (Nft). 



 Contrato de Condiciones Uniformes del servicio de acueducto y 
alcantarillado y del servicio de Energía2. 



 



 Resolución CRA 413 de 2006 
 
Artículo 12. Derecho a solicitar la asesoría o participación de un técnico en caso de revisiones. 



En los casos de revisión o retiro provisional por presuntas anomalías no imputables a la 
empresa, ni generadas por el uso normal de los bienes en la conexión domiciliaria y en el 
equipo de medida, cambio del mismo y visitas técnicas, los suscriptores o usuarios tendrán 
derecho a solicitar la asesoría o participación de un técnico particular o de cualquier 
persona para que verifique el proceso de revisión de los equipos de medida e instalaciones 
internas. Del concepto del técnico particular, deberá dejarse constancia en acta que se 
levante para el efecto. 
 
Para hacer efectiva esta asesoría o participación, el prestador deberá dar aviso de la visita 
correspondiente a la revisión o retiro provisional, así como de cualquier visita de carácter 
técnico, con antelación mínima de tres (3) días hábiles, indicando la fecha y el momento del 
día, mañana o tarde, durante el cual se realizará la visita. 
 
En el caso de visitas técnicas tendientes a la detección de anomalías no imputables a la 
empresa, ni generadas por el uso normal de los bienes en la conexión domiciliaria y en el 
equipo de medida o para evitar un perjuicio mayor a los usuarios relacionando con la 
continuidad y calidad del servicio, el período de antelación al que hace referencia del inciso 
anterior será de una (1) hora para obtener la asesoría o participación de un técnico. 
 



                                                           
2https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normogra



ma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDIC



IONES%20UNIFORMES;https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_le
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En todo caso, el suscriptor o usuario podrá renunciar a la posibilidad de contar con la 
asesoría o participación de un técnico, situación que se hará constar por escrito, con la firma 
del suscriptor o usuario. 
 
De igual forma, una vez cumplidos los términos consagrados en el presente artículo sin que 
el suscriptor o usuario haga uso de su derecho a contar con la asesoría o participación de 
un técnico particular, el prestador podrá realizar la revisión correspondiente y dejará 
constancia de tal situación en acta que contará con la firma del suscriptor o usuario. 
Si este último se negare a suscribir el acta, se seguirá la regla consagrada en el inciso 
4º del siguiente artículo. 



 
Esta norma ha sido vulnerada, como base del argumento de la SSPD: por una parte en 
tanto el derecho constituido en esta resolución es facultativo para usuario, en ningún 
momento impone, al prestador del Servicio, la obligación de asegurar que el usuario cuente 
con la presencia de técnico privada al momento de la visita. Y, en tanto desconoce la 
realidad fáctica de los hechos en la medida en que EPM si se ajustó al procedimiento 
enmarcado en esta resolución. La norma determina que se realice la respectiva 
comunicación previa de la visita de revisión con al menos tres (3) días de antelación. En 
este caso, se aprecia que conforme a la comunicación de fecha 28 de marzo de 2016 No. 
0143-201630039957 se le indica al usuario que la revisión tendrá lugar el 08 de abril de esa 
misma anualidad. Lo que cumple con el requisito exigido con la resolución CRA 413 de 
2006 y desdice la posición de la SSPD sobre el supuesto incumplimiento del debido proceso 
por parte de EPM. 
 



4.2. Concepto de la Violación 
 



Establece el artículo 162 del CPACA, que toda demanda deberá contener, entre otros 
aspectos, los fundamentos de derecho de las pretensiones, así como las normas violadas 
y el concepto de violación cuando se trate de la nulidad de actos administrativos.  
 
Específicamente sobre los medios de control de nulidad, y, nulidad y restablecimiento del 
derecho, señala el inciso segundo del artículo 137 del nuevo código, que la nulidad procede 
cuando los actos hayan sido expedidos “con infracción de las normas en que deberían 
fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de 
audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones 
propias de quien lo profirió”. Conceptos que han definidos por la jurisprudencia y la doctrina 
como las causales por las cuales se debe atacar un acto.  
 
Partiendo de lo anterior, el concepto de violación en el presente caso se concentra en dos 
causales: 
 



 Infracción de las normas en que deberían fundarse. 



 Falsa motivación. 
 
4.2.1. Infracción de las normas en que deberían fundarse.  
 
Establece la doctrina, que esta infracción, refiriéndose a la violación de la Ley, “es efecto 
que desconoce o viola cierto precepto superior, por quien está obligado a someterse a sus 











mandatos, de acuerdo de voluntad o norma legal. Sin justificación, tal desobediencia 
acarrea una especie de derogación pues crea la ficción de que el precepto no existe”3 
 
Dicha violación de la Ley puede originarse por: i) Falta de aplicación; ii) Aplicación indebida; 
iii) Interpretación errónea o falsa interpretación. Sobre esta última se ha entendido, que 
opera en los eventos en que la administración, pese a tomar la regla como fundamento 
de su decisión, le da un alcance diferente al que se desprende racionalmente de su 
texto, y la falta de aplicación opera cuando se contradice la norma o cuando simplemente 
se deja de aplicar.  
 
En el presente caso se tiene que en virtud de lo dispuesto en el artículo 149 de la Ley 142 
de 1994, a las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios se les impone la 
obligación de investigar la causa de desviaciones significativas, en comparación a 
consumos anteriores; y durante la investigación de la causa de la desviación, la factura, 
deberá hacerse con base en la de períodos anteriores, tal y como se hizo en cada uno de 
los tramites que culminaron con la resolución demandada; sin embargo, también destaca 
este artículo que al aclarar la causa de las desviaciones, las diferencias frente a los 
valores que se cobraron se abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según sea el 
caso. 
 
Si se observa lo argumentado por EPM dentro del trámite impartido podrá, su Señoría, 
evidenciar que EPM adelantó, el procedimiento correspondiente en las investigaciones 
pertinentes (acueducto y energía) para verificar qué causó el alto consumo del mes de 
marzo; es decir, en cada una los elementos que compone la solicitud, EPM cumple con lo 
que ordena el artículo 149 de la ley 142 de 1994 y la resolución CRA 413 de 2006. Es así 
como en este caso, se observa que, la desviación significativa se generó por un mayor uso 
de los servicios debido a: en energía, al uso de una prensadora para el reciclaje; y en el 
caso de acueducto debido a aumento de la producción y uso constante en el lavado del 
material reciclable; es decir, cambió la circunstancia habitual de consumo en el inmueble. 
Adicionalmente, se verificó que no existían anomalías atribuibles a la responsabilidad de 
EPM; causas indicadas por el usuario en la respectiva visita adelantada por la Empresa. 
Por lo que no hay lugar a determinar que no se cumplió con el procedimiento para la 
investigación de desviaciones significativas.  
 
Teniendo en cuenta que la superintendencia dejó de aplicar lo reglado por la Ley 142 de 
1994 en su artículo 149 se debe decretar la nulidad del mismo, pues esta no interpreta de 
manera correcta las pruebas allegas y, obvia que EPM actuó amparada en la norma que 
estipula:  
 



Artículo 149. De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de 
las empresas investigar las desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de 
períodos anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias 
semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa de las desviaciones, 
las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o cargarán al 
suscriptor o usuario, según sea el caso. 
 



4.2.2. Mediante falsa motivación  



                                                           
3 Lamprea Rodríguez, Pedro Antonio. Anulación de los actos de la administración pública. Editorial Doctrina 
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Con relación a la Falsa Motivación, el Honorable Consejo de Estado4 ha sostenido:  



“La falsa motivación se configura cuando para fundamentar el acto se dan razones 



engañosas, simuladas, contrarias a la realidad. La motivación de un acto implica que 



la manifestación de la administración tiene una causa que la justifica, y ella debe 



obedecer a criterios de legalidad, certeza de los hechos, debida calificación 



jurídica y apreciación razonable.” (Negrillas fuera de texto) 



Así mismo, en Resolución 3936 de febrero 21 del 2003, dijo la Superintendencia de Industria 



y Comercio: 



“La falsa motivación se presenta cuando la situación de hecho que sirve de 



fundamento al acto administrativo se revela inexistente, o cuando existiendo 



unos hechos, éstos han sido calificados erradamente desde el punto de vista 



jurídico, generándose en la primera hipótesis, el error de hecho, y en la segunda, 



el error de derecho, como modalidades diferentes de la falsa motivación, es decir 



que ella tiene ocurrencia cuando el acto se fundamenta en razones simuladas, 



engañosas o contrarias a la realidad.  



Lo que significa que la falsa motivación se origina en la disconformidad entre la 



decisión con la realidad, o bien por la inexistencia o error de los motivos de derecho 



o de hecho aducidos en la decisión.” (Negrillas fuera de texto). 



Todo acto administrativo tiene una causa o motivación, que es la expresión de los motivos 



de la declaración; en otras palabras, la motivación comprende la exposición de las 



razones que han llevado a la Entidad a emitirlo; la expresión de los antecedentes de 



hecho y el derecho que precede y justifica la expedición del acto; la relación de los hechos 



que dan lugar al acto y los fundamentos de derecho en que éste se apoya, elementos 



estos de los cuales carece la Resolución objeto de la demanda, emitida por la SSPD, toda 



vez que se limita a decir que EPM no probó que se hubiesen realizado las visitas 



constitutivas en el procedimiento administrativo para determinar las desviaciones 



significativas en el servicio de acueducto y energía, siendo que en el expediente que estudió 



la SSPD de este caso, obran las pruebas de dichas visitas, la comunicación previa a la 



visita para el caso del servicio de acueducto y el procedimiento para la realización de 



revisión en el servicio de energía.  



 



Por lo expuesto, se considera que la orden impuesta a EPM de facturar el promedio en 



lugar del consumo real del inmueble, se deriva de un error de interpretación de la SSPD, 



por cuanto el prestador del servicio dio cumplimiento con la normatividad actual existente 



para el caso, artículo 149 de la Ley 142 de 1994, Resolución CREG 108 de 1997, al 



Contrato de Condiciones Uniformes para el Servicio Público de Energía Eléctrica y 



acueducto y alcantarillado, y a las garantías constitucionales del debido proceso, derecho 



de contradicción y defensa del usuario, para determinar la causa de la desviación. Lo 
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anterior es razón suficiente para indicar que la falsa motivación la convierte en un acto 



contrario a la ley. 



Es decir, EPM realizó las dos visitas que ordena la norma para la revisión previa en el caso 



del servicio de Gas Natural y las actas de las visitas fueron allegadas en su oportunidad a 



la SSPD; así, se destaca que la fuente o razón del acto administrativo no es real, se 



encuentra distorsionada, no se ajusta a la verdad fáctica de los hechos probadas, existe 



falsa motivación; por cuanto la SSPD dice que dichas visitas no se realizaron cuando existe 



evidencia de que estas si tuvieron lugar y que EPM cumplió con su obligación de Ley.   



Ha establecido la Jurisprudencia y la Doctrina, que los hechos que fundamentan una 



decisión administrativa deben ser reales; y, la realidad, por supuesto, siempre será una 



sola.  Por ende, cuando los hechos que se tuvieron en cuenta para adoptar la decisión no 



existieron o fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en FALSA 



MOTIVACIÓN porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la 



administración supuso que existía al tomar la decisión.  



Acerca de la FALSA MOTIVACIÓN, como causal para la nulidad de los actos 



administrativos, señaló el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 



Sección Cuarta5 que: 



“De acuerdo con el artículo 84 del C.C.A., la nulidad de los actos administrativos 



procede cuando se infrinjan las normas en que debían fundarse, cuando han sido 



expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o 



con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 



motivación o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 



corporación que los profirió. Sobre esta causal de anulación la Sala ha precisado 



que “(…) es el vicio que afecta el elemento causal del acto administrativo, referente 



a los antecedentes legales y de hecho previstos en el ordenamiento jurídico para 



provocarlo, es decir, que las razones expuestas por la Administración al tomar 



la decisión, sean contrarias a la realidad. La causa o motivo de los actos 



administrativos (elemento causal) se conforma de los fundamentos de hecho y de 



derecho que son los que determinan la decisión que la Administración adopta, así 



cuando existe falsa motivación, se entiende que la sustentación fáctica en que 



se apoya no corresponde a la realidad…” 



 



El Artículo 42 de la Ley 1437 de 2011 que indica que las decisiones emitidas deberán ser 



motivadas; en reiterada jurisprudencia, el Consejo de Estado ha indicado que los motivos 



de un acto administrativo constituyen uno de sus fundamentos de legalidad, a tal punto, que 



cuando se demuestra que estas razones que se expresan en el acto, como fuente del 



mismo, no son reales, no existen o están distorsionadas, se presenta un vicio que invalida 



el acto administrativo, llamado Falsa Motivación y que esta ocurre, cuando se presenta 



inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho en la manifestación de voluntad de la 



Administración Pública. En el caso en estudio, la SSPD no expresa argumentos, ni razones, 



válidas y suficientes que den sustento a la decisión de modificación del cobro de los 



                                                           
5 Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS, en fallo del 16 de septiembre de 2010, 
radicado No. Radicación número: 25000-23-27-000-2005-00279-01(16772) 



 











servicios que fueron consumidos en la realidad fáctica de este caso; en tanto EPM realizó 



el procedimiento dispuesto para ello, que la Ley de Servicios Públicos Domiciliarios permite 



a las empresas prestadoras de servicios; dando así un alcance interpretativo diferente de 



los postulados normativos que regulan la materia. 



 



En este sentido, el Consejo de estado en sentencia del 10 de abril de 2008, expediente 



15204 establece: 



 



“(…) Ahora bien, el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo dispone que 



los actos administrativos deben estar motivados al menos en forma sumaria. Lo que 



se busca con la motivación del acto es asegurarle al administrado que la 



decisión que tome la Administración obedezca a las razones de hecho y de 



derecho que ésta invoca, de tal forma que la motivación se hace imprescindible 



para dictar los actos administrativos, y expedirlos sin la misma, implica un abuso en 



el ejercicio de la autoridad y necesariamente responsabilidad de quien ha omitido tal 



deber. Correlativamente, la motivación del acto permite al administrado rebatir u 



oponerse a las razones que tuvo en cuenta la autoridad para tomar su decisión. Lo 



sumario de la motivación, no puede confundirse con insuficiencia o superficialidad, 



pues, ésta alude a la extensión del argumento y no a su falta de contenido sustancial; 



luego, el señalamiento de los motivos en que el acto encuentra soporte, no por 



sumario debe ser incompleto y, menos, inexistente. La motivación es un requisito 



esencial del acto y debe basarse en hechos ciertos y demostrados al momento de 



la expedición del mismo, so pena de nulidad, por ausencia de uno de sus elementos 



esenciales (…)”. 



 



De acuerdo a lo anterior, el acto administrativo objeto de este medio de control adolece del 



vicio de la falsa motivación, causal más que suficiente, para declarar la nulidad del mismos. 



Adicionalmente, con la expedición de este acto la SSPD ha desconocido que en el Contrato 



de Condiciones Uniformes (CCU) se ha establecido bajo el marco de las garantías 



constitucionales al debido proceso, derecho de contradicción y defensa de los usuarios, 



procedimientos a los que EPM debe acogerse cuando se trata de la recuperación de los 



consumos dejados de facturar y consumidos por el usuario. 



 



Sobre este asunto en particular, la Comisión de Regulación de Energía y Gas CREG ha 



indicado lo siguiente, Resolución CREG 108 de 1997: 



“Artículo 37: Investigación de desviaciones significativas. Para elaborar las 



facturas, es obligación de las empresas adoptar mecanismos eficientes que 



permitan someter su facturación a investigación de desviaciones significativas entre 



el consumo registrado del suscriptor o usuario durante un período de facturación y 



sus promedios de consumo anteriores.  



Parágrafo 1. Se entenderá por desviaciones significativas, en el período de 



facturación correspondiente, los aumentos o reducciones en los consumos que, 



comparados con los promedios de los últimos tres períodos, si la facturación es 



bimestral, o de los últimos seis períodos si la facturación es mensual, sean mayores 



a los porcentajes que fijen las empresas en las condiciones uniformes del contrato.  











Parágrafo 2. La Empresa deberá practicar las visitas y realizar las pruebas técnicas 



que se requieran con el fin de precisar la causa que originó la desviación detectada 



en la revisión previa. 



Artículo 38. Facturación en caso de desviaciones significativas. Mientras se 



establece la causa de desviación del consumo, la empresa determinará el consumo 



con base en los consumos anteriores del usuario, o con los consumos promedios 



de suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes, o mediante aforo 



individual, de acuerdo con lo establecido en los contratos de condiciones uniformes. 



En la factura de cobro deberá especificarse la causa de la desviación.  



Artículo 39. Restablecimiento económico por desviaciones significativas. Una vez 



aclarada la causa de las desviaciones, la empresa procederá a establecer las 



diferencias entre los valores facturados, que serán abonados o cargados al 



suscriptor o usuario, según sea el caso, en el siguiente período de facturación. 



Artículo 40. Plazo máximo para realizar la investigación de desviaciones 



significativas y el cobro de servicios no facturados por error u omisión. De acuerdo 



con lo dispuesto en el artículo 150 de la ley 142 de 1994, al cabo de cinco (5) meses 



de haber entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios 



que no facturaron por error, omisión o investigación de desviaciones significativas 



frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo 



del suscriptor o usuario.” (NFT) 



 
Si se observa lo estipulado en estas normas, existe la obligación por parte de las empresas, 
al preparar las facturas, el investigar las desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores, así como de adoptar mecanismos eficientes que permitan someter su 
facturación a investigación de desviaciones significativas entre el consumo registrado del 
suscriptor o usuario durante un período de facturación y sus promedios de consumo 
anteriores, mecanismo que debe ser definido por la empresa, por ello, dicho trámite ha sido 
incorporado en el contrato de condiciones uniformes.  
 
Significa lo anterior, que el actuar de EPM está ajustado a los postulados normativos, en 



tanto las Empresas Prestadoras de Servicios se encuentran facultadas para tomar las 



medidas legales y contractuales que estén a su alcance para determinar los consumos no 



facturados y recuperarlos. 



Se concluye, que el procedimiento para la recuperación del consumo de los servicios 



dejados de facturar y consumidos por el usuario, conforme a revisión previa, fue adelantado 



por EPM dentro del marco de las garantías constitucionales del debido proceso, derechos 



de contradicción y defensa de los usuarios, artículo 150 de la Ley 142 de 1994, el CCU y 



demás postulados normativos que regulan la materia. Pese a ello, la SSPD tomó una 



decisión contraria al ordenamiento jurídico y,  a su vez,  la misma carece de fundamento 



legal, constitucional y contractual. 



De acuerdo a lo anterior, es que se torna procedente la declaración de nulidad solicitada y 



el consecuencial restablecimiento del derecho pretendido.  



Cuando el órgano de control, esto es la SSPD, hace referencia a que no se allegó prueba 
alguna del procedimiento de revisión previa en el servicio de acueducto dentro del trámite 
que nos ocupa, viola el debido proceso de los prestadores del servicio público domiciliario 











al no tomar como prueba al actas de visitas allegadas en su oportunidad e intentar regular 
una situación que el mismo legislador consagro de manera general en el artículo 149 de la 
Ley 142 de 19946 y frente al cual los operadores tienen un margen de acción limitado por 
el respeto y garantía de los usuarios como así mismo se pacta en el Contrato de 
Condiciones Uniformes.  
 
En Colombia las pruebas deben ser apreciadas en su conjunto de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
existencia o validez de ciertos actos. Así lo establecía el artículo 187 del Código de 
Procedimiento Civil y ahora el artículo 176 del Código General del Proceso.  
 
Tanto el funcionario judicial como el administrativo al resolver una controversia deben 
realizar de manera sistemática y armónica un análisis de los hechos y pruebas recaudados 
en el proceso sin establecer una tarifa legal cuando no existe disposición legal que lo 
contemple. La valoración de las pruebas debe estar precedida de criterios objetivos, 
racionales, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas 
allegadas. De igual manera, debe hacer un análisis riguroso que materialice la función de 
administración de justicia que se les encomienda a todos los funcionarios sobre la base de 
las pruebas legamente recaudadas. Abstenerse de dar valor probatorio a las pruebas 
legalmente practicadas, como lo ha hecho en algunos casos la SSPD, argumentando para 
ello que no se reunieron ciertos requisitos formales, atenta de manera flagrante contra el 
derecho al debido proceso, así como a lo dispuesto en Artículo 40 de la Ley 1437 de 2011, 
el cual señala de manera clara que “durante la actuación administrativa y hasta antes de 
que se profiera la decisión de fondo se podrán aportar, pedir y practicar pruebas de oficio 
o a petición del interesado sin requisitos especiales”. 
 



Por otra parte, la Ley 142 de 1994 en su artículo 87, consagra los criterios que deben 
orientar el régimen tarifario, y que obligan tanto a las Comisiones de Regulación como a las 
empresas de servicios públicos domiciliarios al momento de establecer las metodologías, 
definir las fórmulas tarifarias y las tarifas. Entre otros criterios, se resalta el de suficiencia 
financiera, el cual impone que “las fórmulas de tarifas garantizarán la recuperación de los 
costos y gastos propios de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el 
mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los accionistas en la misma forma 
en la que lo habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable 
[…]”7 .  
 
En suma, lo que se busca con la norma antes citada es que las empresas de servicios 
públicos recuperen los costos de su inversión, además de sus gastos de administración, 
operación y mantenimiento, garantizando a las empresas la recuperación de los recursos 
que deben utilizar para prestar el servicio al mayor número de usuarios con el fin de alcanzar 
el principio de universalidad consagrado en el artículo 365 de la Constitución. 
 
Sin lugar a dudas, el principio de suficiencia financiera se ve seriamente afectado con la 
resolución demandada, al adoptar medidas extremas que obligan a los operadores de 



                                                           
6 Artículo 149. De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las empresas investigar las desviaciones 



significativas frente a consumos anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de períodos 



anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa 



de las desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según 



sea el caso. 
7 Artículo 87.4, Ley 142 de 1994. Véase también el Artículo 44 de la Ley 143 de 1994 











servicios públicos a realizar un procedimiento específico para las investigaciones previas 
que se adelanten con ocasión de una desviación significativa, sin que se indique los medios 
técnicos idóneos que puede utilizar la empresa, ni se establezcan mecanismos de 
financiación para ejecutar tales exigencias. Aquella omisión en que incurre el acto 
demandado, comporta la imposibilidad de que los operadores de servicios públicos cuenten 
con un mecanismo que les permita, tal como lo exige la ley, recuperar los altos costos en 
los cuales tendría que incurrir. 
 
Conforme lo ha señalado la Corte Constitucional, “la medición de los costos y gastos que 
se requieren para la prestación del servicio, ha de tener como referencia los costos y gastos 
que tendría una empresa encargada de prestar el mismo servicio en un mercado 
competitivo, es decir, bajo condiciones de eficiencia con el mismo nivel de riesgo (…)” 
(Corte Constitucional Sentencia C-150 de 2003, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa). 
 



5. Pruebas 



 



Solicito que se decreten para ser incorporados en legal forma al proceso y se aprecien en 
su valor legal los documentos que a continuación relaciono:  
 



6.1  Documental. 



 



 Solicitud realizada por MAURICIO AGUDELO 201620126674 del 08 de julio de 2017. 



 Respuesta de EPM a la solicitud 201620126674 del 08 de julio de 2017 con citación 



para notificación personal y por aviso. 



 Recurso de reposición en subsidio de apelación No. 201620150502 interpuesto por el 



señor MAURICIO AGUDELO el 10 de agosto de 2016. 



 Comunicación por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición y se concede 



la apelación, con radicado 0156ER-201630119370 del 31 de agosto de 2016, con la 



correspondiente citación a notificación personal, y notificación por aviso.  



 Remisión de EPM a la SSPD del recurso a través de comunicado No. 0156ER-



201630136159 donde consta que para que la SSPD resolviera el recurso se le hizo 



llegar las pruebas que constatan que el proceso se realizó conforme a la norma.  



 Oficio No. 0143-201630039957 que comunica visita técnica de fecha 28 de marzo de 



2016  



 Comunicación de que se realizaría la visita técnica de acueducto para el día 08 de abril 



de 2016 recibida el 01 de abril de 2016 firmada por MAURICIO AGUDELO 



 Acta de visita revisión previa acueducto No.17121794 del 08 de abril de 2016  



 Acta de visita revisión previa No.17121795 del 12 de abril de 2017  



 Acta de PCT No. 12838388 del 03 de mayo de 2016 y retiro de medidor 



 Orden de verificación de la instalación del servicio de energía de conformidad con la 



orden No 12838388. 



 Constancia de notificación del 22 de agosto de 2017 y Resolución No. SSPD 



20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite administrativo No. 



2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa 



No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación 



por desviación significativa de Acueducto y Alcantarillado y energía.  











 Oficio del 04 de septiembre de 2017 No. 0156ER-20170130108761 en el que se da 



cumplimiento a la resolución SSPD- 20178300008415 del 01 de marzo de 2017, con 



constancia de notificación personal. 



 Oficio en el cual se indican los valores de los consumos dejados de facturar, lo que 



sustenta el monto del restablecimiento del derecho de la presente acción. El monto de 



restablecimiento por el consumo de gas es de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y 



OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00).  



 



6.2. Testimonial. 



 



Solicito al despacho escuchar en declaración juramentada, para que se pronuncien sobre 
el procedimiento administrativo y técnico de EPM al llevar a cabo el proceso administrativo 
de revisión previa que establece el artículo 149 de la Ley 142 de 1994 a: 



 



BEATRIZ ELENA GIRALDO ARROYAVE, Tecnólogo Atención Operación 



Comercial, de la Unidad Soporte Clientes, quien se identifica con la cédula de 



ciudadanía 43´553.873 de Medellín, localizable en la carrera 58 42-125 Edificio 



Empresas Públicas de Medellín, teléfono 3805711, o a través de la apoderada judicial. 



 



DORIS YURLEY MARÍN, Tecnólogo Atención Operación Comercial, de la Unidad 



Soporte Clientes, quien se identifica con la cédula de ciudadanía 32.184.263, 



localizable en la carrera 58 42-125 Edificio Empresas Públicas de Medellín, teléfono 



3807935 o a través de la apoderada judicial. 



 



6. Competencia 
 



De conformidad con lo establecido en el numeral 3º del Artículo 155 de la Ley 1437 de 2011 



es competente para conocer de la presente acción los Jueces Administrativos del Circuito 



de Medellín en primera instancia, por la naturaleza del asunto y el domicilio del demandante, 



según artículo 155 y siguientes del CPACA que establecen lo siguiente: 



 
“Artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera 
instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
(…) 
 De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan 
actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 
trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes” 



 
 



7. Estimación razonada de la Cuantía 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 157 y 162 numeral 6° de la Ley 1437 de 
2011, me permito estimar la cuantía en la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA 
Y OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00), 
correspondientes a las sumas de dinero dejadas de recuperar en virtud de la decisión 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 



 











8. Procedimiento 
 



El consagrado en el Título V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso 
Administrativo 



 



9. Requisitos de Procedibilidad 
 



9.1. NO PROCEDENCIA DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL COMO REQUISITO DE 
PROCEDIBILIDAD 
 
Mediante la expedición de la Ley Estatutaria 1285 de 2009, el Congreso de la República, 
adicionó a la Ley Estatutaria para la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996 el artículo 
42 A que dispone:  
 



“Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de 
la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá 
requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el 
adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 



 
En términos de lo señalado en la Ley 640 de 2001 artículo 19 tenemos que son susceptibles 
de conciliación todos los asuntos transigibles, desistirles y conciliables.  
 
Por su parte el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
–Ley 1437 de 2011- en su artículo 161 al consagrar los requisitos de procedibilidad previos 
para demandar, dispone en su numeral 1°:  
 



“Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa 
y controversias contractuales.  
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación prejudicial siempre y cuando 
no se encuentre expresamente prohibida”.  



 
De la misma forma debe advertirse, que conforme al artículo 613 de la Ley 1564 de 2012 
“Código General del Proceso”; disposición que entró en vigencia de conformidad con el 
artículo 627 del mismo estatuto, que regula lo concerniente a la conciliación prejudicial en 
materia administrativa, el cual señala “No será necesario agotar el requisito de 
procedibilidad en los procesos ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se 
adelanten, como tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 
cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una entidad pública.” 
(Nft).  
 
De conformidad con lo anterior, se precisa que EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 
ESP., es una empresa industrial y comercial del estado, con un propietario único cual es el 
MUNICIPIO DE MEDELLÍN, esto es, es una entidad de derecho público y que de 
conformidad con el artículo 104 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, ley 1437 de 2011, los procesos en los que sea parte 
EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN ESP, al ser una entidad pública, son de 
Competencia de la Justicia Contenciosa Administrativa, efectivamente la citada norma es 
del siguiente tenor: 











 
“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto 
en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa” 



 
De conformidad con lo estipulado en la normativa referida, para la presentación de la 
demanda instaurada por Empresas Públicas de Medellín ESP contra el acto administrativo 
expedido por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y en la cual se vinculó 
a un tercero interesado, no es necesario agotar la etapa de la conciliación prejudicial como 
requisito de procedibilidad. 
 
9.2 Caducidad. 
 
De conformidad con el literal d) del numeral 2) del artículo 164 del CPACA, cuando se 
pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro 
del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, 
notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las 
excepciones establecidas en otras disposiciones legales. 
 
Para el presente caso tenemos: 
 



 Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 



administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 



decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 



dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y Alcantarillado 



y del servicio de energía por parte de EPM; fue notificada a EPM el 22 de agosto de 



2017 como consta en certificado de envió por correo electrónico certificado de 4-72, 



por lo cual se encuentra dentro del término previsto para ejercer la acción. 



 



10. Anexos 
 



- Poder especial.  
- Acuerdo No. 58 de 1955 por medio del cual se crean las Empresas Públicas de 



Medellín E.S.P. 
- Gaceta Oficial del Municipio de Medellín No.737 del 24 de diciembre de 1997, que 



contiene el Acuerdo 69 por medio del cual se transforman las Empresas Públicas 
de Medellín E.S.P. 



- Gaceta Oficial del Municipio de Medellín No. 838 del 9 de junio de 1998, que 
contiene el Acuerdo Municipal No. 12 Por medio del cual se adoptan los estatutos 
de la empresa industrial y comercial EMPRESAS PUBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. 



- Decreto 2015-DECGGL-2065 de marzo 24 de 2015 “por el cual se delegan unas 
funciones del gerente general” 



- Acto de nombramiento y posesión del Gerente General de las Empresas Públicas 
de Medellín E.S.P. de fecha 2 de enero de 2016 



- Certificación de la existencia y representación Legal de EPM. 











- Certificado de CATALINA MARIA DUQUE LOPEZ como Directora de Soporte Legal 
procesos y reclamaciones adscrita a la Gerencia jurídica del Grupo empresarial 
EPM. 



- Copia del certificado laboral del Señor Diego Armando Vargas Salazar 
- Copia del certificado laboral de Liliana Marcela Gómez López 
- Copia del certificado laboral Kely Mildred Galeano Arenas 
- Los documentos anunciados en el acápite de PRUEBAS. 
- Copia de la demanda y sus anexos para surtir la correspondiente notificación y 



traslado a la parte demandada, al tercero vinculado, al Ministerio Público y la 
Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado. 



- Una (1) copia en medio magnético de la demanda para los efectos del artículo 199 
de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012.   



- Link del Contrato de Condiciones Uniformes de energía 
https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%2
0la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%2020
17.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES;https://
www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacio
n/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_ser
vicio_de_gas_v1.pdf 



 
11. Dependencia Judicial 



 
Manifiesto que autorizo a los señores DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR identificado 
con cédula de ciudadanía No. 1.041.228.904; KELY MILDRED GALEANO ARENAS 
identificada con cédula de ciudadanía No. 53.006.361 y LILIANA MARCELA GÓMEZ 
LÓPEZ identificada con cédula de ciudadanía No. 32.242.720, técnicos judiciales de EPM, 
para que revise el expediente, obtenga copias simples de sus actuaciones, retire 
comunicaciones u oficios y desarchive procesos, esto según lo preceptuado en el artículo 
123 del C.G.P., del mismo modo a los empleados designados por la empresa contratista de 
la entidad LITIGAR PUNTO COM (sigla Litigando), quien en virtud del contrato CT-2016-
000732, ejecuta las labores de seguimiento y vigilancia de los procesos judiciales de EPM, 
para que revisen el expediente, obtengan copias simples de sus actuaciones, retiren 
comunicaciones u oficios y desarchiven procesos.  
 



12. Notificaciones 
12.1. Demandante.  
 
Empresas Públicas de Medellín E.S.P. y la suscrita apoderada: En la Secretaría del 
Despacho o en la carrera 58 No. 42-125, Ed. EPM, teléfono 3806520, Fax 3569111, correo 
electrónico para notificaciones judiciales: notificacionesjudicialesEPM@epm.com.co 



 
12.2. Demandado.  
 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios: Avenida 33 No. 74B-253 en el 
Municipio de Medellín, teléfono 4124475, Fax 4112795. Correo electrónico para 
notificaciones judiciales dtoccidente@superservicios.gov.co. 
 
12.3. Tercero Vinculado 
 
MAURICIO AGUDELO carrera 47 No. 41-32 apto 210 en Itagüí; teléfono 3218800302. 
Correo electrónico para notificaciones judiciales nacostas30@yahoo.com  





https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


mailto:notificacionesjudicialesEPM@epm.com.co


mailto:dtoccidente@superservicios.gov.co


mailto:nacostas30@yahoo.com








 



12.4. Citado al proceso. 



 



Agencia Nacional Jurídica para la defensa del Estado: Calle 70 No.4-60 Bogotá, D.C. 



PBX 2558955 PAGINA WEB  www.defensajuridica.gov.co Correo electrónico para 



notificaciones judiciales frente a entidades diferente de la mencionada 



Agencia: procesos@defensajuridica.gov.co     



 



 



Atentamente, 



 



 



 



LEIDY ANGÉLICA YELA GARCÍA 



T.P. 230096 del C. S. de la J. 



C.C. 1.140.825.138 de Barranquilla 





http://www.defensajuridica.gov.co/


mailto:procesos@defensajuridica.gov.co
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ACCIÓN:



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO- OTROS



DEMANDANTE: 



EMPRESAS PUBLICAS DE MEDELLIN E.S.P.



DEMANDADO: 



SUPERINTENDECIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS Y OTRO



ASUNTO:



Admite demanda



 



 



 



Según los dispuesto en el artículo 199 de CPACA modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, me permito notificarle el auto admisorio de la demanda de la referencia, por lo cual le adjunto copia de aquel en medio magnético. 



 



 



ORNELLA ROCIO ALEAN JIMENEZ



Secretaria
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15986559 
Señores 
JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DEL CIRCUITO (REPARTO) 
E.S.D.  
 



Proceso:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 



Demandante:     Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 



Demandado: Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios  



Asunto:  Presentación de Demanda  



 



 



LEIDY ANGÉLICA YELA GARCÍA abogada en ejercicio, portadora de la T.P. 230.096 del 



Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de abogada de la Dirección Soporte Legal 



Procesos y Reclamaciones de las EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., en 



adelante EPM, actuando en ejercicio del poder especial que me fue conferido por 



CATALINA MARÍA DUQUE LÓPEZ, mayor de edad, abogada titulada, identificada con 



cédula de ciudadanía Nro. 43.722.560, obrando en su condición de Directora Soporte Legal 



Procesos y Reclamaciones de las EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., y 



actuando en ejercicio de la delegación conferida por el Gerente General para constituir 



mandatarios judiciales, según el Art. 4º del Decreto 2015-DECGGL-2065 del 24 de marzo 



de 2015; por medio de este escrito, presento demanda de Nulidad y Restablecimiento del 



Derecho consagrada en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 



Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011-, en contra del siguiente acto administrativo 



expedido por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS: 



 



• Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 



administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 



decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 



dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y de energía por 



parte de EPM.  



 



1. Designación de las partes y sus representantes. 



 



De conformidad con lo ordenado en el numeral 1º del artículo 162 del CPACA se indica al 



Despacho Administrativo que las partes en este proceso son las siguientes: 



 



1.1. DEMANDANTE. 



 



EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., quien ostentaba la calidad de 



establecimiento público del orden municipal, fue transformada en una Empresa Industrial y 



Comercial del orden municipal, con la denominación EMPRESAS PÚBLICAS DE 



MEDELLÍN E.S.P., con personería jurídica y patrimonio independiente, de conformidad con 



lo establecido en el Acuerdo N° 69 de 1997, expedido por el Concejo de Medellín, cuyo 



objeto es la prestación de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, 



energía y distribución de gas combustible. Podrá también prestar el servicio público 











domiciliario de aseo, así como las actividades complementarias propias de todos y cada 



uno de estos servicios públicos y el tratamiento y aprovechamiento de las basuras. Sus 



Estatutos están contenidos en el acuerdo N° 12 de 1998 del Concejo de Medellín. 



 



Para los efectos jurídicos, administrativos y de todo orden, el domicilio de EPM es el 



municipio de Medellín y su representante legal es el Gerente General, JORGE ALBERTO 



LONDOÑO DE LA CUESTA identificado con la cedula 70.564.579 expedida en Envigado 



y nombrado por el Alcalde del Municipio de Medellín mediante Decreto 001 de enero 1° de 



2016, tal como se establece en sus estatutos.  



 



1.2. DEMANDADA. 



 



SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, identificada con Nit 



800.250.984-6, creada en virtud de la vigencia de la Ley 142 de 1994 en cuyo artículo 76 



dispuso:  



“ARTÍCULO 76. CREACIÓN Y NATURALEZA. Créase la Superintendencia de Servicios 



Públicos Domiciliarios, como un organismo de carácter técnico, adscrito al Ministerio de 



Desarrollo Económico, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonial. 



El Superintendente obrará con plena autonomía de criterio al cumplir las funciones que 



se derivan de la Constitución y la ley”. 



Por su parte, el Decreto 990 de 2002 “Por el cual se modifica la estructura de la 



Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, dispone:  



ARTÍCULO 2o. NATURALEZA. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 



es una entidad descentralizada de carácter técnico, con personería jurídica, autonomía 



administrativa y patrimonial.  



El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios obrará con plena autonomía de 



criterio al cumplir las funciones que se derivan de la Constitución y la ley. 



ARTÍCULO 4o. DIRECCIÓN Y REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA 



SUPERINTENDENCIA. La dirección y representación legal de la Superintendencia de 



Servicios Públicos Domiciliarios corresponde al Superintendente de Servicios Públicos 



Domiciliarios, éste desempeñará sus funciones de control, inspección y vigilancia con 



independencia de las Comisiones de Regulación de los Servicios Públicos Domiciliarios y 



con la inmediata colaboración de los Superintendentes Delegados. El Superintendente será 



de libre nombramiento y remoción del Presidente de la República. El Superintendente de 



Servicios Públicos es la primera autoridad técnica y administrativa en el ramo del control, 



inspección y vigilancia de los servicios públicos domiciliarios, sus actividades 



complementarias e inherentes.  



Por su parte el Artículo 159 de la Ley 1437 de 2011dispone:  



“CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. La entidad, órgano u organismo estatal estará 



representada, para efectos judiciales, por el Ministro, Director de Departamento 



Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado civil, Procurador General 





http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/viewdoc?channel=/Leyes/Leyes/1994&documentName=l0142_94.html#76








de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 



persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho”. 



El cargo de Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios lo ejerce el señor JOSÉ 
MIGUEL MENDOZA DAZA, o quien haga sus veces, con domicilio en Bogotá y como 
Director Territorial de Occidente el señor BERNARDO ARBOLEDA GARZÓN, o quien 
haga sus veces para el momento de notificación de la demanda. 
 
Es importante aclarar que, en este caso, por tratarse de una Superintendencia de 
creación Constitucional, no es necesario aportar el Certificado de Existencia y 
Representación de la misma. 
 



1.3. TERCERO VINCULADO: 
 
Solicito comedidamente se sirvan vincular a MAURICIO AGUDELO, identificado con cédula 
de ciudadanía No. 1.037.625.217, en calidad de TERCERO INTERESADO, para que ejerza 
su derecho de defensa, toda vez que cualquier decisión de fondo que se tome en este caso 
concreto, podría afectar de manera directa sus intereses.  
 
Lo anterior, debido a que fue el señor MAURICIO AGUDELO quien dio inició al trámite de 
agotamiento de la vía administrativa, que culminó con la expedición, por parte de la 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, de la resolución No. 
SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite administrativo No. 
2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa No. 
0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación por 
desviación significativa de Acueducto y de energía por parte de EPM. 
 
Se fundamenta esta integración de parte en el contenido de los artículos 171 numeral 3 y 
172 de la Ley 1437 de 20111 ; toda vez, que hizo parte del acto administrativo cuya 
declaratoria de nulidad se pretende, y puede tener un interés directo en el proceso, no 
obstante, las pretensiones no sean dirigidas directamente contra éste. 
 



2. Pretensiones. 
 



Solicito que, por vía del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, y 



previos los trámites del proceso estatuido en la Ley 1437 de 2011, “Por medio de la cual se 



expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, se 



realicen las siguientes declaraciones: 



 



                                                           
1 Ley 1437 de 2011.  “Artículo 171. (…) 3. Que se notifique personalmente a los sujetos que, según la 
demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso.  
Artículo 172.  De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio público y a los sujetos 
que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del 
proceso, por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo 
previsto en los artículos 199 y 200 de este Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, 
proponer excepciones, solicitar pruebas llamar en garantía y en su caso, presentar demanda de 
reconvención”.  
 











PRIMERO: Se declare la nulidad del acto administrativo contenido en la resolución proferida 



por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS que se 



relaciona a continuación:  



 



 Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 
administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 
decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 
dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y de energía por 
parte de EPM 



 



SEGUNDO: Como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto impugnado, y a título 



de restablecimiento del derecho, la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS reconozca y pague a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 



E.S.P. la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS 



SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00) correspondiente a los valores dejados de 



percibir por parte de EPM como consecuencia de las decisión emitida por la SSPD con la 



expedición de la resolución indicada en el hecho anterior. 



 



TERCERO: Se condene a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 



DOMICILIARIOS, a indexar las sumas a cancelar desde el momento en que se resolvieron 



los recursos de apelación en sede administrativa hasta la fecha en que se haga efectivo el 



pago. 



 



CUARTO: Se dé cumplimiento a la sentencia dentro del término y los fines establecidos en 



los artículos 192 y 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 



Administrativo, Ley 1437 de 2011. 



 



QUINTO: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada; sumas éstas que 



deberán ser indexadas desde el momento en que se resolvió el correspondiente recurso de 



apelación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 de la ley 1437 de 2011 y 



demás normas concordantes. 



 



3. Fundamentos Fácticos. 



 



PRIMERO: el Señor MAURICIO AGUDELO, el 08 de julio de 2016 presentó reclamación 



ante EPM, radicada bajó el No. 201620126674, en la que solicita reliquidación de los 



servicios así: para el servicio de energía solicita la reliquidación desde el mes de febrero 



(2016) al mes de junio (2016), a razón de una lectura de 1235 Kwh; y, para el servicio de 



acueducto determina que desde el mes de febrero (2016) a junio (2016) a razón de la lectura 



de 83 M³; en tanto, según el usuario, existió desviación significativa sin haberse surtido el 



procedimiento administrativo de revisión previa.  



 



SEGUNDO: Mediante el oficio del 27 de julio de 2016 bajo el radicado No. 0156SH-



201630103082 EPM responde al usuario en los siguientes términos: 



 



 Frente al servicio de acueducto entre los meses de febrero y junio de 2016:  



 











“6.1. Se puede evidenciar que para los meses de febrero, abril, mayo y junio, el consumo no 



representó desviación significativa, ya que los consumos registrados para dichos meses no 



sobrepasaron el límite superior, según análisis de desviación significativa bajo el nuevo 



Contrato de Condiciones Uniformes (CCU) de la Empresa, y por lo que la Empresa, en virtud 



de la normatividad vigente, no estaba obligada a realizar la revisión previa, y procedió 



correctamente al facturar (Artículo 149 de la Ley 142). 



 



6.2. Al preparar la factura del mes de marzo, la Empresa detectó la existencia de desviación 



significativa, por lo que de conformidad con el artículo 149 de la Ley 142 de 1994 procedió 



a facturar de acuerdo con el promedio histórico 66 M³ dejando en investigación los restantes 



31 M³ hasta realizar la respectiva revisión previa.  



 



6.3. Consecuentemente con lo anterior, se generó la factura de dicho periodo con la 



observación clara de la existencia de un consumo en investigación. La revisión previa se 



realizó el 08 de abril, tal como se indicó en el oficio 0143-201630039957, en presencia del 



Señor Mauricio Agudelo, quien se identificó como administrador y aceptó la facturación del 



consumo en investigación, manifestando que la desviación significativa fue causada por un 



mayor uso del servicio a causa del aumento en la producción.  



 



6.4. Al respecto es importante aclarar que de conformidad con el literal a, de la cláusula 35 



del Contrato de Condiciones Uniformes: “cuando el usuario declare que durante el periodo 



en el cual se presentó la desviación significativa, la causa se debe a un aumento del 



consumo según el caso, esta declaración se tomará como causa imputable al usuario y por 



tanto en el siguiente periodo se facturará el consumo dejado en investigación” 



 



6.5. Por lo anterior, en el mes de abril, se procedió a facturar el consumo dejado en estudio 



en el mes de marzo. Es importante resaltar que la revisión previa fue efectuada el 8 de abril, 



es decir, con anterioridad a la expedición de la factura del mes de abril, que fue expedida el 



27 de abril.  



 



 Frente al servicio de energía facturado entre febrero y junio de 2016:  



 
“7.1. El consumo registrado en el mes de febrero, no representó desviación significativa, por 



lo tanto, ya que el consumo registrado para dicho mes no sobrepasó el límite superior, según 



análisis de desviación significativa bajo el nuevo Contrato de Condiciones Uniformes (CCU) 



de la Empresa, y por lo que la empresa, en virtud de la normatividad vigente, no estaba 



obligada a realizar la revisión previa, y procedió correctamente al facturar (artículo 149 de la 



Ley 142). 



 



7.2. El consumo registrado en el mes de marzo representó desviación significativa, por lo 



que la Empresa en virtud del artículo 149 de la Ley 142 de 1994, procedió a facturar el 



equivalente a 1019 Kwh dejando en estudio los restantes 847 Kwh, hasta realizar la 



respectiva revisión previa.  



 



  7.3. la revisión previa fue realizada el 12 de abril, en presencia del señor Carlos Sierra, 



quien manifestó que el aumento del consumo registrado obedeció a que desde dos meses 



atrás se está utilizando una prensadora, por lo que acepto la facturación del consumo dejado 



en estudio.  



 











7.4. Para el mes de abril se facturó el consumo dejado en estudio, teniendo en cuenta que 



la causa de la desviación significativa se identificó antes de la fecha de generación de la 



factura y considerando que el consumo de dicho periodo no representó desviación 



significativa. 



 



7.5. Para la facturación del mes de mayo, la instalación contaba con un medidor provisional 



que fue instalado el 3 de mayo, debido a que el medidor de la instalación fue llevado al 



laboratorio, ya que según prueba de funcionamiento de campo realizada en dicha fecha se 



encontró el medidor con un pCT (porcentaje de error) del 20.2%, el cual se encuentra por 



fuera del rango de la norma técnica +6 y -6, por tanto, el consumo se estableció con base al 



promedio histórico del inmueble, de hecho, para dicho mes el promedio era de 1.160 Kwh, 



es decir, el consumo facturado fue inferior al promedio.  



 



7.6. Para el mes de junio, el consumo facturado fue establecido de acuerdo con el promedio 



histórico, lo anterior, debido a que el 1 de junio fue cambiado el medidor del inmueble. Se 



debe considerar que entre el 1 de junio (fecha en la que se cambió el medidor) y el 7 de junio 



(fecha en la que se tomó lectura), el nuevo medidor del inmueble que fue instalado en una 



lectura de 2 Kwh ya registraba una lectura de 327 Kwh, es decir, en un período de 7 días se 



registró un consumo de 325 Kwh.  



Si proyectamos dicho consumo, podemos estimar que el consumo promedio del inmueble 



en un periodo de 30 días sería de 1393, lo cual es coherente con lo que se ha venido 



facturando en el inmueble:  



325 Kwh / 7 días = 46 Kwh / día 



46 Kwh x 30 días = 1393 Kwh 



8. Que, por lo anteriormente expuesto, la entidad considera conveniente realizar las 



siguientes precisiones:  



8.1. En cuanto a las visitas atendidas por parte de los señores MAURICIO AGUDELO y 



CARLOS SIERRA, se consideraron personas idóneas para atender a los Revisores de la 



entidad, lo cual se evidencia por la calidad de información suministrada, con pleno 



conocimiento de los argumentos suministrados sobre las gestiones internas realizadas que 



causaron la variación en el uso del servicio.  



8.2. Además de lo anterior, la información suministrada fue suficiente para identificar la causa 



del aumento sin requerir la realización de pruebas adicionales, máxime que la normatividad 



vigente no contempla la obligatoriedad de que en todo caso debe realizarse pruebas al 



medidor, pues la prueba testimonial aportada es válida en el contexto del código de 



procedimiento civil (art. 177) y los funcionarios que atendieron las visitas justificaron el 



aumento del consumo y autorizaron su facturación. “ 



                                                                                                                                                                                                                                                                       



En esta respuesta, se le indica al usuario, que ante la misma procede el recurso de 



reposición ante EPM y de apelación ante la Superintendencia de Servicios Públicos 



Domiciliarios. 



 



TERCERO: De acuerdo a lo anterior, EPM cumplió con su deber de investigar los consumos 



que se pudieron enmarcar, conforme al CCU, como desviaciones significativas; 



investigación que dio como resultado que: en cuanto a servicio de acueducto del mes de 



marzo el consumo varió por “un mayor uso del servicio a causa del aumento en la 



producción” del local comercial; y, en cuanto al servicio de energía del mes de marzo, en 



investigación, se determinó conforme a testimonio de CARLOS SIERRA, recibido en la 











visita de revisión previa, que “el aumento del consumo registrado obedeció a que desde 



dos meses atrás se está utilizando una prensadora por lo que aceptó la facturación del 



consumo dejado en estudio.  



 



CUARTO: Por medio de escrito bajo el radicado 201620150502 del 10 de agosto de 2016, 



el señor MAURICIO AGUDELO presentó recurso de reposición en subsidio de apelación 



contra la decisión que tomó EPM en sede administrativa.  



 



QUINTO: El 31 de agosto de 2016, mediante oficio 0156ER- 201630119370 se resuelve el 



recurso de reposición instaurado por el señor MAURICIO AGUDELO, haciendo un análisis 



de todo lo relacionado con el procedimiento de desviaciones significativas consagrado en 



los contratos de condiciones uniformes (CCU) y las demás estipulaciones normativas del 



caso, así como de las pruebas recaudadas dentro del trámite administrativo, razón 



suficiente para confirmar la decisión; se concede el recurso de apelación, y se da traslado 



a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. 



 



NOVENO: El recurso de apelación es resuelto por medio de la Resolución SSPD 



20178300008415 del 01 de marzo de 2017, trámite administrativo No. 



2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa No. 



0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación por 



desviación significativa de Acueducto y de energía por parte de EPM; en el sentido de 



establecer que para el mes de marzo en lo que se refiere al consumo de energía:  
 



“el prestador no demostró haber realizado la revisión previa de la facturación de que trata la 



citada norma (art. 149 Ley 142 de 1994) así:  



- Verificación de visita adecuada: en el presente caso se tiene que la empresa realizó visitas 



a folio 10 del expediente virtual, acta No. 17121795 del 12 de abril de 2016, a folio 12 la No. 



12838388 del 3 de mayo de 2016, en la que indica solicitud de retiro del medidor de energía 



y a folio 13 la orden No. 12336385 del 5 de mayo de 2016 en el que se retira medidor y es 



llevado para el correspondiente análisis, siendo estas posteriores al periodo de facturación 



de abril de 2016, fecha en la que se realizó el cobro del consumo en investigación del mes 



de marzo de 2016, esto así, se indican los periodos de facturación de marzo de 2016 (del 6 



de febrero al 7  de marzo de 2016); y de abril de 2016 (del 8 de marzo al 7 de abril de 2016) 



- Análisis del nexo entre la desviación significativa y la causal aducida por el prestador: en el 



caso bajo estudio, se tiene que la empresa no dio cabal cumplimiento al artículo 149 de 



la Ley 142 de 1994, así como la regulación en la materia; luego la empresa para este 



caso si estaría obligada a reajustar los consumos facturados respecto al servicio de 



energía. 



En lo que se refiere al consumo de acueducto del mes de marzo de 2016:  



 



“en este caso se tiene que el prestador no demostró haber realizado la revisión previa de 



facturación que trata la citada norma (art. 149 Ley 142 de 1994) así:  



- Verificación de visita adecuada: en el presente caso se tiene que la empresa realizó visitas 



a folio 11 del expediente virtual No. 95568884 del 8 de abril de 2016 indica que funciona 



planta de lavado de reciclaje y que hubo un aumento de producción, siendo estas posteriores 



al periodo de facturación de mayo de 2016, esto es de marzo de 2016 (del 6 de febrero al 7 



de marzo de 2016); y de abril de 2016 (del 8 de marzo al 7 de abril de 2016).  



 











- Análisis del nexo entre la desviación significativa y la causal aducida por el prestador: en el 
caso bajo estudio, se tiene que la empresa no dio cabal cumplimiento al artículo 149 de la 
Ley 142 de 1994, así como la regulación en la materia; luego la Empresa para este casi si 
estaría obligada a reajustar los consumos facturados respecto al servicio de acueducto.   



 
- Comunicación de la visita en acueducto, artículo 12 de la Resolución CRA 413 de 2006: con 



atención al artículo 12 de la resolución CRA 413 de 2006 , que manifiesta: “para hacer 



efectiva esta asesoría o participación, el prestador deberá dar aviso de la visita 



correspondiente a la revisión o retiro provisional, así como de cualquier visita de carácter 



técnico, con antelación mínima de tres (3) días hábiles, indicando la fecha y el momento del 



día, mañana o tarde, durante el cual se realizará la visita”.  



Esto así, no se corrobora el cumplimiento de la comunicación de la visita en acueducto en 



el acervo probatorio aportado en el expediente virtual teniendo en cuenta que la visita se 



realizó con posterioridad al periodo de facturación.  



(…) 



Por lo anterior, deberá tenerse como probado que en esta oportunidad la empresa 



INCUMPLIÓ lo citado en el artículo 149 de la Ley 142 de 1994, circunstancia que le genera 



la obligación de proceder con el respectivo reajuste con base en promedio histórico que 



registraba el usuario para el periodo de marzo de 2016 en los servicios de energía, 



acueducto y alcantarillado” 



 



Motivación que fundamenta la presente Acción de solicitud de declaratoria de Nulidad del 



acto administrativo contenido en la resolución de la SSPD y el consecuente reconocimiento 



del Derecho.  



 



DÉCIMO: De acuerdo con lo informado por la Unidad Soporte Clientes de EPM, el valor 



que se canceló en virtud de la decisión de la SSPD y que a título de restablecimiento que 



deberá reconocer y cancelar la SSPD cómo consecuencia de la declaratoria de nulidad 



frente a esta resolución es la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL 



TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00).  



  



4. Fundamentos de Derecho 



 



4.1 Normas Violadas 
 
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, al expedir el acto administrativo 



que se ataca, a través de este medio de control, transgredió las siguientes normas:  



 



 Constitución Política. 
 
Artículo 29. “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 
juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. 
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 











Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. 
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso” (Nft) 



 
Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial. 



 



 Ley 142 de 1994 



Artículo 149. “De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las empresas 
investigar las desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Mientras se 
establece la causa, la factura se hará con base en la de períodos anteriores o en la de 
suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar 
la causa de las desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se 
abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según sea el caso (…)”. (Nft). 



 Contrato de Condiciones Uniformes del servicio de acueducto y 
alcantarillado y del servicio de Energía2. 



 



 Resolución CRA 413 de 2006 
 
Artículo 12. Derecho a solicitar la asesoría o participación de un técnico en caso de revisiones. 



En los casos de revisión o retiro provisional por presuntas anomalías no imputables a la 
empresa, ni generadas por el uso normal de los bienes en la conexión domiciliaria y en el 
equipo de medida, cambio del mismo y visitas técnicas, los suscriptores o usuarios tendrán 
derecho a solicitar la asesoría o participación de un técnico particular o de cualquier 
persona para que verifique el proceso de revisión de los equipos de medida e instalaciones 
internas. Del concepto del técnico particular, deberá dejarse constancia en acta que se 
levante para el efecto. 
 
Para hacer efectiva esta asesoría o participación, el prestador deberá dar aviso de la visita 
correspondiente a la revisión o retiro provisional, así como de cualquier visita de carácter 
técnico, con antelación mínima de tres (3) días hábiles, indicando la fecha y el momento del 
día, mañana o tarde, durante el cual se realizará la visita. 
 
En el caso de visitas técnicas tendientes a la detección de anomalías no imputables a la 
empresa, ni generadas por el uso normal de los bienes en la conexión domiciliaria y en el 
equipo de medida o para evitar un perjuicio mayor a los usuarios relacionando con la 
continuidad y calidad del servicio, el período de antelación al que hace referencia del inciso 
anterior será de una (1) hora para obtener la asesoría o participación de un técnico. 
 



                                                           
2https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normogra



ma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDIC



IONES%20UNIFORMES;https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_le



gislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pd



f  
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En todo caso, el suscriptor o usuario podrá renunciar a la posibilidad de contar con la 
asesoría o participación de un técnico, situación que se hará constar por escrito, con la firma 
del suscriptor o usuario. 
 
De igual forma, una vez cumplidos los términos consagrados en el presente artículo sin que 
el suscriptor o usuario haga uso de su derecho a contar con la asesoría o participación de 
un técnico particular, el prestador podrá realizar la revisión correspondiente y dejará 
constancia de tal situación en acta que contará con la firma del suscriptor o usuario. 
Si este último se negare a suscribir el acta, se seguirá la regla consagrada en el inciso 
4º del siguiente artículo. 



 
Esta norma ha sido vulnerada, como base del argumento de la SSPD: por una parte en 
tanto el derecho constituido en esta resolución es facultativo para usuario, en ningún 
momento impone, al prestador del Servicio, la obligación de asegurar que el usuario cuente 
con la presencia de técnico privada al momento de la visita. Y, en tanto desconoce la 
realidad fáctica de los hechos en la medida en que EPM si se ajustó al procedimiento 
enmarcado en esta resolución. La norma determina que se realice la respectiva 
comunicación previa de la visita de revisión con al menos tres (3) días de antelación. En 
este caso, se aprecia que conforme a la comunicación de fecha 28 de marzo de 2016 No. 
0143-201630039957 se le indica al usuario que la revisión tendrá lugar el 08 de abril de esa 
misma anualidad. Lo que cumple con el requisito exigido con la resolución CRA 413 de 
2006 y desdice la posición de la SSPD sobre el supuesto incumplimiento del debido proceso 
por parte de EPM. 
 



4.2. Concepto de la Violación 
 



Establece el artículo 162 del CPACA, que toda demanda deberá contener, entre otros 
aspectos, los fundamentos de derecho de las pretensiones, así como las normas violadas 
y el concepto de violación cuando se trate de la nulidad de actos administrativos.  
 
Específicamente sobre los medios de control de nulidad, y, nulidad y restablecimiento del 
derecho, señala el inciso segundo del artículo 137 del nuevo código, que la nulidad procede 
cuando los actos hayan sido expedidos “con infracción de las normas en que deberían 
fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de 
audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones 
propias de quien lo profirió”. Conceptos que han definidos por la jurisprudencia y la doctrina 
como las causales por las cuales se debe atacar un acto.  
 
Partiendo de lo anterior, el concepto de violación en el presente caso se concentra en dos 
causales: 
 



 Infracción de las normas en que deberían fundarse. 



 Falsa motivación. 
 
4.2.1. Infracción de las normas en que deberían fundarse.  
 
Establece la doctrina, que esta infracción, refiriéndose a la violación de la Ley, “es efecto 
que desconoce o viola cierto precepto superior, por quien está obligado a someterse a sus 











mandatos, de acuerdo de voluntad o norma legal. Sin justificación, tal desobediencia 
acarrea una especie de derogación pues crea la ficción de que el precepto no existe”3 
 
Dicha violación de la Ley puede originarse por: i) Falta de aplicación; ii) Aplicación indebida; 
iii) Interpretación errónea o falsa interpretación. Sobre esta última se ha entendido, que 
opera en los eventos en que la administración, pese a tomar la regla como fundamento 
de su decisión, le da un alcance diferente al que se desprende racionalmente de su 
texto, y la falta de aplicación opera cuando se contradice la norma o cuando simplemente 
se deja de aplicar.  
 
En el presente caso se tiene que en virtud de lo dispuesto en el artículo 149 de la Ley 142 
de 1994, a las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios se les impone la 
obligación de investigar la causa de desviaciones significativas, en comparación a 
consumos anteriores; y durante la investigación de la causa de la desviación, la factura, 
deberá hacerse con base en la de períodos anteriores, tal y como se hizo en cada uno de 
los tramites que culminaron con la resolución demandada; sin embargo, también destaca 
este artículo que al aclarar la causa de las desviaciones, las diferencias frente a los 
valores que se cobraron se abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según sea el 
caso. 
 
Si se observa lo argumentado por EPM dentro del trámite impartido podrá, su Señoría, 
evidenciar que EPM adelantó, el procedimiento correspondiente en las investigaciones 
pertinentes (acueducto y energía) para verificar qué causó el alto consumo del mes de 
marzo; es decir, en cada una los elementos que compone la solicitud, EPM cumple con lo 
que ordena el artículo 149 de la ley 142 de 1994 y la resolución CRA 413 de 2006. Es así 
como en este caso, se observa que, la desviación significativa se generó por un mayor uso 
de los servicios debido a: en energía, al uso de una prensadora para el reciclaje; y en el 
caso de acueducto debido a aumento de la producción y uso constante en el lavado del 
material reciclable; es decir, cambió la circunstancia habitual de consumo en el inmueble. 
Adicionalmente, se verificó que no existían anomalías atribuibles a la responsabilidad de 
EPM; causas indicadas por el usuario en la respectiva visita adelantada por la Empresa. 
Por lo que no hay lugar a determinar que no se cumplió con el procedimiento para la 
investigación de desviaciones significativas.  
 
Teniendo en cuenta que la superintendencia dejó de aplicar lo reglado por la Ley 142 de 
1994 en su artículo 149 se debe decretar la nulidad del mismo, pues esta no interpreta de 
manera correcta las pruebas allegas y, obvia que EPM actuó amparada en la norma que 
estipula:  
 



Artículo 149. De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de 
las empresas investigar las desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de 
períodos anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias 
semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa de las desviaciones, 
las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o cargarán al 
suscriptor o usuario, según sea el caso. 
 



4.2.2. Mediante falsa motivación  



                                                           
3 Lamprea Rodríguez, Pedro Antonio. Anulación de los actos de la administración pública. Editorial Doctrina 



y Ley. Bogotá, 2004. Pág. 212. 











 
Con relación a la Falsa Motivación, el Honorable Consejo de Estado4 ha sostenido:  



“La falsa motivación se configura cuando para fundamentar el acto se dan razones 



engañosas, simuladas, contrarias a la realidad. La motivación de un acto implica que 



la manifestación de la administración tiene una causa que la justifica, y ella debe 



obedecer a criterios de legalidad, certeza de los hechos, debida calificación 



jurídica y apreciación razonable.” (Negrillas fuera de texto) 



Así mismo, en Resolución 3936 de febrero 21 del 2003, dijo la Superintendencia de Industria 



y Comercio: 



“La falsa motivación se presenta cuando la situación de hecho que sirve de 



fundamento al acto administrativo se revela inexistente, o cuando existiendo 



unos hechos, éstos han sido calificados erradamente desde el punto de vista 



jurídico, generándose en la primera hipótesis, el error de hecho, y en la segunda, 



el error de derecho, como modalidades diferentes de la falsa motivación, es decir 



que ella tiene ocurrencia cuando el acto se fundamenta en razones simuladas, 



engañosas o contrarias a la realidad.  



Lo que significa que la falsa motivación se origina en la disconformidad entre la 



decisión con la realidad, o bien por la inexistencia o error de los motivos de derecho 



o de hecho aducidos en la decisión.” (Negrillas fuera de texto). 



Todo acto administrativo tiene una causa o motivación, que es la expresión de los motivos 



de la declaración; en otras palabras, la motivación comprende la exposición de las 



razones que han llevado a la Entidad a emitirlo; la expresión de los antecedentes de 



hecho y el derecho que precede y justifica la expedición del acto; la relación de los hechos 



que dan lugar al acto y los fundamentos de derecho en que éste se apoya, elementos 



estos de los cuales carece la Resolución objeto de la demanda, emitida por la SSPD, toda 



vez que se limita a decir que EPM no probó que se hubiesen realizado las visitas 



constitutivas en el procedimiento administrativo para determinar las desviaciones 



significativas en el servicio de acueducto y energía, siendo que en el expediente que estudió 



la SSPD de este caso, obran las pruebas de dichas visitas, la comunicación previa a la 



visita para el caso del servicio de acueducto y el procedimiento para la realización de 



revisión en el servicio de energía.  



 



Por lo expuesto, se considera que la orden impuesta a EPM de facturar el promedio en 



lugar del consumo real del inmueble, se deriva de un error de interpretación de la SSPD, 



por cuanto el prestador del servicio dio cumplimiento con la normatividad actual existente 



para el caso, artículo 149 de la Ley 142 de 1994, Resolución CREG 108 de 1997, al 



Contrato de Condiciones Uniformes para el Servicio Público de Energía Eléctrica y 



acueducto y alcantarillado, y a las garantías constitucionales del debido proceso, derecho 



de contradicción y defensa del usuario, para determinar la causa de la desviación. Lo 



                                                           
4 Sentencia No. 10051 de 1998 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda – 



Subsección "A" 
 











anterior es razón suficiente para indicar que la falsa motivación la convierte en un acto 



contrario a la ley. 



Es decir, EPM realizó las dos visitas que ordena la norma para la revisión previa en el caso 



del servicio de Gas Natural y las actas de las visitas fueron allegadas en su oportunidad a 



la SSPD; así, se destaca que la fuente o razón del acto administrativo no es real, se 



encuentra distorsionada, no se ajusta a la verdad fáctica de los hechos probadas, existe 



falsa motivación; por cuanto la SSPD dice que dichas visitas no se realizaron cuando existe 



evidencia de que estas si tuvieron lugar y que EPM cumplió con su obligación de Ley.   



Ha establecido la Jurisprudencia y la Doctrina, que los hechos que fundamentan una 



decisión administrativa deben ser reales; y, la realidad, por supuesto, siempre será una 



sola.  Por ende, cuando los hechos que se tuvieron en cuenta para adoptar la decisión no 



existieron o fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en FALSA 



MOTIVACIÓN porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la 



administración supuso que existía al tomar la decisión.  



Acerca de la FALSA MOTIVACIÓN, como causal para la nulidad de los actos 



administrativos, señaló el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 



Sección Cuarta5 que: 



“De acuerdo con el artículo 84 del C.C.A., la nulidad de los actos administrativos 



procede cuando se infrinjan las normas en que debían fundarse, cuando han sido 



expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o 



con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 



motivación o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 



corporación que los profirió. Sobre esta causal de anulación la Sala ha precisado 



que “(…) es el vicio que afecta el elemento causal del acto administrativo, referente 



a los antecedentes legales y de hecho previstos en el ordenamiento jurídico para 



provocarlo, es decir, que las razones expuestas por la Administración al tomar 



la decisión, sean contrarias a la realidad. La causa o motivo de los actos 



administrativos (elemento causal) se conforma de los fundamentos de hecho y de 



derecho que son los que determinan la decisión que la Administración adopta, así 



cuando existe falsa motivación, se entiende que la sustentación fáctica en que 



se apoya no corresponde a la realidad…” 



 



El Artículo 42 de la Ley 1437 de 2011 que indica que las decisiones emitidas deberán ser 



motivadas; en reiterada jurisprudencia, el Consejo de Estado ha indicado que los motivos 



de un acto administrativo constituyen uno de sus fundamentos de legalidad, a tal punto, que 



cuando se demuestra que estas razones que se expresan en el acto, como fuente del 



mismo, no son reales, no existen o están distorsionadas, se presenta un vicio que invalida 



el acto administrativo, llamado Falsa Motivación y que esta ocurre, cuando se presenta 



inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho en la manifestación de voluntad de la 



Administración Pública. En el caso en estudio, la SSPD no expresa argumentos, ni razones, 



válidas y suficientes que den sustento a la decisión de modificación del cobro de los 



                                                           
5 Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS, en fallo del 16 de septiembre de 2010, 
radicado No. Radicación número: 25000-23-27-000-2005-00279-01(16772) 



 











servicios que fueron consumidos en la realidad fáctica de este caso; en tanto EPM realizó 



el procedimiento dispuesto para ello, que la Ley de Servicios Públicos Domiciliarios permite 



a las empresas prestadoras de servicios; dando así un alcance interpretativo diferente de 



los postulados normativos que regulan la materia. 



 



En este sentido, el Consejo de estado en sentencia del 10 de abril de 2008, expediente 



15204 establece: 



 



“(…) Ahora bien, el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo dispone que 



los actos administrativos deben estar motivados al menos en forma sumaria. Lo que 



se busca con la motivación del acto es asegurarle al administrado que la 



decisión que tome la Administración obedezca a las razones de hecho y de 



derecho que ésta invoca, de tal forma que la motivación se hace imprescindible 



para dictar los actos administrativos, y expedirlos sin la misma, implica un abuso en 



el ejercicio de la autoridad y necesariamente responsabilidad de quien ha omitido tal 



deber. Correlativamente, la motivación del acto permite al administrado rebatir u 



oponerse a las razones que tuvo en cuenta la autoridad para tomar su decisión. Lo 



sumario de la motivación, no puede confundirse con insuficiencia o superficialidad, 



pues, ésta alude a la extensión del argumento y no a su falta de contenido sustancial; 



luego, el señalamiento de los motivos en que el acto encuentra soporte, no por 



sumario debe ser incompleto y, menos, inexistente. La motivación es un requisito 



esencial del acto y debe basarse en hechos ciertos y demostrados al momento de 



la expedición del mismo, so pena de nulidad, por ausencia de uno de sus elementos 



esenciales (…)”. 



 



De acuerdo a lo anterior, el acto administrativo objeto de este medio de control adolece del 



vicio de la falsa motivación, causal más que suficiente, para declarar la nulidad del mismos. 



Adicionalmente, con la expedición de este acto la SSPD ha desconocido que en el Contrato 



de Condiciones Uniformes (CCU) se ha establecido bajo el marco de las garantías 



constitucionales al debido proceso, derecho de contradicción y defensa de los usuarios, 



procedimientos a los que EPM debe acogerse cuando se trata de la recuperación de los 



consumos dejados de facturar y consumidos por el usuario. 



 



Sobre este asunto en particular, la Comisión de Regulación de Energía y Gas CREG ha 



indicado lo siguiente, Resolución CREG 108 de 1997: 



“Artículo 37: Investigación de desviaciones significativas. Para elaborar las 



facturas, es obligación de las empresas adoptar mecanismos eficientes que 



permitan someter su facturación a investigación de desviaciones significativas entre 



el consumo registrado del suscriptor o usuario durante un período de facturación y 



sus promedios de consumo anteriores.  



Parágrafo 1. Se entenderá por desviaciones significativas, en el período de 



facturación correspondiente, los aumentos o reducciones en los consumos que, 



comparados con los promedios de los últimos tres períodos, si la facturación es 



bimestral, o de los últimos seis períodos si la facturación es mensual, sean mayores 



a los porcentajes que fijen las empresas en las condiciones uniformes del contrato.  











Parágrafo 2. La Empresa deberá practicar las visitas y realizar las pruebas técnicas 



que se requieran con el fin de precisar la causa que originó la desviación detectada 



en la revisión previa. 



Artículo 38. Facturación en caso de desviaciones significativas. Mientras se 



establece la causa de desviación del consumo, la empresa determinará el consumo 



con base en los consumos anteriores del usuario, o con los consumos promedios 



de suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes, o mediante aforo 



individual, de acuerdo con lo establecido en los contratos de condiciones uniformes. 



En la factura de cobro deberá especificarse la causa de la desviación.  



Artículo 39. Restablecimiento económico por desviaciones significativas. Una vez 



aclarada la causa de las desviaciones, la empresa procederá a establecer las 



diferencias entre los valores facturados, que serán abonados o cargados al 



suscriptor o usuario, según sea el caso, en el siguiente período de facturación. 



Artículo 40. Plazo máximo para realizar la investigación de desviaciones 



significativas y el cobro de servicios no facturados por error u omisión. De acuerdo 



con lo dispuesto en el artículo 150 de la ley 142 de 1994, al cabo de cinco (5) meses 



de haber entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios 



que no facturaron por error, omisión o investigación de desviaciones significativas 



frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo 



del suscriptor o usuario.” (NFT) 



 
Si se observa lo estipulado en estas normas, existe la obligación por parte de las empresas, 
al preparar las facturas, el investigar las desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores, así como de adoptar mecanismos eficientes que permitan someter su 
facturación a investigación de desviaciones significativas entre el consumo registrado del 
suscriptor o usuario durante un período de facturación y sus promedios de consumo 
anteriores, mecanismo que debe ser definido por la empresa, por ello, dicho trámite ha sido 
incorporado en el contrato de condiciones uniformes.  
 
Significa lo anterior, que el actuar de EPM está ajustado a los postulados normativos, en 



tanto las Empresas Prestadoras de Servicios se encuentran facultadas para tomar las 



medidas legales y contractuales que estén a su alcance para determinar los consumos no 



facturados y recuperarlos. 



Se concluye, que el procedimiento para la recuperación del consumo de los servicios 



dejados de facturar y consumidos por el usuario, conforme a revisión previa, fue adelantado 



por EPM dentro del marco de las garantías constitucionales del debido proceso, derechos 



de contradicción y defensa de los usuarios, artículo 150 de la Ley 142 de 1994, el CCU y 



demás postulados normativos que regulan la materia. Pese a ello, la SSPD tomó una 



decisión contraria al ordenamiento jurídico y,  a su vez,  la misma carece de fundamento 



legal, constitucional y contractual. 



De acuerdo a lo anterior, es que se torna procedente la declaración de nulidad solicitada y 



el consecuencial restablecimiento del derecho pretendido.  



Cuando el órgano de control, esto es la SSPD, hace referencia a que no se allegó prueba 
alguna del procedimiento de revisión previa en el servicio de acueducto dentro del trámite 
que nos ocupa, viola el debido proceso de los prestadores del servicio público domiciliario 











al no tomar como prueba al actas de visitas allegadas en su oportunidad e intentar regular 
una situación que el mismo legislador consagro de manera general en el artículo 149 de la 
Ley 142 de 19946 y frente al cual los operadores tienen un margen de acción limitado por 
el respeto y garantía de los usuarios como así mismo se pacta en el Contrato de 
Condiciones Uniformes.  
 
En Colombia las pruebas deben ser apreciadas en su conjunto de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
existencia o validez de ciertos actos. Así lo establecía el artículo 187 del Código de 
Procedimiento Civil y ahora el artículo 176 del Código General del Proceso.  
 
Tanto el funcionario judicial como el administrativo al resolver una controversia deben 
realizar de manera sistemática y armónica un análisis de los hechos y pruebas recaudados 
en el proceso sin establecer una tarifa legal cuando no existe disposición legal que lo 
contemple. La valoración de las pruebas debe estar precedida de criterios objetivos, 
racionales, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas 
allegadas. De igual manera, debe hacer un análisis riguroso que materialice la función de 
administración de justicia que se les encomienda a todos los funcionarios sobre la base de 
las pruebas legamente recaudadas. Abstenerse de dar valor probatorio a las pruebas 
legalmente practicadas, como lo ha hecho en algunos casos la SSPD, argumentando para 
ello que no se reunieron ciertos requisitos formales, atenta de manera flagrante contra el 
derecho al debido proceso, así como a lo dispuesto en Artículo 40 de la Ley 1437 de 2011, 
el cual señala de manera clara que “durante la actuación administrativa y hasta antes de 
que se profiera la decisión de fondo se podrán aportar, pedir y practicar pruebas de oficio 
o a petición del interesado sin requisitos especiales”. 
 



Por otra parte, la Ley 142 de 1994 en su artículo 87, consagra los criterios que deben 
orientar el régimen tarifario, y que obligan tanto a las Comisiones de Regulación como a las 
empresas de servicios públicos domiciliarios al momento de establecer las metodologías, 
definir las fórmulas tarifarias y las tarifas. Entre otros criterios, se resalta el de suficiencia 
financiera, el cual impone que “las fórmulas de tarifas garantizarán la recuperación de los 
costos y gastos propios de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el 
mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los accionistas en la misma forma 
en la que lo habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable 
[…]”7 .  
 
En suma, lo que se busca con la norma antes citada es que las empresas de servicios 
públicos recuperen los costos de su inversión, además de sus gastos de administración, 
operación y mantenimiento, garantizando a las empresas la recuperación de los recursos 
que deben utilizar para prestar el servicio al mayor número de usuarios con el fin de alcanzar 
el principio de universalidad consagrado en el artículo 365 de la Constitución. 
 
Sin lugar a dudas, el principio de suficiencia financiera se ve seriamente afectado con la 
resolución demandada, al adoptar medidas extremas que obligan a los operadores de 



                                                           
6 Artículo 149. De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las empresas investigar las desviaciones 



significativas frente a consumos anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de períodos 



anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa 



de las desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según 



sea el caso. 
7 Artículo 87.4, Ley 142 de 1994. Véase también el Artículo 44 de la Ley 143 de 1994 











servicios públicos a realizar un procedimiento específico para las investigaciones previas 
que se adelanten con ocasión de una desviación significativa, sin que se indique los medios 
técnicos idóneos que puede utilizar la empresa, ni se establezcan mecanismos de 
financiación para ejecutar tales exigencias. Aquella omisión en que incurre el acto 
demandado, comporta la imposibilidad de que los operadores de servicios públicos cuenten 
con un mecanismo que les permita, tal como lo exige la ley, recuperar los altos costos en 
los cuales tendría que incurrir. 
 
Conforme lo ha señalado la Corte Constitucional, “la medición de los costos y gastos que 
se requieren para la prestación del servicio, ha de tener como referencia los costos y gastos 
que tendría una empresa encargada de prestar el mismo servicio en un mercado 
competitivo, es decir, bajo condiciones de eficiencia con el mismo nivel de riesgo (…)” 
(Corte Constitucional Sentencia C-150 de 2003, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa). 
 



5. Pruebas 



 



Solicito que se decreten para ser incorporados en legal forma al proceso y se aprecien en 
su valor legal los documentos que a continuación relaciono:  
 



6.1  Documental. 



 



 Solicitud realizada por MAURICIO AGUDELO 201620126674 del 08 de julio de 2017. 



 Respuesta de EPM a la solicitud 201620126674 del 08 de julio de 2017 con citación 



para notificación personal y por aviso. 



 Recurso de reposición en subsidio de apelación No. 201620150502 interpuesto por el 



señor MAURICIO AGUDELO el 10 de agosto de 2016. 



 Comunicación por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición y se concede 



la apelación, con radicado 0156ER-201630119370 del 31 de agosto de 2016, con la 



correspondiente citación a notificación personal, y notificación por aviso.  



 Remisión de EPM a la SSPD del recurso a través de comunicado No. 0156ER-



201630136159 donde consta que para que la SSPD resolviera el recurso se le hizo 



llegar las pruebas que constatan que el proceso se realizó conforme a la norma.  



 Oficio No. 0143-201630039957 que comunica visita técnica de fecha 28 de marzo de 



2016  



 Comunicación de que se realizaría la visita técnica de acueducto para el día 08 de abril 



de 2016 recibida el 01 de abril de 2016 firmada por MAURICIO AGUDELO 



 Acta de visita revisión previa acueducto No.17121794 del 08 de abril de 2016  



 Acta de visita revisión previa No.17121795 del 12 de abril de 2017  



 Acta de PCT No. 12838388 del 03 de mayo de 2016 y retiro de medidor 



 Orden de verificación de la instalación del servicio de energía de conformidad con la 



orden No 12838388. 



 Constancia de notificación del 22 de agosto de 2017 y Resolución No. SSPD 



20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite administrativo No. 



2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la decisión administrativa 



No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida dentro de la investigación 



por desviación significativa de Acueducto y Alcantarillado y energía.  











 Oficio del 04 de septiembre de 2017 No. 0156ER-20170130108761 en el que se da 



cumplimiento a la resolución SSPD- 20178300008415 del 01 de marzo de 2017, con 



constancia de notificación personal. 



 Oficio en el cual se indican los valores de los consumos dejados de facturar, lo que 



sustenta el monto del restablecimiento del derecho de la presente acción. El monto de 



restablecimiento por el consumo de gas es de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA Y 



OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00).  



 



6.2. Testimonial. 



 



Solicito al despacho escuchar en declaración juramentada, para que se pronuncien sobre 
el procedimiento administrativo y técnico de EPM al llevar a cabo el proceso administrativo 
de revisión previa que establece el artículo 149 de la Ley 142 de 1994 a: 



 



BEATRIZ ELENA GIRALDO ARROYAVE, Tecnólogo Atención Operación 



Comercial, de la Unidad Soporte Clientes, quien se identifica con la cédula de 



ciudadanía 43´553.873 de Medellín, localizable en la carrera 58 42-125 Edificio 



Empresas Públicas de Medellín, teléfono 3805711, o a través de la apoderada judicial. 



 



DORIS YURLEY MARÍN, Tecnólogo Atención Operación Comercial, de la Unidad 



Soporte Clientes, quien se identifica con la cédula de ciudadanía 32.184.263, 



localizable en la carrera 58 42-125 Edificio Empresas Públicas de Medellín, teléfono 



3807935 o a través de la apoderada judicial. 



 



6. Competencia 
 



De conformidad con lo establecido en el numeral 3º del Artículo 155 de la Ley 1437 de 2011 



es competente para conocer de la presente acción los Jueces Administrativos del Circuito 



de Medellín en primera instancia, por la naturaleza del asunto y el domicilio del demandante, 



según artículo 155 y siguientes del CPACA que establecen lo siguiente: 



 
“Artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera 
instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
(…) 
 De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan 
actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 
trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes” 



 
 



7. Estimación razonada de la Cuantía 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 157 y 162 numeral 6° de la Ley 1437 de 
2011, me permito estimar la cuantía en la suma de UN MILLÓN TRECIENTOS SETENTA 
Y OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($1.378.378.00), 
correspondientes a las sumas de dinero dejadas de recuperar en virtud de la decisión 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 



 











8. Procedimiento 
 



El consagrado en el Título V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso 
Administrativo 



 



9. Requisitos de Procedibilidad 
 



9.1. NO PROCEDENCIA DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL COMO REQUISITO DE 
PROCEDIBILIDAD 
 
Mediante la expedición de la Ley Estatutaria 1285 de 2009, el Congreso de la República, 
adicionó a la Ley Estatutaria para la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996 el artículo 
42 A que dispone:  
 



“Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de 
la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá 
requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el 
adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 



 
En términos de lo señalado en la Ley 640 de 2001 artículo 19 tenemos que son susceptibles 
de conciliación todos los asuntos transigibles, desistirles y conciliables.  
 
Por su parte el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
–Ley 1437 de 2011- en su artículo 161 al consagrar los requisitos de procedibilidad previos 
para demandar, dispone en su numeral 1°:  
 



“Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa 
y controversias contractuales.  
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación prejudicial siempre y cuando 
no se encuentre expresamente prohibida”.  



 
De la misma forma debe advertirse, que conforme al artículo 613 de la Ley 1564 de 2012 
“Código General del Proceso”; disposición que entró en vigencia de conformidad con el 
artículo 627 del mismo estatuto, que regula lo concerniente a la conciliación prejudicial en 
materia administrativa, el cual señala “No será necesario agotar el requisito de 
procedibilidad en los procesos ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se 
adelanten, como tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 
cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una entidad pública.” 
(Nft).  
 
De conformidad con lo anterior, se precisa que EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 
ESP., es una empresa industrial y comercial del estado, con un propietario único cual es el 
MUNICIPIO DE MEDELLÍN, esto es, es una entidad de derecho público y que de 
conformidad con el artículo 104 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, ley 1437 de 2011, los procesos en los que sea parte 
EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN ESP, al ser una entidad pública, son de 
Competencia de la Justicia Contenciosa Administrativa, efectivamente la citada norma es 
del siguiente tenor: 











 
“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto 
en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa” 



 
De conformidad con lo estipulado en la normativa referida, para la presentación de la 
demanda instaurada por Empresas Públicas de Medellín ESP contra el acto administrativo 
expedido por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y en la cual se vinculó 
a un tercero interesado, no es necesario agotar la etapa de la conciliación prejudicial como 
requisito de procedibilidad. 
 
9.2 Caducidad. 
 
De conformidad con el literal d) del numeral 2) del artículo 164 del CPACA, cuando se 
pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro 
del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, 
notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las 
excepciones establecidas en otras disposiciones legales. 
 
Para el presente caso tenemos: 
 



 Resolución No. SSPD 20178300008415 del 01 de marzo de 2017 - trámite 



administrativo No. 2016830390104610E, en la que dispone la modificación de la 



decisión administrativa No. 0156SH-201630103082 del 27 de julio de 2016 proferida 



dentro de la investigación por desviación significativa de Acueducto y Alcantarillado 



y del servicio de energía por parte de EPM; fue notificada a EPM el 22 de agosto de 



2017 como consta en certificado de envió por correo electrónico certificado de 4-72, 



por lo cual se encuentra dentro del término previsto para ejercer la acción. 



 



10. Anexos 
 



- Poder especial.  
- Acuerdo No. 58 de 1955 por medio del cual se crean las Empresas Públicas de 



Medellín E.S.P. 
- Gaceta Oficial del Municipio de Medellín No.737 del 24 de diciembre de 1997, que 



contiene el Acuerdo 69 por medio del cual se transforman las Empresas Públicas 
de Medellín E.S.P. 



- Gaceta Oficial del Municipio de Medellín No. 838 del 9 de junio de 1998, que 
contiene el Acuerdo Municipal No. 12 Por medio del cual se adoptan los estatutos 
de la empresa industrial y comercial EMPRESAS PUBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. 



- Decreto 2015-DECGGL-2065 de marzo 24 de 2015 “por el cual se delegan unas 
funciones del gerente general” 



- Acto de nombramiento y posesión del Gerente General de las Empresas Públicas 
de Medellín E.S.P. de fecha 2 de enero de 2016 



- Certificación de la existencia y representación Legal de EPM. 











- Certificado de CATALINA MARIA DUQUE LOPEZ como Directora de Soporte Legal 
procesos y reclamaciones adscrita a la Gerencia jurídica del Grupo empresarial 
EPM. 



- Copia del certificado laboral del Señor Diego Armando Vargas Salazar 
- Copia del certificado laboral de Liliana Marcela Gómez López 
- Copia del certificado laboral Kely Mildred Galeano Arenas 
- Los documentos anunciados en el acápite de PRUEBAS. 
- Copia de la demanda y sus anexos para surtir la correspondiente notificación y 



traslado a la parte demandada, al tercero vinculado, al Ministerio Público y la 
Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado. 



- Una (1) copia en medio magnético de la demanda para los efectos del artículo 199 
de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012.   



- Link del Contrato de Condiciones Uniformes de energía 
https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%2
0la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%2020
17.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES;https://
www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacio
n/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_ser
vicio_de_gas_v1.pdf 



 
11. Dependencia Judicial 



 
Manifiesto que autorizo a los señores DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR identificado 
con cédula de ciudadanía No. 1.041.228.904; KELY MILDRED GALEANO ARENAS 
identificada con cédula de ciudadanía No. 53.006.361 y LILIANA MARCELA GÓMEZ 
LÓPEZ identificada con cédula de ciudadanía No. 32.242.720, técnicos judiciales de EPM, 
para que revise el expediente, obtenga copias simples de sus actuaciones, retire 
comunicaciones u oficios y desarchive procesos, esto según lo preceptuado en el artículo 
123 del C.G.P., del mismo modo a los empleados designados por la empresa contratista de 
la entidad LITIGAR PUNTO COM (sigla Litigando), quien en virtud del contrato CT-2016-
000732, ejecuta las labores de seguimiento y vigilancia de los procesos judiciales de EPM, 
para que revisen el expediente, obtengan copias simples de sus actuaciones, retiren 
comunicaciones u oficios y desarchiven procesos.  
 



12. Notificaciones 
12.1. Demandante.  
 
Empresas Públicas de Medellín E.S.P. y la suscrita apoderada: En la Secretaría del 
Despacho o en la carrera 58 No. 42-125, Ed. EPM, teléfono 3806520, Fax 3569111, correo 
electrónico para notificaciones judiciales: notificacionesjudicialesEPM@epm.com.co 



 
12.2. Demandado.  
 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios: Avenida 33 No. 74B-253 en el 
Municipio de Medellín, teléfono 4124475, Fax 4112795. Correo electrónico para 
notificaciones judiciales dtoccidente@superservicios.gov.co. 
 
12.3. Tercero Vinculado 
 
MAURICIO AGUDELO carrera 47 No. 41-32 apto 210 en Itagüí; teléfono 3218800302. 
Correo electrónico para notificaciones judiciales nacostas30@yahoo.com  





https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://mibitacora.epm.com.co/areas/rcm/sgc/Sistema%20de%20Gestin%20de%20la%20Calidad/Normograma/Normatividad/CCU/CCU%20Energ%C3%ADa%202017.pdf#search=CONTRATO%20DE%20CONDICIONES%20UNIFORMES


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf


https://www.epm.com.co/site/Portals/0/centro_de_documentos/normatividad_y_legislacion/gas_natural/condiciones_uniformes_del_contrato_para_las_prestaciones_de_servicio_de_gas_v1.pdf
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12.4. Citado al proceso. 



 



Agencia Nacional Jurídica para la defensa del Estado: Calle 70 No.4-60 Bogotá, D.C. 



PBX 2558955 PAGINA WEB  www.defensajuridica.gov.co Correo electrónico para 



notificaciones judiciales frente a entidades diferente de la mencionada 



Agencia: procesos@defensajuridica.gov.co     



 



 



Atentamente, 



 



 



 



LEIDY ANGÉLICA YELA GARCÍA 



T.P. 230096 del C. S. de la J. 



C.C. 1.140.825.138 de Barranquilla 





http://www.defensajuridica.gov.co/
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